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Introducción 

Uno de los aspectos más importantes de los acuerdos internacionales en materia de derechos humanos es 
su seguimiento. Los derechos humanos protegen y garantizan condiciones de vida al conjunto de las 
personas. Muchos de estos se refieren a grupos específicos, como las niñas y niños, los adultos mayores, 
los migrantes y las mujeres.  

 

El Consenso de Brasilia estableció una serie de objetivos para mejorar las condiciones de vida de las 
mujeres. El presente documento hace un balance de la evolución de diversos aspectos que afectan de 
forma significativa la vida y participación social de las mujeres en México y Centroamérica a la luz del 
Consenso de Brasilia. 

 

Esta evaluación es de tipo mixto, cualitativa y cuantitativa. Parte de la visión que las organizaciones de la 
sociedad civil vinculadas a los derechos de las mujeres tienen de los cambios que se han presentado entre 
2010 y la actualidad. Para ello, se elaboró un cuestionario diagnóstico  que fue respondido por estás 
organizaciones. El cuestionario consta de dos tipos de preguntas: 

 

 Preguntas de diagnóstico sobre rubros específicos. Estas fueron de orden valorativo y reflejan la 
visión de las organizaciones sobre los diversos rubros.  

 

 Indicadores. Adicionalmente, al diagnóstico presentado por las organizaciones se les solicito 
proporcionar una serie de indicadores de la situación de la mujer en sus respectivos países. 

 

 

Cabe aclarar, que no todas las organizaciones proporcionaron toda la información solicitada. En algunos 
casos se tuvo que recurrir a más de una organización social para poder construir el diagnóstico. Esto es así 
debido a la diversidad de temas y la especialización de las organizaciones en ciertos rubros. Un ejemplo 
sobre saliente es el relacionado con la participación de las mujeres en las tecnologías de la comunicación. 
Tema especializado que no todas las organizaciones contemplan. Pero lo mismo podemos decir de la 
violencia o de los temas de salud reproductiva. Finalmente, lo relevante era contar con los elementos 
necesarios para evaluar la evolución reciente de la situación de la mujer desde el punto de vista de las 
organizaciones sociales. 

 

Otro aspecto relevante, sobre todo referido a los indicadores, es que no en todos los casos se pudo contar 
con la información para cada país. En algunos casos por que el indicador no existe en dicho país o no es 
accesible, en otros por desconocimiento de las organizaciones. En este sentido se recurrió a fuentes 
oficiales, y a datos de organizaciones de la sociedad civil presentados en reportes y sus sitios web. 

 

Los temas contemplados abarcan cinco rubros, divididos cada uno en diversos subtemas: 

 Autonomía económica e igualdad en la esfera laboral. 

 Fortalecimiento de la ciudadanía de las mujeres. 

 Abatimiento de las formas de violencia hacia las mujeres. 

 Acceso de las mujeres a las nuevas tecnologías y promoción de medios de comunicación 
igualitarios, democráticos y no discriminantes. 

 Existencias de leyes punitivas contra las mujeres que se someten a abortos. 

 

 

Para el análisis de las preguntas valorativas se construyeron matrices de análisis en cada uno de los rubros.  
En el caso de los indicadores fueron concentrados en tablas agrupados por rubro. Contienen la información 
de cada indicador para todos los países con los que se pudo contar. Su análisis se realiza directamente en 
el documento. En el presente documento se incluye el análisis  de cada uno de los rubros por país. 
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1. Autonomía económica e igualdad en la esfera laboral 

 

Uno de los grandes problemas en la transformación de las condiciones de género en los países de la región 
es que muchas de estas han sido forzadas por la disminución de las condiciones de vida para la mayoría de 
la población. Un ejemplo de ello es la incorporación de las mujeres al mercado laboral. Tradicionalmente, 
consideramos que esta incorporación es positiva, empodera a las mujeres, les da autonomía, amplían su 
ámbito de existencia, etcétera. Si bien esto es cierto, también cuenta mucho la forma, las condiciones en 
dicha incorporación al mercado laboral se da.  

 

Amartya Sen habla de preferencia adaptativas, que se dan cuando las personas prefieren o generan el 
gusto por satisfactores que están a su alcance y rechazan aquellos que están fuera de su poder adquisitivo 
aunque sean mejores, en este caso no es una preferencia sino una adaptación a sus condiciones de vida, 
elegir supone tener opciones reales. Del mismo modo la incorporación de las mujeres al mercado de trabajo 
en nuestros países no ha sido, en termino generales, un proceso electivo que refleje un cambio en la cultura 
social sino es producto de las trasformaciones económicas de las últimas décadas que han precarizado el 
empleo, disminuyendo los ingresos, aumentando la informalidad y obligando a las mujeres a incorporarse al 
mercado laboral para poder completar el ingreso familiar sin contar con las condiciones adecuadas para ello 
en forma de instituciones de apoyo a la crianza de los hijos, trabajos formales, prestaciones, servicios 
médicos, etcétera; ni ha partido de una cambio en la cultura de género. 

 

Su incorporación al mercado laboral, sin embargo, si ha producido cambios profundos en las familias, en la 
cultura de género y en el papel social de las mujeres. Cambios positivos que se pagan a costa de la doble 
jornada, el aumento de la violencia en general y de la violencia contra las mujeres en particular y la 
desatención de los menores. Es urgente, que los Estados tomen medidas que provean de las instituciones 
necesarias para apoyar el desarrollo de las mujeres, de los niños, de las familias y de los cambios en la 
cultura machista prevaleciente en nuestras sociedades 

 

1.1 Participación y regulación laboral de las mujeres 

De acuerdo a los datos entregados por la OIT, en el año 2012, el 48,3% de las mujeres en Belice se 
encuentra participando en el mercado laboral. En tanto, mientras que en México, un 46% de las mujeres se 
encuentra activa en el mercado laboral, en Costa Rica lo hace un 46,4%. Por otra parte, en El Salvador, el 
47,4% representa el porcentaje de mujeres en el mercado laboral. En Guatemala, lo hace un 49%, en 
Honduras un 42,5%. Finalmente, mientras un 46,7% de las mujeres en Nicaragua está en el mercado 
laboral, en Panamá lo hace un 49,6%. 

 

1.2 Participación de hombres y mujeres en el mercado laboral 

Con relación a la tasa de participación de hombres y mujeres en el mercado laboral
1
, en el año 2012, se 

tiene lo siguiente:  

 

En México, mientras el 85% de los hombres participa en el mercado laboral, en las mujeres, participa un 
46%. En tanto, en Belice, lo hace un 81,8% de los hombres, y un 48,3% de las mujeres. 

 

En Costa Rica, el 78,9% de los hombres tiene participación en el mercado laboral, y un 46,4% en las 
mujeres. En tanto, en El Salvador 78,6% de los hombres participa en el mercado, y un 47,4% e las mujeres. 
En Guatemala el 88,3% de los hombres tiene participación en este ámbito, y un 49% de las mujeres en el 
mismo. Para el caso de Honduras, el  82,8% de los hombres participa y un 42,3% en las mujeres. En 
Nicaragua, el 80% de los hombres tiene participación en el mercado laboral, y el 46,7% de las mujeres 
participa en el mismo. Por último, para Panamá 82,5% de los hombres tiene participación y el 49,6% en las 
mujeres. 

                                                           
1
 Informe Sobre Desarrollo Humano 2013. 

http://www.undp.org/content/dam/undp/library/corporate/HDR/2013GlobalHDR/Spanish/HDR2013%20Report%20Spanish.pdf 

 

http://www.undp.org/content/dam/undp/library/corporate/HDR/2013GlobalHDR/Spanish/HDR2013%20Report%20Spanish.pdf


 8 

 

1.2.1 Brecha Salarial entre mujeres y hombres 

1.2.2 Cobertura de seguridad social de mujeres y hombres 

Porcentaje de personas con cobertura de salud proporcionada por el Estado 

Para el año 2012, el panorama es el siguiente
2
: 

En México, un 49,4% de personas cuenta con cobertura de salud proporcionada por el Estado. 

En Belice, un 66,5% de personas cuenta con cobertura de salud proporcionada por el Estado. 

En Costa Rica, un 70,1% de personas cuenta con cobertura de salud proporcionada por el Estado. 

En El Salvador, un 63,3% de personas cuenta con cobertura de salud proporcionada por el Estado. 

En Guatemala, un 35,5% de personas cuenta con cobertura de salud proporcionada por el Estado. 

En Honduras, un 48,1% de personas cuenta con cobertura de salud proporcionada por el Estado. 

En Nicaragua, un 54,3% de personas cuenta con cobertura de salud proporcionada por el Estado 

En Panamá, un 67,5% de personas cuenta con cobertura de salud proporcionada por el Estado. 

 

 

Número de camas de hospital por cada mil habitantes
3
: 

 

Para el año 2012, el panorama es el siguiente: 

 

En México se cuenta con 1,6 camas de hospital por cada mil habitantes. 

En Belice se cuenta 1,1 camas de hospital por cada mil habitantes. 

En Costa Rica se cuenta con 1,2 camas de hospital por cada mil habitantes. 

En El Salvador se cuenta con 1,1 camas de hospital por cada mil habitantes. 

En Guatemala se cuenta con 0,6 camas de hospital por cada mil habitantes. 

En Honduras se cuenta con 0,8 camas de hospital por cada mil habitantes. 

En Nicaragua se cuenta con 0,9 camas de hospital por cada mil habitantes. 

En Panamá se cuenta con 2,2 camas de hospital por cada mil habitantes. 

 

Número de médicos por cada mil habitantes
4
 

 

Para el año 2012, el panorama es el siguiente: 

 

En México se cuenta con 2,893 médicos por cada mil habitantes. 

En Belice se cuenta con 0,828 médicos por cada mil habitantes. 

En Costa Rica se cuenta con 1,32 médicos por cada mil habitantes. 

En El Salvador se cuenta con 1,596 médicos por cada mil habitantes. 

En Guatemala se cuenta con 0,9 médicos por cada mil habitantes. 

                                                           
2 Grupo Parlamentario Interamericano sobre Población y Desarrollo  

http://www.gparlamentario.org/spip/spip.php?rubrique13 
3
 Camas de hospital incluye camas de hospitalización en los hospitales públicos, privados, generales y especializados y centros de 

rehabilitación. 
http://www.indexmundi.com/es/ 
4  Esta variable da el número de doctores (médicos), incluyendo generalistas y especialistas médicos, por cada 1.000 habitantes. 

http://www.gparlamentario.org/spip/spip.php?rubrique13
http://www.indexmundi.com/es/
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En Honduras se cuenta con 0,57 médicos por cada mil habitantes. 

En Nicaragua se cuenta con 0,37 médicos por cada mil habitantes. 

En Panamá se cuenta con 1,5 médicos por cada mil habitantes. 

 

Porcentaje de analfabetismo en personas mayores de 18 años
5
: 

Para el año 2012, el panorama es el siguiente: 

En México, el 7,3% de las personas mayores de 18 años, es analfabeta. 

En Belice el 5,9% de las personas mayores de 18 años, es analfabeta. 

En Costa Rica, el 4% de las personas mayores de 18 años, es analfabeta. 

En El Salvador, el 19,8% de las personas mayores de 18 años, es analfabeta. 

En Guatemala, el 29,4% de las personas mayores de 18 años, es analfabeta. 

En Honduras, el 23,8% de las personas mayores de 18 años, es analfabeta. 

En Nicaragua, el 32,5% de las personas mayores de 18 años, es analfabeta. 

En Panamá, el 7,4% de las personas mayores de 18 años, es analfabeta. 

 

1.2.3 Tasa de desempleo de mujeres y hombres 

Con relación  a este indicador, para el año 2012 la OIT plantea lo siguiente
6
: 

 

En México, la tasa de desempleo de mujeres es de un 5,8%, y para los hombres, de un 6,1%. 

 

En Belice, la tasa de desempleo de mujeres corresponde a un 13,1%, y para los hombres de un 5,8%.  

 

En Costa Rica, existe una tasa de un 9,7% de mujeres desempleadas, y una tasa de 6,3% de hombres 
desempleados. 

 

En El Salvador, la tasa de desempleo de mujeres es de 4,1% y una tasa de 8,7% de desempleo de  
hombres. 

 

En Guatemala, la tasa de desempleo de mujeres es de un 1,4% y una tasa de un 1,9% de desempleo en 
hombres. 

 

En Honduras, existe un 6,9% de mujeres desempleadas, y un 6,4% de hombres sin empleo. 

 

En Nicaragua, la tasa de desempleo de mujeres es de un 9,4% y de un 10,1% en hombres desempleados. 

 

En Panamá, la tasa de desempleo de mujeres es de un 5,4% y de un 5,3 % en hombres desempleados. 

 

1.2.4 Mercado formal y trabajadoras domésticas 

Con relación en  la tasa de trabajadoras domésticas en el mercado formal, la OIT plantea lo siguiente para 
el año 2012. En México, el porcentaje de trabajadoras domésticas en el mercado formal, es de un 10%. 

                                                           
5
 El Analfabetismo en América Latina, Febrero 2013. SITEAL: Sistema de Información de Tendencias Educativas en América Latina. 

En: http://www.siteal.org/sites/default/files/siteal_datodestacado20130218.pdf 
6

 Panorama Laboral 2012 América Latina y el Caribe http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---americas/---ro-
lima/documents/publication/wcms_195884.pdf 

http://www.siteal.org/sites/default/files/siteal_datodestacado20130218.pdf
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---americas/---ro-lima/documents/publication/wcms_195884.pdf
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---americas/---ro-lima/documents/publication/wcms_195884.pdf
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En Costa Rica, la tasa de trabajadoras domésticas en el mercado formal es de un 17%. En El Salvador, el 
porcentaje de trabajadoras domésticas en el mercado formal, es de un 7,3% 

 

En Honduras, el porcentaje de trabajadoras domésticas en el mercado formal, es de un 7,3% En Nicaragua, 
la tasa de trabajadoras domésticas en el mercado formal es de un 10% En Panamá, la tasa de trabajadoras 
domésticas en el mercado formal es de un 10,5% 

 

1.3 Porcentaje de mujeres y hombres sin ingresos propios 

 

 

1.4 Vida Laboral y responsabilidad familiar en relación al convenio  157 de OIT 

 

 

1.5 Derecho al cuidado bajo la noción de prestación compartida 

1.5.1 Existencia de servicios sociales públicos y/o privados en relación a atención a: niños/as; 
personas adultas mayores; personas con discapacidad y personas con enfermedades terminales 
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2. Fortalecer la ciudadanía de las mujeres 

2.1 Compromisos internacionales  en relación a la igualdad y la no discriminación 

De manera general todos los países a desarrollar en este punto asistieron y ratificaron la XI Conferencia 
Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe en Brasilia en Julio del 2010; por ende de la mima 
forma reconocen y ratifican los Acuerdos, Tratados y Convenios con relación a la Mujer en América Latina. 
Por lo tanto lo que se adjunta en este espacio son, de existir, convenios multilaterales o bilaterales de 
participación específica del tema. 

 

México 

Informe de las Actividades sobre el Cumplimiento del Consenso de Brasilia 

http://www.cepal.org/mujer/noticias/noticias/1/43711/Mexico.pdf 

 

Guatemala 

Informe de las Actividades sobre el Cumplimiento del Consenso de Brasilia 

http://www.eclac.cl/mujer/noticias/paginas/1/44991/Informe_SEPREM_Guatemala_para_MDM_46.pdf 

 

Honduras 

Informe de las Actividades sobre el Cumplimiento del Consenso de Brasilia 
http://www.inam.gob.hn/documentos/informeconsensobrasilia_nov2011.zip 

 

El Salvador 

Informe de las Actividades sobre el Cumplimiento del Consenso de Brasilia 

http://www.cepal.org/mujer/noticias/noticias/1/43711/Informe_ISDEMU_El_Salvador_para_MDM_46.pdf 

 

Nicaragua 

Proyecto Binacional Costa Rica- Nicaragua 

Proyecto “Promoción de la Salud Sexual y Reproductiva (SSR), incluida la prevención del VIH y la violencia 
en género, en poblaciones migrantes, particularmente mujeres y jóvenes” 

 

Costa Rica 

Proyecto Binacional Costa Rica- Nicaragua 

Proyecto “Promoción de la Salud Sexual y Reproductiva (SSR), incluida la prevención del VIH y la violencia 
en género, en poblaciones migrantes, particularmente mujeres y jóvenes” 

Informe de las Actividades sobre el Cumplimiento del Consenso de Brasilia 

http://www.eclac.cl/mujer/noticias/noticias/1/41081/Costa_Rica.pdf 

 

Panamá 

Informe de las Actividades sobre el Cumplimiento del Consenso de Brasilia 

http://www.cepal.org/mujer/noticias/noticias/1/43711/Informe__INAMU_Panam%C3%A1_para_MDM_46.pdf 

 

2.2 Institucionalidad nacional de género 

México 

Instituto Nacional de la Mujer (http://www.inmujeres.gob.mx/) Órgano rector del trabajo con las mujeres en 
sus distintos niveles de participación y vida diaria. 
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Belice 

La National Womens Commission (http://www.nationalwomenscommission.org/ ) es la encargada de 
estructurar el trabajo en relación a las mujeres y sigue los lineamientos que se estructuraron en el CEDAW 

 

Guatemala 

Se acaba de firmar la creación del Gabinete Especifico de la Mujer el 27 de junio del 2013, que se había 
aprobado en octubre del 2012. 

 

Anteriormente el trabajo respecto a la mujer se llevaba y aún se lleva en la Secretaría presidencial de la 
mujer que es la instancia del Ejecutivo que asesora y coordina políticas públicas para promover el desarrollo 
integral de las mujeres guatemaltecas y el fomento de una cultura democrática. Y en la DEFENSORIA DE 
LA MUJER INDIGENA de Guatemala donde se da seguimiento y elaboran informes del tema. 

. 

Honduras 

Instituto Nacional de la Mujer institución autónoma, de desarrollo social y con rango de Secretaría de Estado, 
con personería jurídica y patrimonio propio, responsable de formular, promover y coordinar la ejecución y 
seguimiento de la Política Nacional de la Mujer, así como los planes de acción que la ejecuten y la 
integración de la mujer al desarrollo sostenible. (http://www.inam.gob.hn/)  

 

El Salvador 

El instituto Salvadoreño de la Mujer http://www.isdemu.gob.sv es la institución responsable de formular, 
dirigir, ejecutar y vigilar el cumplimiento de Política Nacional de la Mujer; promover el desarrollo integral de 
la mujer a través del cumplimento de las disposiciones legales y además promover anteproyectos Ley y 
Reformas a las mismas que mejoren la situación legal de la mujer 

www.ciudadmujer.gob.sv/ Es un programa impulsado por el Gobierno con el que se garantizan los derechos 
fundamentales de las mujeres salvadoreñas, a través de servicios especializados como: salud sexual y 
reproductiva, la atención integral a la violencia de género, el empoderamiento económico y la promoción de 
sus derechos. Además, se cuenta con un área de atención infantil para que las hijas/hijos sean atendidos 
mientras sus madres reciben los diferentes servicios. 

 

Nicaragua 

El Instituto Nicaragüense de la Mujer http://inim.gob.ni/ Institución Gubernamental comprometida en la 
restitución de derechos y el empoderamiento y el liderazgo de las mujeres basada en valores, trabajamos 
por la institucionalización de prácticas de género en leyes, políticas públicas, presupuestos, programas, 
planes y proyectos, mediante la investigación, visibilización, fortalecimiento de capacidades, promoción, 
coordinación y articulación, en cumplimiento de los instrumentos nacionales e internacionales suscritos y 
ratificados por el estado de Nicaragua. 

 

Costa Rica 

Instituto Nacional de las Mujeres (http://www.inamu.go.cr/)El INAMU, institución que promueve y tutela los 
derechos humanos de las mujeres, pone a disposición de la sociedad costarricense y de las mujeres en 
particular, información acerca de sus áreas de trabajo y los servicios ofrecidos. Para ello, hemos creado una 
página para que todas las personas en su diversidad, puedan conocer más acerca de lo que somos y 
hacemos. Esperamos que los datos que usted encontrará en este sitio, sean de utilidad en la construcción 
de una sociedad igualitaria y equitativa. 

 

Panamá 

El Instituto Nacional de la Mujer (http://inamu.gob.pa) tiene como objetivo promover, coordinar y ejecutar la 
Política Pública de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres, a través de planes, programas, Proyectos y 
acciones tendientes a disminuir la exclusión social. 
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La Red de Mecanismos Gubernamentales de la Mujer para garantizar la aplicación de la perspectiva de 
género en todos los programas, proyectos y estrategias que se desarrollan en las instituciones del gobierno. 

 

2.2.1 Desarrollo de materiales en temas de género y datos desagregados 

 

México 

Prácticas de Género en los Cuadernos de Género del InMujeres donde se logran espacios de 
acercamiento al enfoque. http://www.inmujeres.gob.mx/index.php/biblioteca-digital/cuadernosgenero 

 

Sistema de Indicadores de Género (http://estadistica.inmujeres.gob.mx/formas/index.php): información 
estadística sobre diversos temas que permiten tener un panorama de la situación de las mujeres y los 
hombres en México. La información que se presenta proviene de fuentes de datos oficiales obtenidos a 
través de censos, conteos, encuestas y registros administrativos. 

 

Belice 

La Comisión Nacional de la Mujer elabora el informe: The Revised National Gender Policy donde desarrolla 
el proceso presupuestal y los temas prioritarios del trabajo hacia temas de género. 

El Women's Rights Handbook es la publicación anual diagnostico donde se identifican, evalúan y explican 
las acciones a tomar por parte del gobierno de Belice. 

 

Guatemala 

En el Informe de Gobierno existe un apartado sobre el empoderamiento y desarrollo de las mujeres en el 
país. http://issuu.com/guatemalagob/docs/informedegobierno 

 

Además se elabora el Informe de Derechos Específicos de las Mujeres Indígenas 
(https://docs.google.com/file/d/0B4H4kNRVlc0fMGFlNmU4MjgtMTgzZC00MGY4LWJmMGYtODJjZmRiYWN
mZjU3/edit?pli=1)  

 

Finalmente existe el Sistema Nacional de Información sobre Violencia en Contra de la Mujer -SNIVCM- que 
se encarga de captar la información sobre el tema en el país. 

 

Honduras 

SISNAM: El Instituto Nacional de Estadística cuenta con la información sobre temas de género del país 
(http://www.ine.gob.hn/sisnam/) 

 

El Centro de Documentación del Instituto Nacional de la Mujer genera documentación e informes para la 
capacitación e información de políticas e investigaciones del tema género. 

Así como la presentación de los informes y resultados de los compromisos y acuerdos internacionales y la 
Declaración sobre Participación Política de las Mujeres 

 

El Salvador 

Informe Anual Nacional Sobre Situación de Violencia Contra las Mujeres 
http://www.isdemu.gob.sv/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=19%3Ainforme-
violencia&download=91%3Ainforme-violencia&Itemid=227&lang=es 

Informe anual Violencia ISDEMU 

http://www.inmujeres.gob.mx/index.php/biblioteca-digital/cuadernosgenero
http://www.ine.gob.hn/sisnam/
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http://www.isdemu.gob.sv/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=131%3Asegundo-
informe-de-violencia-contra-las-mujeres-en-el-salvador&download=237%3Aii-informe-violencia-
isdemu&Itemid=227&lang=es 

 

Nicaragua 

Líneas estratégicas de Instituto de la Mujer Nicaragüense http://inim.gob.ni/comunicados/lineas.pdf Instituto 
Nacional de Información de Desarrollo http://www.inide.gob.ni/ 

 

Costa Rica 

INAMU La Unidad cuenta con una estrategia general que guía su quehacer denominada Programa 
Investigación para el cambio cultural a favor de la igualdad y la equidad de género (2007-2017), el cual tiene 
como objetivo principal la producción de conocimientos especializados en género que sirva de aporte al 
cambio cultural, el fortalecimiento de la ciudadanía de las mujeres y el diseño de políticas públicas 
tendientes a favorecer la igualdad y equidad social y de género. 

SIEG – Sistema de Indicadores Estadísticos de Género: 
http://www.inec.go.cr/cgibin/RpWebEngine.exe/PortalAction?&MODE=MAIN&BASE=Genero 

 

El Sistema de Indicadores Estadísticos de Género (SIEG) es el resultado de un esfuerzo conjunto de varias 
instituciones, particularmente del Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU) y del Instituto Nacional de 
Estadística y Censos (INEC), y tiene como uno de sus objetivos dar respuesta a los compromisos que Costa 
Rica ha adquirido mediante la suscripción de acuerdos internacionales para la producción de estadísticas 
con enfoque de género. 

 

Panamá 

SIEGPA El Sistema de Indicadores con Enfoque de Género de Panamá (SIEGPA), es una base de datos 
que brinda información acerca de la situación de las mujeres y hombres de Panamá -equidades y 
diferencias- en distintos aspectos de la realidad social. http://www.contraloria.gob.pa/inec/siegpa/ 

 

El Programa de Género del UNFPA Panamá tiene como meta lograr la Igualdad entre hombres y mujeres 
realizando un trabajo conjunto con las instituciones estatales y organizaciones no gubernamentales que 
velan por los derechos humanos de las mujeres. http://panama.unfpa.org/igualdad-genero 

 

2.2.2 Estudios de uso del tiempo 

 

México 

En México se tiene un trabajo de más de 15 años en el intento por la desagregación de datos por sexo y en 
distintas prácticas que han culminado en la Encuesta Nacional del Uso del Tiempo. La primera se hizo en el 
año 2002, y la realizada en el año 2009, metodológicamente ha sido un marco de referencia para otros 
países. Esta encuesta además reflejó una cuenta satélite en el año 2011, misma que cumple con los 
parámetros para poder proponer cambios a partir del año 2015. Destaca el trabajo de capacitación que la 
Iniciativa SUMA democracia es igualdad en donde a distintas mujeres funcionarias y políticas del país de 6 
estados del país, en donde los resultados de la Encuesta son fundadamentales, sobre todo para plantear 
políticas que retomen el uso del tiempo de las mujeres y la compatibilidad con el mercado de trabajo. 

 

Costa Rica 

Se realizó la Encuestas de Uso del Tiempo, organizada por el INAMU y los otros integrantes de la Comisión 
Inter agencial para contabilizar el trabajo femenino con la División de Asuntos de Género de la CEPAL, 
permitió exponer los resultados de la Encuesta de Uso del Tiempo en la Gran Área Metropolitana de Costa 
Rica, realizada entre marzo y abril del 2011.  

La encuesta mide, entre otros, la desigualdad en el trabajo doméstico entre hombres y mujeres. Por ejemplo, 
en el Gran Área Metropolitana, las mujeres dedican 37 horas semanales al trabajo doméstico no 

http://www.inide.gob.ni/
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remunerado, y los hombres solamente 15,5 horas. La Carga Total de Trabajo (suma del trabajo remunerado 
y del trabajo doméstico no remunerado) es de 73 horas semanales para las mujeres en promedio y de 66 
horas para los hombres.   

 

Guatemala 

La Secretaría Presidencial de la Mujer solicitó a la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL) una asesoría para el diseño de una encuesta de uso del tiempo. Esa actividad fortalecerá las 
capacidades del Instituto Nacional de Estadística (INE) y de la misma SEPREM en promover el uso de 
indicadores de género en este ámbito y más precisamente en los módulos correspondientes que se 
encuentran actualmente en las Encuestas de Condiciones de Vida (ENCOVI) 

 

Nicaragua 

Realizó una muestra en el 2003 pero no ha vuelto a realizar alguna actividad para implementar el modelo de 
la encuesta de uso de tiempo. Encuestas FIDEG E INEC. 

 

El Salvador 

Se realizó la Encuesta del Uso del Tiempo en el año 2010 donde arroja datos como que en El Salvador son 
las mujeres quienes ocupan más horas para la realización de trabajo doméstico no remunerado, un 
promedio de 4.46 horas al día. En contraste, los hombres dedican 2.31 horas, y por tanto ellos cuentan con 
más tiempo para la realización de actividades remuneradas y para actividades personales.  

Se ve reflejada la persistencia de la brecha entre hombres y mujeres en el uso del tiempo y dedicación al 
trabajo doméstico que también implica una brecha de acceso al empleo y al tiempo en detrimento de las 
mujeres. 

En este ámbito, las personas que realizan trabajos domésticos no remunerados son considerados en la 
Población Económicamente Inactiva (PEI), y en su mayoría son mujeres. 

Honduras 

Ha desarrollado un informe de resultados con encuestas y datos de desocupación, no claros en cuanto al 
género respecto a la implementación de las políticas públicas sobre el Uso del Tiempo; por las condiciones 
del informe aparenta la existencia de cambios organizativos en el interior de su estructura de gobierno. 

Panamá 

En el 2011 el Instituto Nacional de Estadística de la Contraloría General de la República de Panamá, con el 
apoyo del El Instituto Nacional de la Mujer, el Fondo de población de Naciones Unidas, ONU Mujeres y el 
Fondo Mixto Hispano Panameño, lograron el diseño, elaboración, capacitación y aplicación de la Encuesta 
sobre el Uso del Tiempo, alrededor de 3,700 familias en áreas urbanas del país. 

 

2.2.3 Necesidad de un plan nacional de género 

 

México 

En 1980 al crearse el Programa Nacional de Integración de la Mujer al Desarrollo, se instaló una Comisión 
para coordinar las actividades y los proyectos sectoriales en la materia y preparar la participación de México 
en la Tercera Conferencia Mundial sobre la Mujer (Nairobi, 1985). Por iniciativa de varios partidos políticos 
el 12 de enero de 2001 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley del Instituto Nacional de las 
Mujeres.  Actualmente, dicho instituto opera con el Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres y 
Hombres 2009-2012 (Proigualdad); también es el encargado de garantizar la igualdad jurídica, los derechos 
humanos de las mujeres y la no discriminación; el acceso de las mujeres a la justicia, la seguridad y la 
protección civil, así como su acceso a una vida libre de violencia. Dicho programa va actualizándose de 
acuerdo a cambios sexenales. Además del ProIgualdad hubo un gran avance en la Ley de Planeación 
Federal 2011-2012,  que permitiría la transversalización del enfoque de Género en los programas 
sectoriales de todo el país. 

 

Costa Rica 
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Para el 2002 un grupo de diputadas que busca incorporar la perspectiva de género en el quehacer 
legislativo, posicionan el tema el Plenario Legislativo. Su intención era  incorporar la perspectiva de género 
en todo el quehacer institucional a través del diseño de una Política de Igualdad y Equidad de Género; dar 
continuidad a iniciativas de ley entre una administración; y crear un órgano técnico administrativo 
especializado en género de carácter permanente en la institución, como una Dirección Técnica de Igualdad 
y Equidad de Género

7
; hata el año 2009 se concreta dicha idea como Unidad Técnica de Igualdad y 

Equidad de Género (UTIEG). Paralelo a ello, en 2007 el Estado aprueba la Política Nacional de Igualdad y 
Equidad de Género (PIEG) impulsada el Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU). 

 

El Salvador 

Cuenta con la Política Nacional de las mujeres, liderada por el Instituto Salvadoreño para el desarrollo de la 
mujer 

 

Guatemala 

Existe la Política nacional de promoción y desarrollo de las mujeres guatemaltecas y el Plan de equidad de 
oportunidades 2001- 2006  Esta política pretende cumplir cuatro grandes objetivos. El primero priorizar las 
acciones de gobierno a la población de mujeres de todos los grupos etáreos atendiendo las características 
multiétnicas, pluriculturales, multilingües y condiciones sociopolíticas del país. En segundo lugar adecuar las 
políticas públicas, la legislación y los planes, programas y proyectos a las necesidades específicas de las 
mujeres. En tercer lugar incrementar la participación de las mujeres en los distintos niveles de la gestión 
pública y, por último, adecuar los marcos legales presupuestarios e institucionales para asegurar la 
institucionalización de las políticas de promoción y desarrollo de las mujeres. 

En la actualidad se ha priorizado la operativización de la Política basándose en los siguientes ejes 
temáticos:  - Monitoreo y evaluación de la Política de Promoción y Desarrollo de las Mujeres 2001-2006 y 
elaboración de la Política 2007-2012  - Seguridad de las mujeres  - Descentralización  - Inversión pública y 
presupuestos  - Salud  - Educación 

 

Nicaragua 

Desde 1987, el gobierno instauró la ley creadora del Instituto Nicaragüense de la Mujer un 22 de Diciembre. 
El Instituto pasó a formar parte del Ministerio de la Mujer en Enero del 2013 y ha promovido procesos de 
institucionalización del enfoque de género en las 15 municipalidades. Con el propósito de continuar con el 
Programa Conjunto de género acordado el 2009 por el gobierno y la ONU, el Ministerio de la Mujer fortaleció 
su alianza con el Programa de Naciones Unidas Para el Desarrollo de Nicaragua (PNUD). 

 

El Salvador 

Para 1996 por iniciatica del Órgano Ejecutivo por Decreto Legislativo No. 644, se creo El Instituto 
Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer. Institución responsable de formular, dirigir, ejecutar y vigilar el 
cumplimiento de Política Nacional de la Mujer; promover el desarrollo integral de la mujer a través del 
cumplimento de las disposiciones legales y además promover anteproyectos Ley y Reformas a las mismas 
que mejoren la situación legal de la mujer, sobre todo en la legislación laboral. Así como también, tiene el 
compromiso de propiciar la efectiva participación de las Organizaciones de Mujeres, de la comunidad y 
demás entidades de la sociedad civil

8
.  

 

Honduras 

En la política nacional de la mujer,  existe el Plan de Igualdad y Equidad de Género, 2010-2022. 

Panamá 

En el 2011 el Instituto Nacional de Estadística de la Contraloría General de la República de Panamá, con el 
apoyo del El Instituto Nacional de la Mujer, el Fondo de población de Naciones Unidas, ONU Mujeres y el 

                                                           
7 Asamblea legislativa de la República de Costa Rica. “Política de igualdad y equidad de 

género”. Costa Rica; 2013 

8 En línea: http://www.isdemu.gob.sv 



 17 

Fondo Mixto Hispano Panameño, lograron el diseño, elaboración, capacitación y aplicación de la Encuesta 
sobre el Uso del Tiempo, alrededor de 3,700 familias en áreas urbanas del país. 

 

2.3  Estrategias del sector público y privado en materia de libertad religiosa y el respeto al culto 

2.3.1 Relaciones entre Estado e Iglesia  

En el año 2012 se aprobó la reforma al artículo 40  de la Constitución en México Incorporando la palabra 
laica  al texto constitucional. Dicha modificación consolida el carácter laico al Estado Mexicano. Esto, a 
palabras del  legislador Cesar Augusto Santiago, con el fin de velar  por el equilibrio entre los principio 
esenciales que favorecen el respeto a la diversidad y la integración de todos los ciudadanos la esfera 
pública. 

Es de resaltar que anterior a la reforma, el estado laico en México estaba establecido tanto en la 
constitución, dentro de sus artículos 3, donde se estipula la educación como laica;  24, donde se reconoce 
la libertad de culto y de creencias;  y 130 que señala que “el principio histórico de la separación del estado y 
las iglesias orienta las normas contenidas en al misma.” Igualmente en la Ley de asociaciones Religiosas y 
culto público, se señala que “El Estado mexicano es laico. El mismo ejercerá su autoridad sobre toda 
manifestación religiosa, individual o colectiva, sólo en lo relativo a la observancia de las leyes, conservación 
del orden y la moral públicos y la tutela de derechos de terceros”. 

 

Por otro lado en julio del 2013 se realizó una reforma al artículo 24 resultando que “Toda persona tiene 
derecho a la libertad de convicciones éticas, de conciencia y de religión, y a tener o adoptar en su caso, la 
de su agrado. Esta libertad incluye el derecho de participar, individual o colectivamente, tanto en público 
como en privado, en las ceremonias, devociones o actos de culto respectivo, siempre que no constituyan un 
delito o falta penados por la ley. Nadie podrá utilizar los actos públicos de expresión de esta libertad 
con fines políticos, de proselitismo o de propaganda política”, suprimiéndose el párrafo que anteriormente 
dictaban que los actos religiosos se celebraran ordinariamente en los templos.  

 

2.3.2 Educación religiosa en las escuelas 

El artículo tercero de las Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos menciona en su párrafo 
primero que la educación esta “Garantizada por el artículo 24 la libertad de creencias, dicha educación será 
laica y, por tanto, se mantendrá por completo ajena a cualquier doctrina religiosa.” 

Grupos como las Asociaciones de Padres de Familia se han declarado contra los lineamientos en lo 
referente a la sexualidad humana dentro de la educación del estado.  En estados como Guanajuato, por 
ejemplo, se han manifestado contra el libro de biología editado por la Secretaria de Educación Pública 
argumentando que “no ven al ser humano como integral sino como a un ser generalizado”. Igualmente 
regidores y políticos del Partido Acción Nacional hen llevado a cabo quemas de libros argumentando que 
“son perversos y erotizan y pervierten a los niños, además que fomentan la homosexualidad y la 
promiscuidad.”  

En estados como el mismo Guanajuato los libros editados por las Secretaria de Educación Estatal  han 
suprimido imágenes de los órganos reproductores femeninos y masculinos, y promueven “una educación 
sexual basados en concepto morales”. 

Es de resaltar el caso de Nueva Jerusalén en julio del 2012, en Turicato, Michoacán, donde una parte de 
sus habitantes destruyeron los salones escuela primaria pública que ahí se encontraba. Ya que su 
comunidad  se opuso tajantemente a la impartición de educación laica, la cual amenaza los principios de la 
Iglesia Católica Tradicional de la Ermita

9
 que es la que ha tenido el control de la comunidad en total 

impunidad desde 1973. 

                                                           
9 Nueva Jerusalén, un estado dentro de otro Estado, se fundó en 1973, luego de que la Virgen del Rosario se le apareció a Gabina Romero, que transmitió órdenes 

al párroco del Puruarán, Nabor Cárdenas Mejorada, para que creara una comunidad “protegida por la divinidad”. 

Quien se autodenominó Papá Nabor, “gobernó” la pequeña comunidad donde impuso un estricto código que impide a los adoradores de la Virgen del Rosario 

realizar actividades como ver televisión, leer la prensa y jugar futbol, o en el caso de los hombres, dejarse crecer el cabello. Esto causó que fuera excomulgado por 

la Iglesia católica, que no reconoció su movimiento religioso. Actualmente funcionan bajo sus propias leyes y normas. CNN, Septiembre 2012. 
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2.4 Igualdad de género, raza y etnia 

2.5 Política económica,  fiscal y tributaria hacia lograr igualdad entre mujeres y hombres 

2.6. Acceso igualitario a la propiedad de la tierra y reforma agraria en relación a mujeres rurales 
indígenas, afro descendientes y demás grupos minoritarios 

2.7 Acceso de las mujeres a una vivienda digna 

2.8 Derechos de las mujeres migrantes 

Belice 

No tiene un apartado específico de Mujeres migrantes. 

Guatemala 

No tiene un apartado específico de Mujeres migrantes. 

Honduras 

La Dirección General de Migración y Extranjería www.migracion.gob.hn  donde se ofrece información 
sobre asuntos migratorios incluyendo el respeto y reconocimiento de derecho de las mujeres migrantes. 

El Salvador 

El Centro de Atención Integral para Migrantes: La atención y resguardo de extranjeros que se 
encuentren en situación irregular en El Salvador está a cargo del Departamento de Atención al Migrante, 
que de acuerdo al Organigrama Institucional aprobado el 07 de febrero de 2012, depende de la Dirección de 
Servicios y Registros Migratorios  de la Dirección General de Migración y Extranjería. Se estipula el enfoque 
respecto a la mujer en condiciones de migrante. 

Nicaragua 

Proyecto Binacional Costa Rica- Nicaragua 

Proyecto “Promoción de la Salud Sexual y Reproductiva (SSR), incluida la prevención del VIH y la violencia 
en género, en poblaciones migrantes, particularmente mujeres y jóvenes” 

Estas iniciativas se agrupan en cuatro ejes prioritarios: 

1. Apoyo al Plan sub-regional andino de Prevención de embarazo adolescente; 

2. Migración Internacional y Desarrollo, con enfoque de Género y generacional; 

3. Campaña Reducción de Muertes Maternas con Salud Sexual y Reproductiva intercultural y basada en 
derechos; y 

4. Reducción de la Violencia de Género. En el marco del eje 2, las actividades han estado dedicadas 
principalmente a fortalecer alianzas de carácter binacional entre algunos países de la región 
(Nicaragua/Costa Rica; Guatemala/México; Costa Colombia/Ecuador; Argentina/Bolivia y Haití/República 
Dominicana) para la promoción de los derechos humanos (incluidos los Derechos Reproductivos) de los/las 
migrantes y la salud sexual y reproductiva de jóvenes y mujeres migrantes, así como fortalecer las 
capacidades de las instituciones en la abogacía de los asuntos migratorios en la formulación de las políticas 
públicas en la región. 

En ese contexto, se formula y aprueba el proyecto denominado “Promoción de la SSR, incluida la 
prevención del VIH y la violencia en género en poblaciones migrantes, particularmente mujeres y jóvenes”, 
que se ha venido ejecutando en los años 2008, 2009 y 2010 y que este año se encuentra igualmente en 
ejecución, por parte de las oficinas de UNFPA de Nicaragua y Costa Rica 

Las áreas de ejecución son: 

1. Sistematización y diseminación de buenas prácticas sobre la SSR de los migrantes. 

2. Fortalecimiento de instituciones y redes nacionales que abogan el derecho de las personas migrantes a la 
salud. 

3. Incremento en la oferta servicios de salud para personas migrantes. 

4. Actividades de Coordinación. 

Costa Rica 

Proyecto Binacional Costa Rica- Nicaragua 
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Proyecto “Promoción de la Salud Sexual y Reproductiva (SSR), incluida la prevención del VIH y la violencia 
en género, en poblaciones migrantes, particularmente mujeres y jóvenes” 

Estas iniciativas se agrupan en cuatro ejes prioritarios: 

1. Apoyo al Plan sub-regional andino de Prevención de embarazo adolescente; 

2. Migración Internacional y Desarrollo, con enfoque de Género y generacional; 

3. Campaña Reducción de Muertes Maternas con Salud Sexual y Reproductiva intercultural y basada en 
derechos; y 

4. Reducción de la Violencia de Género. En el marco del eje 2, las actividades han estado dedicadas 
principalmente a fortalecer alianzas de carácter binacional entre algunos países de la región 
(Nicaragua/Costa Rica; Guatemala/México; Costa Colombia/Ecuador; Argentina/Bolivia y Haití/República 
Dominicana) para la promoción de los derechos humanos (incluidos los Derechos Reproductivos) de los/las 
migrantes y la salud sexual y reproductiva de jóvenes y mujeres migrantes, así como fortalecer las 
capacidades de las instituciones en la abogacía de los asuntos migratorios en la formulación de las políticas 
públicas en la región. 

En ese contexto, se formula y aprueba el proyecto denominado “Promoción de la SSR, incluida la 
prevención del VIH y la violencia en género en poblaciones migrantes, particularmente mujeres y jóvenes”, 
que se ha venido ejecutando en los años 2008, 2009 y 2010 y que este año se encuentra igualmente en 
ejecución, por parte de las oficinas de UNFPA de Nicaragua y Costa Rica 

Las áreas de ejecución son: 

1. Sistematización y diseminación de buenas prácticas sobre la SSR de los migrantes. 

2. Fortalecimiento de instituciones y redes nacionales que abogan el derecho de las personas migrantes a la 
salud. 

3. Incremento en la oferta servicios de salud para personas migrantes. 

4. Actividades de Coordinación. 

 

Campaña 1+1 Hacemos Costa Rica 

La Campaña 1+1 Hacemos Costa Rica, es una campaña de sensibilización para usuario/as y 
funcionarios/as de la Dirección General de Migración y Extranjería (DGME), en relación a los aportes 
positivos de las personas migrantes que viven en Costa Rica. 

Sensibilizar a las personas usuarias y funcionarias/os de la DGME en relación a los aportes positivos de las 
personas migrantes en Costa Rica, fortaleciendo la política de integración de la Dirección de Integración y 
Desarrollo Humano, DIDH. 

 

Panamá 

No encontré algún espacio específico respecto a la migración y la mujer.  

México 

Programa Frontera Sur y Grupo Beta ambos del Instituto Nacional de Migración tienen como objetivo el 
garantizar y proteger a las personas en tránsito en su estancia en el país y que a su ves se les pueda 
considerar en riesgo; garantizan el adecuado tratamiento en cuestiones de derechos humanos y su trabajo 
está situado en zonas de flujo de personas en tránsito. 

 

 

3. Participación de  las mujeres en los procesos de toma de decisiones y en las esferas de poder 

3.1 Participación de mujeres en  las funciones de estado 

Con base en los datos que proporciona el Observatorio de Igualdad de Género de Latinoamérica y el 
Caribe,

10
 respecto al porcentaje de mujeres que participan en el Estado, en el año 2012, el panorama es el 

siguiente:  

                                                           
10 http://www.cepal.org/oig/ws/getRegionalIndicator.asp?page=05&language=spanish Revisado el 02 de octubre de 2013. 

http://www.cepal.org/oig/ws/getRegionalIndicator.asp?page=05&language=spanish
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En México,  un 36% participa en el parlamento, un 16,7% lo hace en el Ejecutivo y un 18% lo hace en el 
Máximo Tribunal o en la Suprema Corte.  

 

En Belice, el 13,3% de las mujeres participa en el parlamento, un 7,1% en el Ejecutivo y un 29 % en el 
poder judicial. 

 

En Costa Rica, un 38,6% de las mujeres tiene participación en el parlamento, el 35,7% en el poder ejecutivo, 
y un 35% en el Máximo Tribunal.  

 

En El Salvador, el 26,2% de las mujeres participa en el parlamento, el 13,6% en el ejecutivo, y un 33% en el 
Máximo Tribunal. 

 

En Guatemala,  el 13,3% de las mujeres participa en el parlamento, un 18,8% en el ejecutivo, y un 8% en el 
Tribunal de Justicia. 

 

En Honduras, el 19,5% de las mujeres participa en el parlamento, el 16,7% en el ejecutivo y un 20% en el 
máximo tribunal o suprema corte. 

 

En Nicaragua, el 40,2% de las mujeres tiene participación en el parlamento. En el Ejecutivo, un 55,6% y en 
el Poder Judicial, un 20% de las mujeres. 

 

Por último, en Panamá, el 8,5% de las mujeres participa en el parlamento, el 21,4% en el poder ejecutivo y 
no existe participación de las mujeres en el Máximo Tribunal. 

 

3.2 Medidas para fomentar la participación de las mujeres en espacios de poder político, público e 
instituciones privado 

 

Existen leyes de cuotas en todos los países de Centroamérica, se han hecho desde 1996, salvo El Salvador 
como Nicaragua la ser partidos únicos en el gobierno no los contemplan, las leyes son de la siguiente 
manera. México 60-40,  Costa Rica 65-35, Honduras, Nicaragua y Panamá 70-30, LA experiencia como se 
muestra en los resultados actuales al 2012 refleja que el reconocimiento formal de las cuotas no se traduce 
necesariamente en una traducción similar de escaños 

 

En México La reforma electoral de 2008-2009 impulsó dos importantes avances en materia de los 
derechos políticos y electorales de las mujeres: el establecimiento del 2 por ciento para la capacitación, 
promoción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres; y el aumento de la cuota de género para el 
registro de candidaturas federales del 30 al 40 por ciento. Sin embargo en la práctica estas dos 
trascendentales reformas devinieron en una serie de  subterfugios contables en la aplicación del 
presupuesto destinado a la formación de liderazgos femeninos a rubros como gastos administrativos, 
viáticos,  apoyo secretarial de directivos partidistas o materiales de limpieza. Mientras que la cuota de 
género se vio ensombrecida por las renuncias pactadas de  mujeres que habían conquistado espacios 
legislativos gracias a la nueva normatividad, pero que los entregaban a sus suplentes varones antes del 
inicio de  los  trabajos parlamentarios. En los últimos tres años destaca para México la Iniciativa SUMA en 
donde convergen organizaciones de la sociedad civil, Instituto Nacional de las Mujeres, ONU Mujeres y en 
algunos aspectos el Instituto Federal Electoral, esta iniciativa a aportada capacitación a mujeres políticas. 

 

4. Violencia contra las mujeres 

El Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo CIPD (Cairo, 1994); el 
Programa de Acción de la Conferencia Mundial de la Mujer (Beijing, 1995); los Objetivos de Desarrollo del 
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Milenio, ODM (2000) y la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación en contra 
de las Mujeres, CEDAW (1979) tienen como prerrequisito para el logro de los compromisos internacionales 
la erradicación de la violencia sexual.    La trata de personas con fines de explotación sexual, por sus 
mismas características, obstaculiza el acceso a recursos e información de salud sexual y reproductiva para 
la víctima.  

La violencia sexual, en sus diferentes manifestaciones, está determinada por las normas socioculturales 
prevalecientes sobre los roles de género. La trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual es una 
violación sistemática de sus derechos humanos, una barrera al desarrollo económico y social de las mujeres 
y una prioridad de salud pública.    La trata de personas violenta el ejercicio pleno de los derechos sexuales 
y reproductivos de las mujeres y las niñas. 

 

Se asocia con: 

 Violaciones y otros actos de violencia sexual 

 Embarazos adolescentes 

 Embarazos no deseados/planeados 

 Resultados adversos del embarazo, como bajo peso en el/la recién nacido (a), parto prematuro, abortos 
forzados y/o inseguros y pérdida fetal 

 Infecciones de transmisión sexual (ITS), incluyendo el VIH/SIDA 

Y vulnera los derechos a: 

• La información 

• La provisión de métodos de planificación familiar 

• Tomar decisiones sobre su propio cuerpo 

• La atención de la madre gestante 

• La prevención del embarazo adolescente 

• La atención ginecológica segura y de calidad 

• La libertad 

• Una vida libre de violencia 

 

Aunque Belice ha conseguido en los últimos años un crecimiento económico, su progreso oculta profundas 
desigualdades económicas. Los servicios sociales para las mujeres, niñas y niños, ya de por sí 
peligrosamente escasos, deberán hacer frente a más recortes mientras el Gobierno aborda una abrumadora 
deuda nacional, que en estos momentos iguala al 100% del producto interno bruto.

11
 

 La mayoría de hogares rurales carecen de saneamiento adecuado. 

 Un niño de cada cinco sufre problemas de crecimiento a causa de la desnutrición. Entre los 
muchachos, esta cifra es más del doble en algunas comunidades mayas.  

 Belice tiene la frecuencia más alta del VIH/SIDA de América Central. Muchas personas evitan 
hacerse las pruebas porque, por regla general, se les rechaza y margina cuando se les diagnostica 
el virus. Las niñas y las mujeres jóvenes son especialmente vulnerables a esta enfermedad.  

 Otros problemas incluyen un índice elevado de delitos y violencia, trata de seres humanos y 
violencia doméstica.  

 La inscripción de los nacimientos no es una práctica habitual. 

 La matriculación en escuelas primarias está por encima del 95%, pero las tasas de abandono, de 
repetición de curso y de fracaso escolar siguen siendo altas. Sólo una cuarta parte de las niñas y 
niños pobres continúan sus estudios en la escuela secundaria.  

Desde 1994 y como respuesta a las Convenciónes de la CEDAW y Belem Do Pará en Costa Rica se 
elaboró el Plan Nacional de Atención y Prevención a la Violencia Intrafamiliar PLANOVI como política 
pública para enfrentar esta problemática. Con base en éste, en 1996 se elaboró la Ley contra la Violencia 

                                                           
11 http://www.unicef.org/spanish/infobycountry/belize_1166.html 
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Doméstica, instituyéndose un año despues, en el marco del PLANOVI, EL Sistema Nacional para la 
Atención y la Prevención de la Violenia Familiar. Dicho Sistema es responsable de la elaboración y 
seguimiento de la pollítica pública en amteria de violencia através de su Comisión de Seguimiento.  

Por otro lado  en el 2007 se promulgó la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres que tiene 
como objetivo ”proteger los derechos de las víctimas de violencia y sancionar las formas de violencia física, 
psicológica, sexual y patrimonial contra las mujeres mayores de edad como práctica discriminatoria por 
razón de género”, estableciendo delitos y penas correspondientes. De la misma forma en el 2008 se aprobó 
la Ley de Creación del Sistema Nacional para la Atención y prevención de la Violencia contra la Mujeres y la 
Violencia Familiar. Para el 2010 se actualizó el PLANOVI, pasando a llamarse nombre  Plan de Acción 
llamado Plan Nacional de Atención y Prevención de la Violencia contra las Mujeres en las Relaciones de 
Pareja y Familiares como por Hostigamiento Sexual y Violación, PLANOVI-Mujer e incorporándose tres 
componentes rectores en su accionar: Político Institucional, Promoción y Prevención; y Atención. 

Finalmente durante el mes de junio se anunció la implementación del proyecto denominado B.A. 1 
“Prevención de la violencia contra las mujeres en Centroamérica”, es presentado por la Secretaría General 
del Sistema de Integración Centroamericana (SG-SICA)  y financiado por el Reino de los Países Bajos y 
Finlandia.   

 

En Honduras, la violencia contra las mujeres ha alcanzado niveles de epidemia, según mediciones de la 
Organización Panamericana de la Salud (OPS) debido a la cantidad de mujeres que son asesinadas 
diariamente en el país centroamericano. El incremento de la violencia y la inseguridad, a nivel nacional y 
regional, coloca a Honduras entre los países con mayores índices de violencia y percepción de inseguridad. 
Según datos del Observatorio de Violencia, durante el 2008 en Honduras hubo 1,408 casos de delitos 
sexuales, 83% de los cuales fueron cometidos contra niñas y mujeres jóvenes; en el mismo período se 
registraron 870 mujeres agredidas por su condición de género.  

 

La criminalidad y la violencia en Honduras son consecuencia de un conjunto de factores interrelacionados 
entre sí y que se refuerzan mutuamente: las inequidades de género, sociales y económicas; la falta de 
oportunidades para los y las jóvenes, así como una cultura que valida a la violencia como forma de resolver 
conflictos en todos los niveles de la vida social; la disponibilidad de gran cantidad de armas en la población, 
con leyes permisivas de la tenencia y portación. De otra parte, existe una desarticulación de los organismos 
encargados del control del crimen, incluyendo la Policía, el Ministerio Público y el Poder Judicial, lo que 
conlleva altos niveles de impunidad. A este panorama hay que añadir la magnitud del fenómeno del 
narcotráfico que, frente al tamaño de la economía de Honduras, tendrá un mayor impacto que en otros 
países, lo que generará una situación que desborde las capacidades actuales del Estado.  

 

Luego de que el Estado Salvadoreño hiciera una revisión de plataformas de organizaciones de mujeres, de 
sus demandas, de la creciente situación de violencia de género, de los compromisos internacionales y de 
las principales recomendaciones de los mecanismos internacionales de seguimiento es que se identificaron 
los siguientes temas o nudos críticos:  

 

1. Discriminación explícita e implícita en el acceso a recursos para la integración justa al ámbito productivo: 
empleo, activos, desarrollo productivo, presupuesto público. 

2. Alta incidencia de la violencia contra las mujeres en todas sus manifestaciones, en los ámbitos público y 
privado. 

3. Persistencia del sexismo en la educación en todos los niveles, el cual se expresa en el analfabetismo, la 
deserción escolar, y la segregación en carreras técnicas y universitarias entre las mujeres. 

4. Déficit en la prevención y atención en salud sexual y salud reproductiva, el cual tiene como efectos el 
embarazo adolescente y la morbilidad y mortalidad femenina por causas prevenibles. 

5. Tensiones entre el trabajo productivo y el reproductivo. 

6. Persistencia de las dificultades para el pleno ejercicio de los derechos políticos y ciudadanos de las 
mujeres. 

 

Los anteriores temas representan la guía que dirige las actuales políticas e instrumentos jurídicos en contra 
de la violencia hacia la mujer. 
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La República de Panamá cuenta con más de cinco leyes con miras a una contrucción equitativa entre 
hombres y mujeres. Entre los que se encuentran leyes sobre uso del lenguaje con perspectiva de género en 
libros de texto, violencia, igualdad entre hombres y mujeres, la posiblidad de la mujer de adoptar o no el 
apellido de su esposo, etc. Pero la mayoría de esas leyes son anteriores al 2002 y no cuentan con 
actualizaciones. 

Por otro lado es la ley 71 Que crea el Instituto Nacional de la Mujer, decretada en diciembre del 2008
12

 y la 
Ley 355 Contra la trata de personas y actividades conexas promulgada en diciembre del 2011, las de más 
recientes creación. 

 

4.1 Medidas de prevención, protección y atención 

México 

La violencia contra la mujer es compleja y diversa en sus manifestaciones, su prevención y eliminación 
obliga a los Estados, a las Naciones Unidas y a todas/os los interesados directos a adoptar medidas amplias 
y sistemáticas, aunque sigue siendo poca la información que permita evaluar las medidas adoptadas para 
combatir la violencia contra la mujer y determinar sus consecuencias. 

 

Belice 

Recién en Belice se emitió La Política Nacional de Género Revisada (2013)
13

 para la realización de un 
nuevo orden social. Es el producto de un proceso gradual en Belice donde se han hecho continuos 
esfuerzos nacionales en este sentido, al parecer, con la integración de pocas personas y organizaciones 
civiles. Los conceptos de género, la igualdad y la equidad son sus puntos de referencia. La iglesia ha sido 
excluida de las deliberaciones, y se especifica que se da prioridad a los derechos humanos y la igualdad. 
Los principios del nuevo orden social pretenden ser transmitidos a través de una educación rigurosa en 
"todos los niveles" de la sociedad en la escuela, el trabajo, el hogar, la sociedad.  

 

La política está destinada a "servir de base para la transformación de las relaciones de género dentro de la 
familia y la comunidad y en todos los niveles de las instituciones públicas y privadas". Además se pretende 
sirva de base para establecer un marco legal que apoya y facilita el logro de la igualdad y equidad de 
género" y empuje es la creación una ley contra la discriminación que incluye la eliminación de todas las 
formas de discriminación de género.  

 

Costa Rica 

Actualmente el  PLANOVI-Mujer, ha adquirido la responsabilidad institucional de concertar respuestas 
simultáneas, coherentes y articuladas,  a nivel interinstitucional e intersectorial en atención y prevención de 
la violencia.  

 

A través del PLANOVI la atención se coordina mediante el Sistema Nacional para la Atención y Prevención 
de la Violencia Intrafamiliar, creado de acuerdo a la Ley contra la Violencia Doméstica, donde mediante el 
funcionamiento de redes locales se tiene entre otros objetivos, articular esfuerzos para atender y prevenir la 
Violencia, desarrollar y adecuar estrategias de atención integral y el desarrollo de estrategias para el bordaje 
y el tratamiento agresores. En este sentido, con base en el artículo 16 de la Ley de Penalización de la 
Violencia contra las Mujeres se implementa, a través del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), un Sistema 
de Acreditación que permita a las instituciones públicas y organizaciones civiles  desarrollar programas de 
atención para ofensores, gestionar su acreditación, con base en la Ley de Calidad y ajustándose a las 
normas ISO 9000, ISO 19000 e  ISO 10013 entre otras 

En lo referente a la protección de víctimas, si bien la Ley contra la Violencia Doméstica creada en 1996 y 
reformada en marzo del 2012 refiere una serie de 15 medidas de protección a la víctima de violencia vigente 
hasta en un plazo de un año, éstas solo se aplican en caso de mujeres casadas o que vivan en unión de 

                                                           
12 http://www.utp.ac.pa/documentos/2010/pdf/ley_71__de_23_de_diciembre_2008_Instituto_de_la_Mujer.pdf 
13http://d02044893.brinkster.net/belizecan/PDF/Poliza_De_Genero/Hoja%20informativa%20sobre%20la%20Pol%C3
%ADtica%20Nacional%20de%20G%C3%A9nero%20Revisado%202013.pdf 

http://www.utp.ac.pa/documentos/2010/pdf/ley_71__de_23_de_diciembre_2008_Instituto_de_la_Mujer.pdf
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hecho, declara o no. De igual forma el incumplimiento de dichas medidas es grande, considerando que es el 
principal delito por el que los agresores son remitidos.

14
 

 

El Salvador 

El programa de  Saneamiento de las Relaciones familiares implementado desde 1997 y ahora renombrado 
desde 2009 como Programa Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres engloba la defensa 
integral de las mujeres desde una visión holística de enfoque de derecho y enfoque de género, junto con la 
Política Nacional de la Mujer actualizada en  2011  que se desprende de la Ley especial integral para una 
vida libre de violencia para las mujeres 2010 y modificaciones en 2012, contienen los objetivos y líneas de 
acción para el tratamiento sistemático y coordinado de la violencia de género, con el concurso de todas las 
instituciones gubernamentales y de la sociedad civil involucrada en dicha problemática, que afecta a miles 
de personas, principalmente mujeres y niñas.  

 

Estos mecanismos tienen por objetivo que el aparato estatal salvadoreño cuente con mecanismos de 
prevención, atención, protección y restitución que permitan que las mujeres ejerzan el derecho a una vida 
libre de todo tipo de violencias en los espacios públicos y privados 

 

 

Guatemala 

Como medidas de prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer en Guatemala se 
decretó desde 1996 la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar la cual refleja las 
obligaciones de Guatemala en el marco de la Convención de Belém do Pará y otros instrumentos 
pertinentes del Sistemas Interamericano y del de las Naciones Unidas.   

En 2000 y 2001 este marco legal fue complementado por la adopción de reglamentos de aplicación de la ley 
y la creación del Órgano de Coordinación de la Prevención, el Castigo y la Erradicación de la Violencia 
Familiar y la Violencia contra la Mujer (CONAPREVI), encargado de la coordinación interinstitucional en esta 
esfera; así como la creación de la Secretaría Presidencial de la Mujer (SEPREM) la cual tiene como misión 
asesorar y apoyar al poder ejecutivo en los planes, programas y proyectos para la promoción de las políticas 
inherentes al desarrollo integral de la mujer. 

 

En este mismo sentido se han creado el Foro Nacional de la Mujer, FNM (2002) y la Defensoría de la Mujer 
Indígena, DEMI (2007). 

Es de particular relevancia destacar que como resultado de las negociaciones entre la Unidad 
Revolucionaria Nacional Guatemalteca y el gobierno de Guatemala para alcanzar una paz firme y duradera 
en el Acuerdo para el Reasentamiento de las Poblaciones Desarraigadas por el Enfrentamiento Armado 
(1994) se establece dentro de las garantías para el reasentamiento de la población hacer particular énfasis 
en la protección de las familias encabezas por mujeres y eliminar cualquier forma de discriminación contra la 
mujer en cuanto al acceso a la tierra, a la vivienda, a créditos y a participar en los proyectos de desarrollo. 
Asimismo se establece en relación con las mujeres indígenas, promover una legislación que tipifique el 
acoso sexual como delito y considere como un agravante en la definición de la sanción de los delitos 
sexuales el que haya sido cometido contra una mujer indígena. 

 

Todos estos mecanismos institucionales para el avance de la mujer en Guatemala, conformados por la 
Secretaría Presidencial de la Mujer -SEPREM-, la Defensoría de la Mujer Indígena -DEMI-, el Foro Nacional 
de la Mujer -FNM- y la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y contra la 
Mujer -CONAPREVI-, hacen constar que a partir del año 2008, en el marco de un proceso participativo, de 
consenso y por iniciativa tanto de las organizaciones de mujeres de la sociedad civil como de dichos 
mecanismos, se hizo necesaria la elaboración del Plan de Equidad de Oportunidades -PEO- de la Política 
Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las Mujeres -PNPDIM- 2008-2023, en el cual se subdivide el 
eje de Erradicación de la Violencia, la Discriminación y el Racismo contra las Mujeres, en dos quedando: eje 
de Erradicación de la Violencia contra las Mujeres y eje de Racismo y Discriminación contra las Mujeres; así 
como la inclusión del eje de Equidad e Identidad en el Desarrollo Cultural, respondiendo de esta forma a las 
demandas de las mujeres mayas, garífunas, xinkas y mestizas. 

                                                           
14 http://www.nacion.com/archivo/Proteccion-efectiva-mujeres-victimas-violencia_0_1267473394.html 

http://www.nacion.com/archivo/Proteccion-efectiva-mujeres-victimas-violencia_0_1267473394.html
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Honduras 

El Instituto Nacional de la Mujer, como la institución del Estado responsable de la rectoría de las Políticas 
Públicas de Género, presenta la Política Nacional de la Mujer y el II Plan de Igualdad y Equidad de Género 
de Honduras 2010- 2022 (II PIEGH)

15
, que contiene las principales necesidades y demandas de las mujeres 

como titulares de derechos, para reforzar los logros y avanzar en forma sostenida hacia la igualdad plena 
entre hombres y mujeres.  

 

La formulación y validación de este Plan fue producto de un proceso de consulta nacional con 
representantes de los diferentes poderes del Estado, Gobiernos Municipales, Movimiento de Mujeres y 
Sociedad Civil, con el apoyo financiero y acompañamiento de agencias y organismos de Cooperación 
Internacional.  

 

La implementación de este Plan, no se ha logrado, la situación político social del país ha sido mínima. Esto 
solo se logrará si el Estado impulsa las políticas y objetivos estratégicos, el mismo debe ser asumido por 
todos los actores involucrados, manifestando voluntad política para la asignación de recursos y la aplicación 
de instrumentos legales y mecanismos adecuados para su operativización.  

 

 

Nicaragua 

Por un lado la Ley de Igualdad de Derechos y Oportunidades ordena, en su artículo 25, al Ministerio de 
Salud   aplicar  en todo diseño ejecución y evaluación de políticas, planes, programas y proyectos, 
“desarrollar programas de detección, prevención y atención de la violencia física, psíquica y sexual contra 
las mujeres y la familia. De la misma forma en su artículo 27 menciona que todas las instituciones estatales 
deben diseñar, ejecutar, evaluar políticas, planes, programas y proyectos en lo que se deben contemplar el 
desarrollo de “métodos y técnicas de aprendizaje de prevención contra todo tipo de violencia hacia las 
mujeres.” Igualmente es atribución del Instituto Nicaragüense de la Mujer ejecutar, monitorear y evaluar el 
Plan Nacional de Lucha contra la violencia intrafamiliar y sexual a la mujer, niñas, niños y adolescentes 
como parte de las acciones de promoción de los derechos de las mujeres. 

 

Una de las instancias que realiza acciones directas sobre Violencia hacia la mujer son las Comisarias de la 
Mujer y la Niñez pertenecientes a la Policía Nacional. Estas realizan actividades de atención, investigación y 
prevención en los temas de violencia familiar y sexual, así como se realizan actividades de prevención de la 
violencia. Se cuentan con 27 comisarías en todo el territorio nicaragüense. 

 

Es importante señalar que la ley fue reformada en septiembre de éste año, causando  un fuerte rechazo al 
contemplar la mediación entre victima y agresor en casos de lesiones leves  o en el caso de violencia 
psicológica, patrimonial, económica, laboral y violencia en el ejercicio de la función pública, entre otros y 
siempre que la víctima así lo decida y el agresor no haya cometido delitos de violencia intrafamiliar 
anteriormente. Dicha ley fue aprobada con carácter de “urgente” por la Corte Suprema de Justicia, fue 
aprobada con el voto favorable de 83 diputados y rechazada por 4.  

 

 

Panamá 

Se contemplan dentro de la Ley 38 que reforma y adiciona al Código penal y judicial sobre violencia 
doméstica y maltrato al niño, niña y adolescente medidas de protección dedicándoles incluso dos capítulos. 
Igual el caso de atención.  En el caso de la prevención designa al Ministerio de salud como responsable del 
mismo. Dicha Ley fue realizada en el 2001 y no ha sido actualizada. 

                                                           
15 http://www.sefin.gob.hn/wp-content/docs/UG/Menu/Marco%20legal/II%20PIEGH.pdf 
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El Instituto Nacional de la Mujer organiza a  24 Redes Locales Contra la Violencia Doméstica donde se 
ofrecen servicios de prevención y atención. Por otro lado promueve una cultura de la no violencia, la no 
discriminación contra las mujeres y la equidad de género para el fortalecimiento de la democracia. 

 

Centro de Orientación y Atención Integral (COAI) de pendientes del Ministerio de Desarrollo (de quién 
depende también el instituto de la Mujer) quien atiende a víctimas de violencia intrafamiliar, entre otras 
poblaciones a través de una ventanilla única.  

No se cuenta con políticas públicas actualizadas en este rubro, por lo que tanto el gobierno como sociedad 
civil consideran que existe una indefensión jurídica y por lo tanto social y laboral. 

 

4.2  Legislación Vigente 

4.2.1 Ley contra la Violencia 

México 

México estableció formalmente un marco legal sobre los derechos de las mujeres desde el año 2007, en 
particular, para garantizar el derecho a una vida libre de violencia y discriminación de las mujeres mediante 
la aprobación de la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), la cual, 
entre otras, buscaba enfrentar la grave situación de violencia en contra de las mujeres en México. 

El objetivo de ésta Ley es establecer la coordinación entre los tres órdenes de gobierno para prevenir, 
atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. Ordena a los diferentes niveles de gobierno a 
tipificar adecuadamente todas las formas de violencia contra la mujer y actuar con la debida diligencia en la 
prevención, sanción y enjuiciamiento de los responsables, así como en brindar una reparación adecuada a 
las víctimas de conformidad con los tratados internacionales ratificados por México. De igual manera, 
establece el deber del Estado de garantizar la seguridad e integridad de las víctimas mediante el 
otorgamiento de órdenes de protección y la intervención policial y judicial inmediatas, en casos de violencia 
familiar y/o de violación. 

 

Sin embargo, los mecanismos de protección a mujeres reconocidos en la LGAMVLV no funcionan 
adecuadamente. La Declaratoria de Alerta de Género a la fecha se solicitó en Guanajuato, Estado de 
México, Nuevo León e Hidalgo, negando la emisión debido a que la estructura legal de este mecanismo y 
acreditación de las pruebas hace imposible su emisión, aun cuando existen recursos para la misma. Así 
como las Órdenes de Protección

i
 son deficientes e inaplicables primordialmente al exigirle a la mujer víctima 

de violencia doméstica denuncie penalmente al agresor para obtener protección por tan sólo 72 horas, 
poniéndola en un mayor estado de riesgo o vulnerabilidad.  

 

En el periodo de 2008 hasta 2011, se otorgaron 19 millones de pesos para el Fondo Nacional para la 
Declaración de la Alerta de Violencia de Género, pero únicamente ejercieron 1.3 millones de pesos, el 
6.84%, lo cual generó que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para 2012 y 2013 no se 
observen recursos etiquetados para la AVG. 
http://www.apartados.hacienda.gob.mx/presupuesto/temas/pef/2013/temas/tomos/04/r04_afpe.pdf 

 

En el ámbito judicial, de 240 sentencias analizadas tan solo 1.6% están sustentadas en Leyes de Acceso a 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, y únicamente 7.5%  refieren algún convenio internacional de 
derechos humanos.(Fuente: Sentencias de México en el Observatorio de Sentencias Judiciales de la 
Articulación Regional Feminista, disponible en: 
http://www.articulacionfeminista.org/a2/index.cfm?aplicacion=app003&cnl=41&opc=9 

 

 

Belice 

Como instrumentos jurídicos
16

 para combatir la violencia hacia la mujer Belice cuanta con la: 

 

                                                           
16 http://www.eclac.org/publicaciones/xml/1/10631/lcl1744e.pdf 

http://www.apartados.hacienda.gob.mx/presupuesto/temas/pef/2013/temas/tomos/04/r04_afpe.pdf
http://www.articulacionfeminista.org/a2/index.cfm?aplicacion=app003&cnl=41&opc=9
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-Ley sobre Delitos Sexuales y Violencia Doméstica, 1991 y;  

-Ley de Violencia Doméstica,1992. 

 

Costa Rica 

Con respecto a la Violencia contra las Mujeres en Costa Rica se crearon o actualizaron las siguientes leyes 
en los últimos cinco años: 

 

Ley contra la Violencia Doméstica. Esta ley fue promulgada en 1996, pero reformada en el 2012. Contempla 
en especial la regulación de las medidas de protección hacia las víctimas de Violencia Doméstica, su 
duración, cese, competencia y comparecencia. Define a la Violencia sexual como “una acción que obliga a 
una persona a mantener contacto sexualizado, físico o verbal, o a participar en otras interacciones sexuales, 
mediante el uso de la fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza o cualquier 
otro mecanismo que anule o limite la voluntad personal. Igualmente, se considerará violencia sexual el 
hecho de que la persona agresora obligue a la agredida a realizar alguno de estos actos con terceras 
personas.

17
  

 

Ley 8.688 de creación del Sistema Nacional para la Atención y  Prevención de la Violencia contra las 
Mujeres y la Violencia Intrafamiliar. Constituye este sistema como instancia de deliberación, concertación, 
coordinación y evaluación entre el Instituto Nacional de las Mujeres, los Ministerios, las instituciones 
descentralizadas del estado y las organizaciones relacionadas con la materia. Otorga el control del Sistema 
al Instituto Nacional de las Mujeres

18
 

 

El Salvador 

En torno a las leyes contra la violencia, en El Salvador existen los siguientes instrumentos: 

 

-Ley contra la violencia  intrafamiliar emitida en 1996 y modificada en 2011; 

 

-Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres. Fue aprobada el 17 de 
marzo de 2011 y entró en vigencia el 16 de abril de 2011. Esta ley reconoce la necesidad de erradicar la 
desigualdad entre mujeres y hombres y eliminar la discriminación contra las mujeres en todos los ámbitos 
de la vida social, económica y política, para lo cual ordena al Estado la implementación de mecanismos para 
la igualdad y la sanción de acciones y actitudes discriminatorias; y la 

 

-Ley especial integral para una vida libre de violencia para las mujeres 2010 y modificaciones en 2012.
19

  La 
cual representa el logro más importante como ya que recoge el espíritu, la definición y características de la 
Convención Interamericana Belém Do Pará. 

 

Guatemala 

A continuación se enlistan las leyes vigentes hasta el momento en materia de prevención, sanción y 
erradicación de la violencia contra la mujer en Guatemala: 

Ley Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar, 1996;  

Ley de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer, 1999; 

Ley de Desarrollo Social, 2001; 

                                                           
17 http://www.gaceta.go.cr/pub/2011/03/02/COMP_02_03_2011.pdf 
18 
http://www.pgr.go.cr/scij/scripts/TextoCompleto.dll?Texto&nNorma=64597&nVersion=&nTamanoLetra=10&strWeb
Normativa=http://www.pgr.go.cr/scij/&strODBC=DSN=SCIJ_NRM;UID=sa;PWD=scij;DATABASE=SCIJ_NRM;&strS
ervidor=\\pgr04&strUnidad=D:&strJavaScript=NO 
19

 http://www.asamblea.gob.sv/eparlamento/indice-legislativo/buscador-de-documentos-legislativos/ley-especial-integral-para-una-vida-
libre-de-violncia-para-las-mujeres 

http://www.gaceta.go.cr/pub/2011/03/02/COMP_02_03_2011.pdf
http://www.pgr.go.cr/scij/scripts/TextoCompleto.dll?Texto&nNorma=64597&nVersion=&nTamanoLetra=10&strWebNormativa=http://www.pgr.go.cr/scij/&strODBC=DSN=SCIJ_NRM;UID=sa;PWD=scij;DATABASE=SCIJ_NRM;&strServidor=//pgr04&strUnidad=D:&strJavaScript=NO
http://www.pgr.go.cr/scij/scripts/TextoCompleto.dll?Texto&nNorma=64597&nVersion=&nTamanoLetra=10&strWebNormativa=http://www.pgr.go.cr/scij/&strODBC=DSN=SCIJ_NRM;UID=sa;PWD=scij;DATABASE=SCIJ_NRM;&strServidor=//pgr04&strUnidad=D:&strJavaScript=NO
http://www.pgr.go.cr/scij/scripts/TextoCompleto.dll?Texto&nNorma=64597&nVersion=&nTamanoLetra=10&strWebNormativa=http://www.pgr.go.cr/scij/&strODBC=DSN=SCIJ_NRM;UID=sa;PWD=scij;DATABASE=SCIJ_NRM;&strServidor=//pgr04&strUnidad=D:&strJavaScript=NO
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Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer (2008) 

Ley Contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas (2009) 

 

 

Honduras 

Honduras tiene escasos instrumentos jurídicos para combatir la violencia contra la mujer, uno de ellos es la 
Ley de igualdad de oportunidades para la mujer, emitida en el año 2000 y Ley contra de violencia doméstica 
de 1997, reformada en 2005 y publicada en 2006. 

 

En esta última ley se tipifica la violencia sexual, definiéndola como toda conducta que entrañe amenaza 
o intimidación que afecte la integridad o la autodeterminación sexual de la mujer, siempre que dichas 
acciones no se encuentren tipificadas como delito en el Código Penal vigente y sus reformas. 

 

Nicaragua 

En  junio del año 2013 fue decretada la Ley Integral contra la Violencia hacia las Mujeres, las cuales reforma 
la Ley 641 del Código Penal

20
.  

La ley incorpora términos como misoginia, Violencia sexual, psicológica, patrimonial, física, laboral contra 
las mujeres y en el ejercicio de la función pública contra la mujer. Igualmente establece sanciones para 
delitos relacionado a estas violencias y acciones de prevención, atención, protección y sanción, así como 
medidas cautelares y el procedimiento para estas. Delega acciones a distintas instancias públicas y dispone 
políticas de prevención atención y protección contra la mujer, creando la Comisión nacional Interinstitucional 
de Lucha contra la Violencia hacia la Mujer.  

En las mencionadas reformas al Código penal se incluyen modificaciones a las sanciones por distintas 
lesiones, Explotación sexual, Trata de personas, Violencia familiar, propalación y omisiones, así como los 
reglamentos para las aplicaciones de las penas. 

Como se mencionó anteriormente, durante el mes anterior fue reformado el artículo 46 “Prohibición de la 
mediación” de la Ley incorporando un sistema de mediación que lo regule entre la víctima y su agresor en 
caso de lesiones leves y violencia psicológica, entre otros ya mencionados. 

 

Panamá 

Con respecto a Violencia Panamá no cuenta con instrumentos actualizados.  

Pese a eso se rige por los siguientes: 

Ley 9 por la cual se establece y regula la carrera administrativa (1994) Define el acoso sexual en el 
ámbito de la administración pública.

21
 

Ley 27 sobre los delitos de violencia intrafamiliar y el maltrato de menores (1995). Tipifica los delitos 
de violencia intrafamiliar y maltrato a menores. Ordena crear dependencias especializadas para las víctimas 
de dichos delitos y reforma y adiciona artículos al Código penal y Judicial, entre otras medidas.

22
 

Ley 38 que reforma y adiciona al Código penal y judicial sobre violencia doméstica y maltrato al niño, 
niña y adolescente (2001). Enmienda la ley sobre violencia doméstica y tipifica el acoso sexual como delito 
punible.

23
 

Ley 14 que sanciona el nuevo código penal (2001). Incorpora el aumento de penas de prisión para el 
delito de violencia doméstica y también aumenta la protección de las víctimas.

24
 

 

                                                           
20 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/SILEG/Iniciativas.nsf/0/8f45bac34395458c062578320075bde4/$FILE/Ley%20No.
%20779%20Ley%20Integral%20contra%20la%20Violencia.pdf 
21 http://www.cepal.org/oig/doc/Pana1994Ley9EstableceRegulaCarreraAdministrativa.pdf 
22 http://www.cepal.org/oig/doc/Pana1995Ley27deVIFMaltratoMenores.pdf 
23 http://www.cepal.org/oig/doc/PanaLey38ReformaAdicionaCodigoPenal.pdf 
24 http://www.cepal.org/oig/doc/Pana2007Ley14CodigoPenal.pdf 

http://legislacion.asamblea.gob.ni/SILEG/Iniciativas.nsf/0/8f45bac34395458c062578320075bde4/$FILE/Ley%20No.%20779%20Ley%20Integral%20contra%20la%20Violencia.pdf
http://legislacion.asamblea.gob.ni/SILEG/Iniciativas.nsf/0/8f45bac34395458c062578320075bde4/$FILE/Ley%20No.%20779%20Ley%20Integral%20contra%20la%20Violencia.pdf
http://www.cepal.org/oig/doc/Pana1994Ley9EstableceRegulaCarreraAdministrativa.pdf
http://www.cepal.org/oig/doc/Pana1995Ley27deVIFMaltratoMenores.pdf
http://www.cepal.org/oig/doc/PanaLey38ReformaAdicionaCodigoPenal.pdf
http://www.cepal.org/oig/doc/Pana2007Ley14CodigoPenal.pdf
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4.2.2 Reconocimiento del feminicidio 

México 

La Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), busca enfrentar la grave 
situación de violencia en contra de las mujeres en México, expresada en su forma más extrema, el feminicidio.  

 

Dicha Ley define al feminicidio como los asesinatos de mujeres que resultan de la violencia ejercida contra 
ellas en razón de su condición de género. Es decir, se trata de asesinatos violentos de mujeres guiados por la 
misoginia, la discriminación y el odio hacia este género, donde familiares o desconocidos realizan actos de 
extrema brutalidad sobre los cuerpos de las víctimas, en un contexto de permisividad por parte del Estado, 
quien, por acción u omisión, no cumple con su responsabilidad de garantizar la vida y la seguridad de las 
mujeres. 

 

Sin embargo, a más de cinco años de que la LGAMVLV entró en vigor, actualmente la implementación de 
ésta ley y la activación de los mecanismos de protección que contempla no garantizan la protección de la vida 
y la integridad de las mujeres en México. Así, lejos de combatir las causas que originan la violencia feminicida, 
en los últimos años los índices de feminicidios han aumentado alarmantemente y poco se ha hecho desde el 
Estado para por un lado evitar que se cometan tales crímenes y, por el otro, que se investiguen y sancionen 
de manera diligente. 

 

Cabe señalar que, al respecto, el Estado mexicano es totalmente omiso frente a esta grave situación en sus 
informes periódicos séptimo y octavo presentados ante este Comité. Así, en relación al tema de violencia 
feminicida e institucional, el Estado únicamente da cuenta de la incorporación de ambos conceptos en la 
LGAMVLV, así como la incorporación a algunas Secretarías de Estado de un supuesto enfoque de género en 
sus labores. Sin embargo, el Estado no da cuenta del incremento sostenido de la violencia feminicida a lo 
largo del país ni de las fallas institucionales para garantizar la protección de las mujeres frente a la violencia 
en su contra por su condición de género. 

 

México ha sido objeto en años recientes de múltiples recomendaciones internacionales y nacionales 
orientadas a la correcta tipificación del feminicidio en los Códigos Penales, tanto a nivel estatal como 
federal.11 La correcta tipificación del feminicidio representa un avance que permite la visibilización de esta 
problemática que, además, facilita el desarrollo de mecanismos de prevención y sanción en su contra.  

 

Si bien la LGAMVLV define la violencia feminicida en su artículo 21 como “la forma extrema de violencia de 
género contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos público y 
privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del 
Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres”, ésta no puede 
considerarse como una tipificación del feminicidio pues todo delito, para ser contemplado como tal, debe ser 
formar parte de los Códigos Penales de cada entidad. 

 

Es por ello que resulta de gran relevancia avanzar hacia una adecuada tipificación en todos los estados del 
delito de feminicidio, el cual esté de conformidad con la definición planteada por la LGAMVLV así como a los 
más altos estándares internacionales en la materia, principalmente la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) y la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem do Pará).  

 

No obstante, las definiciones que imperan actualmente en los distintos códigos penales, no permiten 
identificar claramente el homicidio de mujeres con las características planteadas por dichos instrumentos.

25
 

 

El Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio afirma que de 2007 a  junio de 2012, se registró 4.112 
feminicidios en tan sólo 13 estados

ii
, un gran porcentaje fueron cometidos por uso excesivo de la fuerza física 

                                                           
25 ONU Mujeres. “Feminicidio en México. Aproximación, tendencias y cambios, 1985-2009”. ONU Mujeres, INMujeres, 
Cámara de Diputados y COLMEX. México DF. Pp 22   
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como golpes, contusiones, heridas con armas punzocortantes o asfixia. La mayor problemática de este tipo 
de violencia contra las mujeres es la impunidad y la violencia institucional de las autoridades quienes no 
investigan o no cuentan con protocolos de investigación, pericial, policial y ministerial con perspectiva de 
género y derechos humanos. 

 

Pese al aumento sostenido de feminicidios a lo largo del país durante los últimos años y la mayoría 
permanecen en la impunidad.  

 

 

Porcentaje de mujeres asesinadas 

La revista digital mexicana: “TIEMPO REAL”
26

, publica recientemente que de acuerdo con los Resultados del 
Estudio Nacional sobre las Fuentes, Orígenes y Factores que Producen y Reproducen la Violencia Contra las 
Mujeres, en el Senado de la República, debido al “contexto de la crisis de inseguridad y violencia que asola a 
este país, las tasas de homicidios (en general) han repuntado de manera abrupta”. 

 

Este análisis, presentado por la subsecretaria de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación 
(Segob), Lía Limón, en el Senado de la República, destaca que las nueve entidades que registran una 
tendencia creciente de homicidios de mujeres son Chiapas, Chihuahua, Distrito Federal, Durango, Guerrero, 
Michoacán, Oaxaca, Sinaloa y Sonora. De acuerdo con el documento, las zonas más afectadas son la del 
Noreste (Chihuahua, Coahuila, Nuevo León, Tamaulipas, Durango y Zacatecas), donde el riesgo de muerte 
en este género “aumentó en más de 400 por ciento en estos años”; y la del Noroeste (Sonora, Baja California, 
Baja California Sur y Sinaloa), donde se dio un incremento de 200 por ciento. Además, detalla, se ha 
percibido un aumento de “riesgo de homicidios de mujeres en la vía pública”. 

 

Reportes periodísticos y de organizaciones civiles destacaron a mediados de 2012 que en seis años el índice 
de asesinatos de mujeres se había triplicado. En 2006 ocurrían en promedio 1.6 homicidios de mujeres cada 
mes, mientras que en 2012 se registraban 5.1 mensualmente. En suma, durante el sexenio, hasta ese 
entonces, sumaban 254 asesinatos de mujeres, según un informe estadístico de la Procuraduría estatal. 

 

Un estudio publicado recientemente reveló que México ocupa el lugar 16 en la incidencia de homicidios 
contra mujeres en el plano mundial. Según el informe sobre Feminicidio en México elaborado por ONU 
Mujeres, el Instituto Nacional de las Mujeres y el Colegio de México, los casos de feminicidio en el país han 
registrado un aumento sostenido desde al año 2007, año que había registrado el menor número de 
feminicidios desde 1985, pero que para el año 2009 ya había rebasado la cifra de 1985 por cerca del 25%.

27
 

 

De acuerdo a cifras recopiladas por el Observatorio Nacional Contra el Feminicidio, entre 2007 y 2008 se 
registraron 1,221 asesinatos de mujeres en tan sólo 13 estados de la República (Chihuahua, Distrito Federal, 
Estado de México, Guanajuato, Jalisco, Morelos, Nuevo León, Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala, Tabasco y 
Yucatán). El análisis reveló que la violencia feminicida ocurría con mayor frecuencia en contra de mujeres de 
21 a 40 años de edad (43% de los casos registrados) y en menor medida en contra de niñas y jóvenes 
menores de 20 años (23%). En estos años, 26% de los asesinatos se cometieron con arma de fuego, 
mientras que 43% de las mujeres perdió la vida como consecuencia de actos que implicaron el uso excesivo 
de la fuerza.

28
 

 

Actualmente, únicamente 13 entidades federativas han tipificado el delito de feminicidio en sus códigos 
penales (Chiapas, Colima, Distrito Federal, Durango, Estado de México, Guanajuato, Guerrero, Morelos, San 
Luis Potosí, Sinaloa, Tamaulipas, Tabasco y Veracruz). No obstante, un análisis a las legislaciones locales ha 

                                                           
26 Ana Leticia Hernández Julián - abril 22 de 2013 
27 ONU Mujeres. “Feminicidio en México. Aproximación, tendencias y cambios, 1985-2009”. ONU Mujeres, INMujeres, 
Cámara de Diputados y COLMEX. México DF. Pp 33   
28 Observatorio Nacional Contra el Feminicidio.” Una mirada al Feminicidio 2009-2010”, disponible en 
http://observatoriofeminicidiomexico.com/Informe%202009-2010.pdf   

http://www.sinembargo.mx/categoria/tiempo-real
http://www.sinembargo.mx/author/lhernandez
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demostrado las deficiencias de los mismos, así como una amplia diferencia en la definición entre diferentes 
estados. 

 

Algunos Códigos Penales consideran algunas circunstancias atenuantes a la pena, como el haberse 
cometido el homicidio como resultado de un duelo o una riña o el estado de emoción violenta del perpetrador, 
el cual suele equipararse con la celotipia y la infidelidad.13 Aunado a ello, tres entidades federativas (Baja 
California Sur, Yucatán y Zacatecas) aún mantienen como un atenuante al feminicidio la “razón de honor”, 
reduciendo la pena al responsable de privar de la vida a una mujer. Las penas contempladas para la privación 
de la vida de una mujer cuando ésta sea sorprendida “en un acto carnal próximo a su consumación” pueden 
ser tan bajas como los dos años (Yucatán) y, máximo, hasta los seis años (Zacatecas). 

 

Por otro lado, distintas entidades aún no han adecuado el tipo penal de feminicidio con otros delitos afines. 
Distintas organizaciones de la sociedad civil hemos manifestado que la tipificación del delito de feminicidio no 
será efectiva sin que haya una reforma integral a las leyes y marcos normativos en donde se ordene la 
creación y aplicación de protocolos de investigación criminal con una perspectiva de género y derechos 
humanos, así como el desarrollo de bancos de datos y registros estadísticos. 

 

A nivel federal, el Congreso tipificó el delito de feminicidio el pasado mes de abril de 2012, estableciendo en 
el artículo 325 del Código Penal Federal con el fin de prohibir y sancionar la muerte de una mujer bajo 
circunstancias que revelen que era sometida física, psicológica o sexualmente por el agresor. El Código 
contempla penas que van de los 40 a los 60 años de prisión para los responsables, y contempla también 
sanciones para aquellos servidores públicos que retarden o entorpezcan la investigación o la aplicación de la 
justicia.  El Código Penal Federal establece ciertos escenarios para considerar que se presentaron “razones 
de género” y poder ser clasificado como feminicidio. 

 

De 1.235 casos de mujeres asesinadas entre enero 2010 y junio 2011 en tan sólo 8 entidades federativas,
iii
 

solamente 4% de los casos han sido sentenciados; se desconoce si las sentencias fueron condenatorias o 
absolutorias

iv
. La FEVIMTRA no ha facilitado el acceso a la justicia para las mujeres: entre 2008 y 2011, 

únicamente obtuvo una sentencia condenatoria y ha reportado un subejercicio superior al 65%
v
. Los 

operadores de justicia no han incorporado la perspectiva de género y los estándares internacionales a sus 
resoluciones

vi
. 

 

La falta de datos estadísticos y sistemas de información confiables impiden la valoración adecuada de la 
gravedad del problema, pues las instituciones no generan los datos e información estadística suficiente. En 
muchas ocasiones, los datos no están desagregados por sexo ni tipo de delito y no existe información 
disponible sobre el número de homicidios dolosos, causa de muerte ni sobre el estado que guardan las 
averiguaciones previas. Es aún más preocupante que en muchos casos la información es generada por las 
instituciones competentes, pero existe una gran reticencia por parte de las autoridades a proporcionarla, 
incluso cuando ésta es solicitada mediante recursos de acceso a la información.

29
 

 

La LGAMVLV estableció la creación del Banco Nacional de Datos e Información sobre Casos de Violencia 
contra las Mujeres (BANAVIM), con el fin de contar con una base de datos de carácter nacional sobre casos 
de violencia contra las mujeres. Dos años más tarde, el 16 de abril de 2009, se publicó en el Diario Oficial de 
la Federación un acuerdo mediante el cual la Secretaría de Seguridad Pública estableció los lineamientos de 
funcionamiento y operación del BANAVIM, y en el año 2010 la Cámara de Diputados asignó 15.3 millones de 
pesos para su ejecución. No obstante, la sistematización de los datos y estadísticas aún no ha sido posible 
pues, a decir de la propia Secretaría de Seguridad Pública, la mayoría de los estados de la República no 
están proporcionando la información sobre los casos de violencia contra las mujeres sucedidos en sus 
territorios. 

 

Belice 

                                                           
29 Andión Ximena, “Entre dos fuegos: La impunidad sistémica de la violencia contra las mujeres en México”, en Superar la 
Impunidad: Hacia una estrategia para asegurar el acceso a la justicia. Coord. Mariclaire Acosta. CIDE. Pp 16   
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De Belice no hay datos oficiales sobre feminicidio, porque una forma de omitir la procuración de justicia es 
no reconocer el delito.

30
 A través del Fondo de Población de las Naciones Unidas se calcula que en Belice 

hay una tasa de entre 3 y 6 mujeres asesinadas por cada 10.000.
31

 

 

Costa Rica 

El feminicidio sólo es considerado en la ley n° 8589 penalización de la violencia contra las mujeres, donde 
se señala que “se le impondrá pena… a quien dé muerte a una mujer con la que mantenga una relación de 
matrimonio, en unión libre de hecho declarada o no”. De acuerdo al Observatorio de Igualdad de América 
Latina y el Caribe  de la CEPAL durante el 20111, la tendencia de feminicidios del 2009 al 20011 bajó de 24 
a 18.

32
 De acuerdo a la página de la Fuerza Pública de Costa Rica

33
 durante el 2012 existieron cinco casos 

de feminicidio. Se citan informes oficiales, pero no se citan exactamente cuáles son. No se encuentran otros 
datos actualizados sobre feminicidio. Existen críticas de grupos feministas que manifiestan que los números 
de feminicidios deberían ser más alto que lo que se remite ya que de acuerdo a la Ley muchas muertes de 
mujeres son calificadas sólo como homicidios. 

34
 

 

El Salvador 

En esta Ley especial integral para una vida libre de violencia para las mujeres 2010 y modificaciones en 
2012. 

 

Se tipifica la Violencia Feminicida, la cual se define como la forma extrema de violencia de género contra las 
mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada 
por el conjunto de conductas misóginas que conllevan a la impunidad social o del Estado, pudiendo 
culminar en feminicidio y en otras formas de muerte violenta de mujeres.  

 

En torno a este tema, el Observatorio de la violencia de género contra las mujeres de El Salvador 
(ORMUSA)

35
 señala que las cifras de femicidio/feminicidios aumentaron considerablemente de un año a 

otro: 580 muertes registradas en 2010 y 647 en 2011, según datos del Instituto de Medicina Legal. El año 
2011 fue, por tanto, el año más violento para las mujeres en la última década. Se reportaron 412 mujeres 
desaparecidas sólo en el área metropolitana. 

 

El grupo más vulnerable de mujeres asesinadas es de 18 a 25 años, con 142 muertes, y de 35 a 60 años, 
con 151 muertes registradas,  según datos de la Policía Nacional Civil, en el periodo comprendido de enero 
a noviembre del 2011. 

 

La Policía Nacional Civil, registró 231 asesinatos de mujeres en los primeros siete meses del año 2012. En 
el mismo período de 2011 se contabilizaron 349, lo que indica que existe una disminución de 118 muertes 
menos. 

 

Guatemala 

Es en Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer (2008) donde se reconoce el 
feminicidio nombrándolo como femicidio definiéndolo como la muerte violenta de una mujer, ocasionada en 
el contexto de las relaciones desiguales de poder entre hombres y mujeres, en ejercicio del poder de género 
en contra de las mujeres.  Este representa la máxima expresión de la violencia contra las mujeres. 

 

                                                           
30 http://www.jornada.unam.mx/2005/07/17/mas-gargallo.html 
31 http://www.unfpa.org.py/download/jopare50.pdf 
32 http://www.cepal.org/oig/WS/getCountryProfile.asp?language=spanish&country=CRI 
33 http://www.fuerzapublica.go.cr/2013/08/bajan-casos-de-femicidios-en-costa-rica/ 
34 http://www.fire.or.cr/index.php/noticias-todas/noticias-2012/471-femicidios-en-costa-rica-se-invisibilizan-por-marco-
legal-limitado- 
35

 http://observatoriodeviolencia.ormusa.org/presentacion.php 

http://www.cepal.org/oig/WS/getCountryProfile.asp?language=spanish&country=CRI
http://www.fuerzapublica.go.cr/2013/08/bajan-casos-de-femicidios-en-costa-rica/
http://www.fire.or.cr/index.php/noticias-todas/noticias-2012/471-femicidios-en-costa-rica-se-invisibilizan-por-marco-legal-limitado-
http://www.fire.or.cr/index.php/noticias-todas/noticias-2012/471-femicidios-en-costa-rica-se-invisibilizan-por-marco-legal-limitado-
http://observatoriodeviolencia.ormusa.org/presentacion.php
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De acuerdo con un informe presentado por el Ministerio de Gobernación del año 2008, la cifra de muertes 
violentas de mujeres reportada durante el primer trimestre fue de 220, mientras que en ese mismo período 
durante el año 2009, ha alcanzado las 233, lo cual significa un incremento del 6%. 

 

En Guatemala, señala el Ministerio de Gobernación, 675 mujeres fueron asesinadas en 2010 y 705 mujeres 
en el año 2011.La Comisión Presidencial para el Abordaje del Femicidio/feminicidio (COPAF) informó que 
512 femicidio/feminicidios han ocurrido entre el 1 de enero y el 16 de octubre del 2012 a nivel nacional en 
Guatemala.

36
 

 

 

Honduras 

En cuanto a Feminicidio no hay legislación alguna aun cuando se trata de un problema graves, el cual dejó 
un saldo de 410 víctimas en el 2011, de estas muertes el grupo de edad más afectado absorbe un 64.6% de 
los casos con 265 víctimas que tenían entre 15 y 44 años; aunque el rango de edad más perjudicado se 
ubica entre los 20 y 24 años con 64 víctimas (15.6%).  

En 2010, la prensa escrita reportó un total de 353 muertes violentas de mujeres por homicidios, 
concentrándose la mayor cantidad en las edades entre los 15 y 44 años, representando el 72.8% de los 
casos. La mayor cantidad de muertes violentas ocurrieron en mujeres jóvenes entre los 20 y 24 años con 62 
casos, seguidas de mujeres entre los 30 y 34 años con 52 casos. Un total de 15 menores entre 0 y 14 años 
(4.2%)  fallecieron de igual manera.

 37
 

 

 

 

Nicaragua 

El feminicidio está reconocido en el articulo9 de la Ley Integral contra la Violencia hacia las Mujeres definido 
como “ Comete el delito de feminicidio el hombre que en el marco de las relaciones desiguales de poder 
entre hombres y mujeres, diere muerte a una mujer ya sea en el ámbito público o privado en cualquiera de 
las siguientes circunstancias: 

a) Haber pretendido infructuosamente establecer o restablecer una relación de pareja o intimidad con 
la víctima. 

b) Mantener en la época en que perpetre el hecho o haber mantenido con la victima relaciones 
familiares, conyugales de convivencia, de intimidad o noviazgo, compañerismo, relación laboral, 
educativa o tutela. 

c) Con resultado de la reiterada manifestación de violencia en contra de la víctima  
d) Como resultado delitos grupales, de pandillas, usando o no armas de cualquier tipo 
e) Por el menosprecio del cuerpo de la víctima para satisfacción de instintos sexuales o comisión de 

actos de mutilación genital o cualquier otro tipo de mutilación. 
f) Por misoginia 
g) Cuando el hecho se cometa en presencia de las hijas o hijos de la víctima. 
h) Cuando concurra  cualquiera de las circunstancias de calificación contempladas en el delito de 

asesinato en el Código Penal 

El Observatorio Nacional de Femicidio de la Red de Mujeres contra la Violencia, reporta que en lo que va 
del 2013 han ocurrido 43 feminicidios, tendencia que va en ascenso, considerando que durante el 2012 
ocurrieron 25 durante el periodo de tiempo.

38
 

 

 

Panamá 

                                                           
36 http://www.unetelatinoamerica.org/2012/11/cifras-de-femicidiosfeminicidios_9893.html 
37 http://www.unetelatinoamerica.org/2012/11/cifras-de-femicidiosfeminicidios_9893.html 
38 
http://www.reddemujerescontralaviolencia.org.ni/file/Violencia%20Intrafamiliar/Feminicidios/2013/Informe__Semest
ral_Femicidio__2013__RMCV.pdf 

http://www.reddemujerescontralaviolencia.org.ni/file/Violencia%20Intrafamiliar/Feminicidios/2013/Informe__Semestral_Femicidio__2013__RMCV.pdf
http://www.reddemujerescontralaviolencia.org.ni/file/Violencia%20Intrafamiliar/Feminicidios/2013/Informe__Semestral_Femicidio__2013__RMCV.pdf
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El gobierno ha realizado actividades como campañas contra el femicidio encabezadas por el Ministerio de 
Desarrollo Social (MIDES) y el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), como la campaña: “Alto al femicidio”.  
No así no existe una legislación que la tipifique.  

Ha sido el Observatorio Panameño de Violencia de Género quién mayor seguimiento lleva al feminicidio. 
Este menciona que hasta junio de 2013, se tenía un registro de 28 muertes violentas de mujeres, 18 de las 
cuales fueron femicidios; 13 (72%) fueron íntimos y el 5 (28%) no íntimos. Sobre las víctimas refiere que 19 
(68%) eran menores de 41 años y 13 (46.4%) de las mujeres que murieron de forma violenta tenían hijos e 
hijas. Sólo en el primer semestre del año 2013, 37 personas quedaron sin madre, en su mayoría menores 
de edad; 3 (23%) de estas hijas o hijos presenciaron los hechos de violencia que produjeron la muerte de la 
madre 

 

4.2.3 Legislación sobre violencia sexual 

 

México 

En cuanto a la legislación federal, en el Código Penal Federal se encuentra tipificado el delito el 
hostigamiento sexual, indicándose en el artículo 259 Bis que al que con fines lascivos asedie 
reiteradamente a persona de cualquier sexo, valiéndose de su posición jerárquica derivada de sus 
relaciones laborales, docentes, domésticas o cualquiera otra que implique subordinación, se le impondrá 
sanción hasta de cuarenta días multa. Si el hostigador fuese servidor público y utilizase (sic) los medios o 
circunstancias que el encargo le proporcione, se le destituirá de su cargo.  

 

Lo anterior en el entendido de que solamente será punible el hostigamiento sexual cuando se cause un 
perjuicio o daño, y que sólo se procederá contra el hostigador a petición de parte ofendida.  

 

Mención especial merece la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en cuyo 
artículo 10 se establece que la violencia laboral y docente se ejerce por las personas que tienen un vínculo 
laboral, docente o análogo con la víctima, independientemente de la relación jerárquica, consistente en un 
acto o una omisión en abuso de poder que daña la autoestima, salud, integridad, libertad y seguridad de la 
víctima, e impide su desarrollo y atenta contra la igualdad, aclarándose que puede consistir en un solo 
evento dañino o en una serie de eventos cuya suma produce el daño, y que también incluye el acoso o el 
hostigamiento sexual. 

 

Estas figuras jurídicas que, si bien están previstas en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia que entró en vigor el 2 de febrero de 2007 y, en el caso del hostigamiento, tipificada como 
delito en el Código Penal Federal desde principios de 1991, hasta el momento no han sido desarrolladas 
jurisprudencialmente en tesis alguna de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de Tribunales 
Colegiados de Circuito. 

 

No puede sino llamar la atención el hecho de que en México no exista ni una sola tesis de jurisprudencia en 
la materia, de acuerdo con información publicada en El Universal el ocho de marzo de dos mil seis

3
, en el 

Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres) se calculaba en esas fechas que el acoso sexual afectaba a un 
46% de las trabajadoras, con base en los datos arrojados por diversas encuestas. Inmujeres atribuía el 
hecho de que no existieran cifras oficiales sobre el número de casos de acoso sexual registrados contra 
mujeres en México, a que son pocas quienes que se atreven a denunciar por temor a represalias y, por 
ende, son contados los casos que se resuelven por la vía penal, al tratarse de delitos que se persiguen por 
querella y no de oficio. 

 

Por lo que respecta a la legislación estatal, debe precisarse, en primer término, que en la mayoría de los 
Códigos Penales de las entidades federativas se encuentran tipificados como delitos el hostigamiento 
sexual, el acoso sexual o ambos, a excepción de los Estados de Campeche, Guanajuato y Tamaulipas, en 
donde hasta el momento no están previstos como conductas delictivas. 
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En segundo término, es de mencionar que, a partir de la entrada en vigor de la Ley General de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 28 entidades federativas han expedido sus propias leyes de 
acceso, con objeto de hacer operativa la Ley General5, encontrándose pendientes todavía de hacerlo los 
Estados de Guanajuato, Oaxaca, Querétaro y Tamaulipas.  

 

En cambio, hay dos Estados de la República, a saber, Guanajuato y Tamaulipas, en los que no se establece 
como delito ni el hostigamiento ni el acoso sexual, y tampoco se ha expedido la ley local de acceso de las 
mujeres a una vida libre de violencia. 

 

Por otro lado, en México, la vulnerabilidad de las mujeres se ha acrecentado por un conflicto armado
vii

 y las 
estrategias de seguridad pública

viii
, ocasionando actos de extrema violencia contra las mujeres como la 

violencia sexual por parte de militares y grupos del crimen organizado. 

 

El tema del aborto sigue siendo un delito con exclusiones de responsabilidad, las cuales varían 
dependiendo de la entidad en que se lleve a cabo. El Distrito Federal es la única en donde la interrupción 
del embarazo es legal en las primeras 12 semanas de gestación, y en todo el país en los casos donde el 
embarazo es producto de una violación. Sin embargo, el acceso efectivo de las mujeres a servicios de 
aborto seguro en las causales legales es bastante precario, sobre todo para víctimas de violencia sexual. 
Esta situación se ha agravado desde 2008, por las reformas a 16 constituciones estatales que protegen la 
vida desde la concepción

ix
, que han generado un clima de persecución penal hacia las mujeres

x
 y de 

confusión en los funcionarios en términos de provisión de servicios de salud reproductiva. 

 

En el caso de las agresiones sexuales, de acuerdo a las cifras de la SSP
xi
 existen aproximadamente 

solamente 15.000 violaciones  sexuales denunciadas anualmente. El OCNF documentó de enero de 2011 a 
junio de 2012, 3.834 casos de violencia sexual

xii
 atendidos en los servicios de salud de 16 estados

xiii
 y en el 

mismo periodo un total de 6.602 denuncias de violación en 13 procuradurías
xiv

 generales de justicia. Esto 
refleja la inexistencia de un registro nacional ni mucho menos una cifra real del contexto de violencia sexual 
que invisibiliza las causas, consecuencias y a las víctimas de esta problemática.  

 

En 2010, 11.682 niñas entre 10 y 14 años de edad registraron un hijo. De éstas, 244 tenían 10 años de 
edad

xv
. El embarazo adolescente es una de las causas de deserción escolar que conlleva la reducción de 

oportunidades para niñas y adolescentes
xvi

. La mayoría de los casos es resultado de abuso sexual, violación 
y aislamiento social.

xvii
 

 

Belice 

En materia de Violencia sexual de acuerdo con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
39

 CIDH, 
eexiste un incremento generalizado en la penalización de delitos sexuales y violación dentro del matrimonio, 
así como una expansión en la definición y sanción del delito de violación, como es el caso de Belice. 

 

Costa Rica 

La Ley contra la Violencia Doméstica. contempla como deber del estado el fomento “y la capacitación del 
personal de administración de justicia, policial y de otros funcionarios responsables de la aplicación de la ley, 
así como del personal encargado de aplicar las políticas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia 
doméstica”; aunque lo hace sin mencionar la sensibilización de estos 

 

 

Guatemala 

Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer (2008) 

Es en esta misma la ley es donde se tipifica la violencia sexual definiéndola como la acciones de violencia 
física o psicológica cuya finalidad es vulnerar la libertad e indemnidad sexual de la mujer, incluyendo la 

                                                           
39 http://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/cap3.htm 
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humillación sexual, la prostitución forzada y la denegación del derecho a hacer uso de métodos de 
planificación familiar, tanto naturales como artificiales, o a adoptar medidas de protección contra 
enfermedades de transmisión sexual. 

 

El Salvador 

Es en la Ley especial integral para una vida libre de violencia para las mujeres 2010 y modificaciones en 
2012 donde se tipifica la Violencia Sexual, la cual es definida como toda conducta que amenace o vulnere el 
derecho de la mujer a decidir voluntariamente su vida sexual, comprendida en ésta no sólo el acto sexual 
sino toda forma de contacto o acceso sexual, genital o no genital, con independencia de que la persona 
agresora guarde o no relación conyugal, de pareja, social, laboral, afectiva o de parentesco con la mujer 
víctima 

 

Nicaragua 

La Ley de Integral contra la Violencia hacia la Mujer, reconoce la Violencia Sexual y la define como “Toda 
acción que obliga a la mujer a mantener contacto sexual, físico o verbal a participar en otras interacciones 
sexuales mediante el uso de la fuerza, intimidación coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza o 
cualquier otro mecanismo que anule o límite la voluntad o su libertad sexual, independientemente que al 
persona agresora pueda tener con la mujer una relación conyugal de pareja, afectiva o de parentesco.” 

 

Panamá 

No existe una ley actualizada que se refiera a la Violencia Sexual. 

 

Es la Ley 38 que reforma y adiciona al Código penal y judicial sobre violencia doméstica y maltrato al niño, 
niña y adolescente  promulgada hace ya 12 años, quien la tipifica como  una “acción que obliga a una 
persona mediante el uso de la fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipulación, manipulación, 
amenaza, uso de sustancias o drogas o cualquier otro mecanismo que afecte su voluntad a participar en 
interacciones sexuales que por sí mismas no constituyan necesariamente delitos contra el pudor y la libertad 
sexual. Igualmente se considera violencia sexual  que la persona agresora obligue a la agredida a realizar 
algunos de estos actos con terceras personas a presenciarlos.” 

 

 

4.2.4 Tratamiento a la trata de personas 

México 

México es un país grande de origen, tránsito y destino de hombres, mujeres y niños víctimas de la trata de 
personas con fines de explotación sexual o de trabajo forzoso, en donde se han encontrado víctimas 
extranjeras del trabajo forzoso y la servidumbre sexual provenientes de Centroamérica y Sudamérica, 
especialmente de Guatemala, Honduras y El Salvador, así como también, pero en menor caso, procedentes 
del Caribe, Europa Oriental, Asia y África; algunas de esas personas se dirigían a los Estados Unidos. 
Igualmente existen informes acerca de grupos delictivos organizados que obligan a menores y migrantes a 
prostituirse y trabajar como sicarios, vigilantes y contrabandistas de drogas 

 

En junio del  2012 se promulgó la Ley general para prevenir, sancionar y erradicar los delitos en Materia de 
trata de personas y para la protección y asistencia a las Víctimas de estos delitos, en el que se delimitan los 
delitos en materia de trata de personas y sus sanciones, el resarcimiento y reparación del daño hacia las 
víctimas, así como los derechos de éstas durante los precedentitos penales y las medidas de protección y 
asistencia hacia ella. Ordena la elaboración de un programa de protección a víctimas y testigos, así como la 
construcción de albergues, refugios y casas de medio camino especializados.

40
 

 

 Es la  Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas (FEVIMTRA), 
adscrita a la Procuraduría General de la República, la designada para manejar los casos federales de trata 

                                                           
40 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGPSEDMTP.pdf 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGPSEDMTP.pdf
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en los que estén implicados tres sospechosos o menos, mientras que donde hay más de tres sospechoso 
involucrados, se delega a la Subprocuraduría de Investigación Especializada en Delincuencia Organizada 
(SIEDO), también adscrita a la Procuraduría General de la República. 

 

En 2011, la FEVIMTRA investigó 67 casos de trata de personas, pero no informó acerca de cuántos 
enjuiciamientos inició, y tampoco condenó ni sentenció a ningún tratante. En 2011, la SIEDO logró sus 
primeras condenas por trata de personas; cuatro delincuentes por trata con fines de explotación sexual 
recibieron sentencias de 14,5 a 16,5 años de prisión, mientras que otros tratantes acusados del mismo 
delito fueron condenados en los Estados Unidos. La Procuraduría General de la Ciudad de México condenó 
a cuatro delincuentes acusados de trata de personas, quienes recibieron sentencias de seis a doce años de 
prisión. Varios estados también enjuiciaron casos de trata de personas. En Puebla, las autoridades 
informaron de tres condenas por ese delito; en Chiapas, de dos; y en Yucatán, de una; las sentencias 
oscilaron entre diez y catorce años de prisión. Esto representa un aumento con respecto al año anterior, 
cuando la FEVIMTRA consiguió una condena y los fiscales de la Ciudad de México lograron cuatro. 

Desde el 2009  La Comisión Nacional de Derechos Humanos, instaló el Observatorio Nacional contra la 
Trata de Personas, así como estableció el Programa Nacional contra la Trata de Personas en 2007, dentro 
del cual estableció varios Comités Regionales, los cuales, mediante un equipo interinstitucional e 
interdisciplinario, atienden el delito en varias regiones del país. 

En su informe 2012
41

, la embajada de Estados Unidos en México refiere que el gobierno mexicano, aunque 
hace esfuerzos considerables, no cumple plenamente las normas mínimas para la eliminación de la trata de 
personas. Menciona que han sido insuficientes los fondos asignados a los servicios que se dan a las 
víctimas; que La identificación de las víctimas de trata y la coordinación entre dependencias aún son 
irregulares; y que ha habido informes tanto Organizaciones de la Sociedad Civil, como representantes del 
gobierno de que funcionarios públicos toleran y hasta son cómplices de este delito. De igual forma reporta 
que de todas detenciones. 

Dicha afirmación se ve reflejada en acciones que ha tomado la sociedad civil, como la creación del 
Observatorio contra la Trata de personas con fines de explotación sexual como consecuencia de la poca 
acción jurídica del gobierno mexicano, por parte de organizaciones civiles y organismos internacionales. 
Quienes durante la presentación de su primer informe indicaron que en México existen más de 20 mil niñas 
y niños víctimas de explotación sexual por trata de personas. De la misma forma indicaron que el Programa 
Nacional para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas carece de un enfoque integral del fenómeno, así 
como de perspectiva de género y no discriminación.

42
 

 

Finalmente fue septiembre del 2013 que se publicó la reglamentación de la Ley General para prevenir, 
sancionar y erradicar los delitos en materia de Trata de Personas y para la protección y asistencia a las 
víctimas de estos delitos.  

 

Belice 

En cuanto a trata de personas, Belice es un país de origen, destino y tránsito de hombres, mujeres y niños 
sujetos al tráfico sexual y al trabajo forzado. Una forma común de tráfico de personas en Belice es la 
prostitución forzada de menores, que suele darse a través de padres que obligan a sus hijos a ofrecer 
favores sexuales a hombres mayores a cambio de cuotas escolares, dinero y obsequios. El turismo sexual 
infantil, que principalmente involucra a ciudadanos estadounidenses, ha sido identificado como una 
tendencia creciente en Belice. Además, el tráfico sexual y el trabajo esclavo de mujeres y niñas beliceñas y 
extranjeras, principalmente de Centroamérica, tiene lugar en bares, discotecas y prostíbulos de todo el país. 
Los niños y adultos que trabajan en los sectores de agricultura y pesca en Belice son propensos a ser 
víctimas del trabajo forzado. Este problema se ha identificado en el sector de servicios entre comunidades 
chinas y del sudeste asiático, principalmente en restaurantes y tiendas, cuyos propietarios son del mismo 
país.  

Según el Informe sobre Trata de Personas publicado en junio de 2013 por el Departamento de Estado 
norteamericano, el gobierno de Belice no cumple totalmente con las normas mínimas para la eliminación del 
tráfico, aunque está realizando significativos esfuerzos al respecto.  

                                                           
41 http://spanish.mexico.usembassy.gov/es/temas-bilaterales/democracia/informe-trata-de-personas-2012.html 
42 http://www.notiese.org/notiese.php?ctn_id=4931 

http://spanish.mexico.usembassy.gov/es/temas-bilaterales/democracia/informe-trata-de-personas-2012.html
http://www.notiese.org/notiese.php?ctn_id=4931
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En febrero de 2013, el gobierno emitió la Ley de (prohibición de) Tráfico de Personas, la cual prohíbe todas 
las formas de tráfico y aplica penas de uno a ocho años de prisión, y de hasta 12 años si la víctima es 
menor, y de hasta 25 años de prisión en casos de ataques sexuales y otras circunstancias agravantes. Esta 
ley derogó y reemplazó a las leyes antitráfico anteriormente sancionadas por el gobierno. Notablemente, la 
nueva ley eleva el delito de tráfico, que pasa de ser un “delito sumario” abordado en tribunales inferiores, a 
ser un delito de imputación abordado por la Corte Suprema.  

 

Costa Rica 

En febrero del 2013 se promulgó la Ley contra la trata de personas y creación de la Coalición nacional 
contra el tráfico ilícito de Migrantes y la trata de personas (CONATT) en la que se entiende como trata de 
personas el promover, facilitar o favorecer la entrada o salida del país o el desplazamiento, dentro del 
territorio nacional, de personas de cualquier sexo para realizar uno o varios actos de prostitución o 
someterlas a explotación o servidumbre, ya sea sexual o laboral, esclavitud o prácticas análogas a la 
esclavitud, trabajos o servicios forzados, matrimonio servil, mendicidad forzada, extracción ilícita de órganos 
o adopción irregular. En la que se crea la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata 
de Personas, que en adelante se denominará la Coalición o por sus siglas CONATT confirmada por distintas 
instituciones relacionadas al tema. 

 

El Salvador 

El Salvador, por ser uno de los países que enfrenta la problemática de la Trata de Personas, ha ratificado 
distintas convenciones, convenios y protocolos para la protección de los derechos humanos en general, y 
específicamente para las víctimas de Trata de Personas y el combate de este delito. 

 

El Salvador reforma el Código Penal e introduce los artículos 367-b y 367-c que desarrollan el delito de 
TRATA DE PERSONAS y sus agravantes, mediante el Decreto Legislativo N.° 210, del 25 de noviembre del 
2003, publicado en el Diario Oficial N.° 4, tomo 362, del 8 de enero de 2004. 

 Destaca la  creación del Consejo Nacional contra la Trata, en julio de 2011, siendo esta la instancia 
encargada de la formulación, seguimiento, coordinación y evaluación  de la Política Nacional para la 
erradicación del fenómeno de la Trata de Personas en ese país. 

 

El consejo se encuentra integrado por los ministerios de Justicia, Educación, Salud y Relaciones Exteriores, 
la Secretaría de Inclusión Social y el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer ISDEMU. 

A la fecha se han condenado 43 casos sobre el delito de Trata de Personas.  

Datos 2012
43

 de trata en El Salvador. 

Total de Casos Investigados 2012: 159 

Casos JUDICIALIZADOS 

Trata de Personas: 10 

Casos CONDENADOS 

Trata de Personas: 3 

DETENIDOS 

Total de Detenidos: 46 

Ordenes Administrativas de Detención 

Total de las Órdenes Administrativas: 36 

 

Guatemala 

En la Ley Contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas en la cual se busca de forma explícita 
prevenir, reprimir, sancionar y erradicar la violencia sexual lo mismo que la explotación y la trata de 
personas, así como la atención y protección de sus víctimas y resarcir los daños y perjuicios ocasionados. 

                                                           
43 http://www.oas.org/csh/spanish/tratapersonas.asp#III 
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Esta ley crea una Secretaría de Estado: la  Secretaría contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de 
Personas (SVET), encargada de servir de órgano asesor y recomendar la realización de acciones a las 
distintas dependencias del Estado en la lucha contra la violencia sexual, explotación y trata de personas –
VSET-; así como, coordinar actividades y proyectos con las mismas. 

Actualmente la SVET cuenta con Reglamento Orgánico Interno aprobado, que establece la estructura 
organizacional e institucional que posibilita que se dé respuesta a la problemática de la trata de personas a 
través de diferentes planes, programas y proyectos. Habiéndose publicado su Reglamento Orgánico Interno 
en el Diario Oficial el 24 de junio de 2011, siendo el Acuerdo Gubernativo 206-2011, contando ya con su 
estructura financiera y de puestos y salarios, dentro de la administración pública del Estado. 

 

Honduras 

En cuanto al tema de la trata de personas en 2012 el Estado Hondureño informó sobre los avances 
alcanzados en la implementación del plan de trabajo contra la trata de personas en el hemisferio occidental 
2010-2012

44
 señalando que se llevó, entre varias acciones, a cabo: 

- Reforma legal: al Código Penal para sancionar la trata sexual dentro de los delitos sexuales (Decreto 234-
2005).  

-Creación de Unidades Especializadas en Policía y Ministerio Público para la prevención y persecución de la 
ESC y trata. 

-Elaboración de 5 Mapeos Geográficos Sociales (MGS) de rutas de trata como parte de un proceso de 
investigación y prevención. 

-Elaboración del Protocolo para la Repatriación de Niños y Niñas Víctimas y Vulnerables a la Trata (mayores 
esfuerzos para la reintegración familiar).   

- Aprobación de la Ley contra la Trata de Personas, Decreto 59 – 2012, publicada el 6 de julio del 2012.
45

 

 

Nicaragua 

En el artículo 182 del Código Penal, se prohíbe la trata de personas para fines de esclavitud, explotación 
sexual, y adopción; imponiendo penas que van desde siete a doce años de prisión. En enero de 2012, con 
la Ley de Integral contra la Violencia hacia la Mujer, este artículo fue reformado incrementándose la pena de 
diez a catorce años y se amplió el concepto de ofensas consideradas como trata de personas; estas 
reformas entraron en efecto en mayo de 2012 

 

Panamá 

En noviembre del 2011 se promulgó la Ley 355 Contra la Trata de personas y actividades conexas en la 
que establece un Plan Nacional contra la Trata de Personas y se designa al Ministerio de Seguridad 
Pública a través  de la Comisión Nacional contra la Trata de Personas  como el organismo encargado de 
implementarlo. Así como se establece la creación de un Fondo para la Asistencia de Víctimas de Trata de 
Persona y una Fiscalía Especial Contra la Delincuencia Organizada. Define a la victima de trata como 
“toda persona que haya sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 
pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales como consecuencia de este 
delito o de las actividades conexas. También serán consideradas víctimas las personas dependientes o 
relacionadas con la víctima”; así como se establecen sus derechos, reparaciones de daño y las 
condiciones de confidencialidad en que se hallará y las disposiciones penales y procesales para su 
sanción.

46
 

El gobierno de Estados Unidos ha considerado que “Panamá no cumple a cabalidad con los estándares 
mínimos para eliminar la trata…el gobierno no brindó fondos para servicios especializados para las 

                                                           
44 http://www.oas.org/csh/spanish/tratapersonas.asp#III 
45 http://www.sjdh.gob.hn/sites/default/files/1_Ley_Contra_la_Trata_de_Personas.pdf 
46 
http://www.asamblea.gob.pa/apps/seg_legis/PDF_SEG/PDF_SEG_2010/PDF_SEG_2011/PROYECTO/2011_P_355.
pdf 

http://www.asamblea.gob.pa/apps/seg_legis/PDF_SEG/PDF_SEG_2010/PDF_SEG_2011/PROYECTO/2011_P_355.pdf
http://www.asamblea.gob.pa/apps/seg_legis/PDF_SEG/PDF_SEG_2010/PDF_SEG_2011/PROYECTO/2011_P_355.pdf
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víctimas; no informó a cuantas víctimas se les brindó servicios; y por segundo año consecutivo, no 
condenó a ningún tratante.”

47
 

 

4.3  Acceso a la justicia y a las asistencia jurídica a mujeres en situación de violencias 

4.3.1 Capacitación y sensibilización a operadores de justicia 

México 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, dicta que es responsabilidad de las 
entidades federativas “especializar a las y los agentes del ministerio público, peritos, personal que atiende a 
víctimas a través de programas y cursos permanentes en: derechos humanos y género; perspectiva de 
género para la debida diligencia en la conducción de averiguaciones previas y procesos judiciales 
relacionados con discriminación, violencia y feminicidio; incorporación de la perspectiva de género en los 
servicios periciales; eliminación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres, entre otros..” 

 

Igualmente, la Ley general para prevenir, sancionar y erradicar los delitos en materia de Trata de personas y 
para la protección y asistencia a las Víctimas de estos delitos, indica que debe proporcionarse a distintos 
personales que atiendan a víctimas de violencia, incluido el personal de policía y de justicia capacitación 
que los sensibilice, con el fin de atender las necesidades de las víctimas de los delitos y ordena al gobierno 
federal el “regular un sistema nacional de formación, actualización, capacitación y profesionalización de  los 
servidores públicos que participen en los procesos de prevención y sanción de los delitos previstos en esta 
ley y de la asistencia y protección de las víctimas y posibles víctimas, ofendidos y testigos de dichos delitos.” 

 

A cinco y un año de haberse publicado las leyes mencionadas, en el “Diagnóstico de Conocimiento y 
percepciones sobre Género y Derechos Humanos del personal de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación” realizado en 2012 por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM

48
 se reconoce que para 

juzgar con perspectiva de género es indispensable que quien juzga reconozca las condiciones que 
discriminan a las mujeres, así como los sesgos en la ley y la jurisprudencia. Igualmente se encuentra que la 
perspectiva de género “es un concepto aún por permear en las estructuras institucionales, las prácticas y los 
conocimientos del personal jurisdiccional” 

 

Belice 

En materia de Capacitación y sensibilización a operadores de justicia la CIDH señala que en Belice se han 
creado unidades de violencia doméstica en varias estaciones de policía a nivel nacional, y se ha 
incorporado la violencia doméstica en los programas docentes de la Academia de Capacitación de la 
Policía.

49
 

El Salvador 

En relación al Capacitación y sensibilización a operadores de justicia La Política Nacional de la Mujer  que 
se desprende de la Ley especial integral para una vida libre de violencia para las mujeres 2010 con 
modificaciones en 2012, contempla la implementación de la adopción de un enfoque global para hacer 
frente a la violencia contra las mujeres y las niñas, además de la aplicabilidad de la legislación vigente, 
capacitaciones sobre cuestiones de género a funcionarios y funcionarias públicos para que tomen 
conciencia de todas las formas de violencia contra las mujeres. 

 

Guatemala 

En torno a la capacitación y sensibilización a operadores de justicia es en la Ley contra el Femicidio y otras 
Formas de Violencia Contra la Mujer (2008)  en su artículo 18 donde se explicita su puesta en marcha 
señalando que ésta será se llevará a cabo en el marco de la ejecución del Plan Nacional de Prevención y 
Erradicación de la Violencia Intrafamiliar y Contra la Mujer PLANOVI, por Coordinadora Nacional para la 
Prevención de la Violencia Intrafamiliar y en Contra de la Mujer -CONAPREVI- y otras organizaciones no 
gubernamentales, les corresponde el asesoramiento, seguimiento y monitoreo de los procesos de formación 

                                                           
47 http://spanish.panama.usembassy.gov/tip12pty.html 
48 http://www.equidad.scjn.gob.mx/IMG/pdf/presentacion-diagnostico-genero-2013.pdf 
49 http://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/cap3.htm 

http://spanish.panama.usembassy.gov/tip12pty.html
http://www.equidad.scjn.gob.mx/IMG/pdf/presentacion-diagnostico-genero-2013.pdf
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y capacitación sobre violencia contra la mujer y con pertinencia étnico-cultural dirigidos a funcionarias y 
funcionarios públicos, con especial énfasis a las o los operadores de justicia.  

 

Honduras 

Se ha sugerido una vez más su iimplementación de procesos de capacitación, sensibilización en género  y 
Derechos Humanos de las mujeres a operadores de justicia, policías, militares y redes de mujeres contra la 
violencia dentro de su Política Nacional de la Mujer y el II Plan de Igualdad y Equidad de Género de 
Honduras 2010- 2022 (II PIEGH); sigue pendiente. 

 

Nicaragua 

De acuerdo a los dispuesto a la Ley de Integral contra la Violencia hacia la Mujer desde el mes de agosto se 
implementó en Managua una línea telefónica como apoyo a mujeres víctimas de violencia. El apoyo es de 
orientación y de apoyo psicológico, sin prestar asesoría jurídica como lo requiere la Ley, quien decreta que 
dicha línea debe tener acceso a instancias policiales y ministerios públicos el fin de dar información, 
asesoramiento y asistencia.  

Por otro lado las Comisarias de la Mujer y la Niñez proporcionan apoyo jurídico y las Fiscalías (ministerios 
públicos) cuentan con unidades especializadas en Violencia de Género. 

 

La Ley de Integral contra la Violencia hacia la Mujer en su artículo 21  menciona que para realizarse las 
medidas de protección y sanción es necesario “Capacitar desde un enfoque de género, al personal y 
funcionarios que integran el sistema de justicia”, así como “Fortalecer programas de sensibilización y 
capacitación con perspectiva de género dirigidos a operadores de justicia que aseguren  una atención de 
calidad y eliminen la violencia institucional contra las mujeres” 

 

Panamá 

En las últimas legislaciones no se menciona este rubro, sino en la Ley 38 que reforma y adiciona al Código 
penal y judicial sobre violencia doméstica y maltrato al niño, niña y adolescente del 2001. Dentro de las 
funciones del Instituto Nacional de la Mujer figura como “actuar como ente de… capacitación y asesoría de 
las entidades públicas y privadas y autoridades nacionales, municipales y comerciales en materia de 
equidad de género y de igualdad de oportunidades para las mujeres. 

 

 

 

5. Acceso de las mujeres a las nuevas tecnologías y promoción de medios de comunicación 
igualitarios, democráticos y no discriminatorio 

 

Existen diferencias apreciables en cuanto a la utilización de Internet en América Latina y el Caribe en 
función del emplazamiento (urbano o rural), la educación, la edad y los ingresos. Sin embargo, evidencia 
existente de países con información desagregada según género muestra que las diferencias son menores 
en lo que respecta a la utilización de Internet entre hombres y mujeres. Las pautas culturales e históricas 
han influido en la función de la mujer en la región, quien generalmente goza de un alto nivel de igualdad en 
comparación con otras regiones en desarrollo. 

 

Las tecnología de la comuniación y de la información (TIC´s) se visibilizan en tres líneas principales 
actualmente que son los medios de comunicación masivos, el acceso a telefonía móvil y fija; y finalmente el 
acceso a internet en banda ancha e inalámbrica; en función al objetivo 8 de los ODM “Fomentar una 
asociación mundial para el desarrollo” éstas se encuentran en un espacio medular de espacios modernos, 
que han sabido ofrecer espacios democráticos, igualitarios, donde el espacio a trabajar por parte de los 
Estados es directamente en la expansión del medio y su proceso de No discriminación. La región también 
se destaca en cuanto a la igualdad educativa y, de hecho, el número de muchachas que se inscriben en 
escuelas es superior al de muchachos en algunos países de la región, pues “en todo caso, la disparidad de 
género en las escuelas favorece más a las niñas que a los niños” 
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5.1 Acceso a las Tecnologías de la Comunicación y de la Información (TIC) 

La apertura a las nuevas tecnologías de la información en la región son diversas, desde una apertura total 
hasta una muy limitada, en el caso de contratantes de internet fijo, el número es relativamente bajo en la 
región y salvo el caso de El Salvador que en realidad podemos visibilizar un cambio fuerte hacia el 
incremento y el caso de Guatemala que se registra baja del consumo, la constante es muy clara y nos habla 
de que al corto plazo será un servicio más común; dicho lo anterior es claro que el uso de internet será 
mayo y el consumo de las TIC´s será más accesible y de la misma forma tendrá la capacidad de llegar a 
más habitantes de la región. 

 

Las características económicas de la región nos ofrece un planteamiento muy claro sobre los inversionistas 
de TIC´s la situación es concreta se invierte mucho más en el consumo de telefonía móvil que en otro tipo 
de tecnología de comunicación por ende el consumo es constante en su incremento; la oportunidad para las 
políticas de género en estas condiciones pueden ser efectivas ya que un correcto uso de TIC´s y un 
adecuado enfoque, se puede impactar a los usuarios en un menor tiempo y costo. 

 

Del año 2010 a la fecha se han desarrollado algunas acciones para fomentar el uso y acceso de las TIC por 
parte de las mujeres, independientemente de la edad y de su lugar de residencia, sin embargo, como se 
demuestra en cada uno de los países, estas acciones no son suficientes y tanto las usuarias de internet 
como de telefonía móvil se concentra en las zonas urbanas y dadas las características de nuestros países la 
población es mayoritariamente rural, a continuación se incluye la información por país. 

 

México 

 

- Punto Género del Instituto Nacional de las Mujeres: formación para la igualdad, espacio 
creado por el Instituto Nacional de las Mujeres –INMUJERES– para promover las 
estrategias de capacitación y formación en género de los y las servidoras públicas. 

- Mujeres en la mira: Este portal es uno de los elementos de la Plataforma Estratégica 
para la Igualdad Política, desarrollado por el Instituto Nacional de las Mujeres, para 
incentivar la participación política de las mujeres en México, además de contribuir al 
fortalecimiento de la participación ciudadana. 

- Termómetro de violencia, aplicación centrada en enfoque de género que permite medir 
y diagnosticar de manera autónoma algún síntoma de violencia en la mujer. 
http://www.genero.ipn.mx/Test/Paginas/Test.aspx 
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Belice 

 

Dentro de las actividades y compromisos adquiridos por el gobierno de Belice para el acceso 
y eliminación de las desigualdades se encuentran tres espacios clave donde se ha 
fomentado el uso de las TIC´s, por una parte el acceso a servicios digitales donde Belice 
cubre al 20% de sus habitantes de los cuales se registra equidad al acceso de dichos 
servicios. Dentro de dichas acciones para eliminar las distancias tecnológicas desde una 
perspectiva de género se encuentran:  

- Apoyar la creación de una Sub-Red digital de Violencia contra las mujeres donde se 
desarrolla y mantienen los servicios en todo el país y la promoción de la información: 
winbelize.org 

- Se estructuran espacios digitales como www.humandevelopment.gov.bz para 
mantener un mayor acceso a la información, así como apertura a las acciones del 
gobierno y sus programas. 

- En la educación y el acceso a mujeres jóvenes se han destinado mayores recursos para 
la implementación y capacitación procesos educativos digitales desde espacios como 
www.moe.gov.bz  

 

 

 

Costa Rica 

 

- Acuerdo Social Digital espacio de inversión gubernamental. El objetivo es promover una sociedad 
digital inclusiva, que apueste de manera decidida al conocimiento y la innovación como motores del 
crecimiento económico y que mediante la promoción de las tecnologías digitales permita cerrar las 
brechas cognitivas y sociales 

- El INAMU, institución que promueve y tutela los derechos humanos de las mujeres, pone a disposición, 
información acerca de sus áreas de trabajo y los servicios ofrecidos. Para ello, crearon una página para 
que las personas en su diversidad, puedan conocer más acerca de lo que somos y hacemos. Los datos 
que se encuentran en ese sitio, son de utilidad en la construcción de una sociedad igualitaria y 
equitativa. Es un espacio de documentación y vinculación digital. 

- datosabiertos.gob.go.cr centro de información estadístico virtual donde se utiliza la información 
pública. Desde el 2011, empezó la participación como “Asociación de Gobierno Abierto”. Con esto, el 
país se comprometió a cumplir con los principios de la “Declaración de Gobierno Abierto”, entre los 
cuales se contempla el aumentar la disponibilidad de información sobre las actividades 
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gubernamentales, apoyar la participación ciudadana y fomentar la equidad y democracia en las nuevas 
tecnologías. 

 

 

El Salvador 

 

- http://www.ciudadmujer.gob.sv/ Es un programa impulsado por el Gobierno con el que se garantizan 
los derechos fundamentales de las mujeres salvadoreñas, a través de servicios especializados como: 
salud sexual y reproductiva, la atención integral a la violencia de género, el empoderamiento económico 
y la promoción de sus derechos. Además, se cuenta con un área de atención infantil para que las 
hijas/hijos sean atendidos mientras sus madres reciben los diferentes servicios.  

- Programa Radial Voz Mujer del ISDEMU vela por el cumplimiento de la Política Nacional de la Mujer; 
promoviendo en tal sentido el desarrollo integral de la mujer salvadoreña. 

- http://www.escueladeigualdadisdemu.gob.sv/ Esta es la Plataforma Virtual de la Escuela de 
Formación para la Igualdad Sustantiva, del Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer 
(ISDEMU), ofrece información para otorgar los conocimientos sobre el enfoque de Igualdad Sustantiva 
y cómo ésta puede construirse entre mujeres y hombres, y mejor aún, extenderse hasta sus 
instituciones de trabajo, convirtiéndolas en espacios libres de violencia contra las mujeres, en igualdad 
de oportunidades, transformando y aprendiendo nuevas relaciones de género. 

 

 

 

 

Guatemala 
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- http://demi.gob.gt Defensoría de la Mujer Indígena esfuerzo de formación con base en nuevas 
tecnologías, es uno de los más importantes espacios digitales sobre temas de género en el país. 

- Método de alfabetización Yo sí puedo: El Método es audiovisual, ya que utiliza  video y televisión. 
Para el desarrollo del Método se utilizan tres elementos: la video clase, las cartillas y el alfabetizador. 

- Para la Asociación Mujer Tejedora del Desarrollo AMUTED, ganadoras del Primer Lugar como mejor 
Cortometraje Documental Centroamericano XII, en el Festival Ícaro. 

- En temas de educación han establecido las telesecundarias, la implementación de Tablets en la 
educación pública y el acceso gratuito a internet en educación básica, este último ha iniciado en las 
escuelas de normales para señoritas del país, enfocando dicha apertura hacia el enfoque y la equidad 
de género. 

  

 

HONDURAS 

 

- Aplicativo de digitación ERA (Evaluación de rendimiento académico) proceso de educación en línea 
que permite mayor aprovechamiento con un enfoque de género, es la plataforma virtual de capacitación 
docente de la Secretaría de Educación de Honduras 

- Cotidiano Mujer, brindar acceso a cursos en línea abiertos en temas de Equidad de Género, de la 
misma manera se asocia al gobierno para dar seguimiento a un número de emergencia sobre violencia 
contra la mujer http://www.inam.gob.hn/ 
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Nicaragua 

 

- PROYECTO TRANSVERSALIZACIÓN DE GÉNERO NIC 10-00084365: Promueve la participación y 
protagonismo de las mujeres como líderes, así como  la implementación y seguimiento de las Políticas 
Municipales de Género. Es coordinado por el Ministerio de la Mujer 

- http://www.nicaraguaeduca.edu.ni/ servicio de formación en línea multidisciplinar, flexible y abierto a 
la participación de todos los y las profesores de los centros educativos públicos de los niveles de 
Educación Básica, Media y Formación Docente de Nicaragua, centrando esta capacitación en un 
acceso equitativo y con un enfoque de género. 

 

 

 

Panamá 

 

- proyecto de aprendizaje móvil M-LEA, es un sistema de salud móvil basado en telefonía celular, que 
permite a los trabajadores de salud manejar los expedientes de los pacientes electrónicamente, hacer 
citas y darles seguimiento, a través de mensajes SMS, correos electrónicos y con la entrada y salida de 
datos vía web. 

- Micronoticiero MIDES espacio digital que permite la comunicación directa del Ministerio de Desarrollo 
Social y de esa forma atender distintos tipos de violencia de género, así como información para el 
acceso a programas sociales para la mujer. 

- Escuela virtual MEDUCA Convertir la educación en el instrumento fundamental del desarrollo humano, 
de la prosperidad, de la equidad de oportunidades y de la movilidad social, por medio del cual se 
impulsará el desarrollo sostenible, en términos productivos, económicos y sociales. 

 

 

 

6. Salud integral y derechos sexuales y reproductivos 

 

México, aparentemente, tienen un marco normativo muy favorable para los derechos sexuales y 
reproductivos, marco que queda en entredicho al visibilizar el tema de la criminalización del aborto.  
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Uno de los problemas que enfrenta el país en materia de leyes a favor de los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres es la armonización legislativa entre las entidades federales, en particular en 
cuanto al aborto se refiere; ya que existe una importante desigualdad geográfica en el acceso a los servicios 
de salud y centro de planificación familiar, dicha desigualdad se acentúa sobre todo hacia las mujeres 
indígenas, que siguen muy marginadas en asuntos de derechos sexuales y reproductivos.  

 

Si bien Costa Rica tiene un marco normativo muy favorable y amplio que permite proteger los derechos 
sexuales y reproductivos, esto a pesar de que es el único país en la región que  es confesional. El estado ha 
ratificado las convenciones mas importantes en derechos humanos y en particular los que reconocen los 
derechos sexuales y reproductivos y han promulgado leyes que reconocen el aborto terapéutico, el combate 
hacia la homofobia, la educación para la sexualidad, la prevención de la violencia sexual, la prevención y el 
tratamiento del VIH. Sin embargo, a pesar de este marco jurídico muy favorable en comparación de otros 
países de centro amerita, la implementación y la aplicación concreta de estas normas se ha convertido en 
un reto por la falta de avance en distintos ámbitos. 

 

La situación del acceso a los derechos sexuales y reproductivos para las mujeres en El Salvador es muy 
preocupante. En efecto, no hubo avances en ningún aspectos del acceso a estos derechos para las mujeres 
desde la penalización del aborto en 1998. A pesar de las recomendaciones de varias agencias de desarrollo 
así como de la ONU, El Salvador sigue sin reformar aspectos cruciales como temas de aborto, acceso a la 
salud sexual y reproductiva o educación sexual. Además existen muy pocas cifras oficiales confiables que 
permiten una buena evaluación de la evolución del país en estos temas. 

 

 

6.1 Acceso universal  e integral de las mujeres a los derechos sexuales y reproductivos 

México 

En México, las mujeres indígenas sufren importante desigualdades en el acceso a la planificación familiar, a 
los anticonceptivos, al aborto, así como al acceso de servicios para la detección y el tratamiento de VIH. 
Dicha desigualdad está acentuada por su pobreza, por la falta de una buena cobertura geográfica de los 
servicios de salud, así como por la dificultad que supone llevar servicios de salud sexual sin que estos 
tengan conocimiento de las comunidades. 

 

El acceso a los derechos sexuales y reproductivos sólo es eficiente en casos bien específicos de mujeres 
educadas, viviendo en las zonas urbanas y con buenos ingresos económicos; lo cual, sin embargo, no las 
exenta de sufrir violaciones a sus derechos sexuales y reproductivos. 

 

Belice 

Dado la falta de información de parte de la sociedad civil así como el retraso de Estado en la ratificación de 
varios acuerdos y tratados internacionales, es bastante difícil conseguir información sobre la situación de los 
derechos sexuales y reproductivos en Belice. 

 

Gracias a reportes de parte de organizaciones LGBTI y del International Planned Parenthood Federation  
(IPPF) pudimos juntar información sobre educación sexual, lucha contra el VIH y aborto. Sin embargo, falta 
mucha información al respeto de la verdadera aplicación de programas del gobierno. En fin, hay que tener 
en mente que la mayor parte de los programas que promueven y protegen los derechos sexuales y 
reproductivos en Belice son el resultado del apoyo internacional de organizaciones como el IPPF, el PNUD 
así como Onusida.  

 

Costa Rica 

En Costa Rica existe un marco normativo amplio que regula y protege los derechos sexuales y los derechos 
reproductivos, aún cuando no use ese nombre en particular. Es importante mencionar que el Estado 
costarricense

50
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• Ha ratificado las convenciones más importantes en derechos humanos, incluyendo las que reconocen 
derechos sexuales y derechos reproductivos. 
• Ha suscrito y firmado plataformas y planes de acción a nivel mundial. 
• Ha promulgado leyes que protegen y garantizan los derechos sexuales y los derechos reproductivos. En el 
país existe normativa relativa a derechos sexuales y derechos reproductivos referentes a temas como: 
Aborto terapéutico. 
• Acceso a servicios de salud sexual y salud reproductiva. 
• Combate a la homofobia. 
• Educación para la sexualidad. 
• Métodos anticonceptivos. 
• Prevención de la violencia sexual, incluyendo el hostigamiento sexual. 
• Prevención y tratamiento del VIH/sida. 
• Violencia sexual. El gran problema es que a pesar de este marco jurídico, hay muchos aspectos sobre los 
que no ha habido avances en el país y por lo tanto el reto que se presenta es la implementación de estas 
normas. 

 

El Salvador 

Aún no existe en El Salvador un sistema de salud basado en la equidad y la accesibilidad para toda la 
población y en particular para los grupos en situación de vulnerabilidad, como los jóvenes y sobre todo los 
pueblos indígenas. 

El estado a penas empezó hace un año a ratificar tratados que reconocen los derechos de los pueblos 
indígenas. Pero esta población no tiene acceso a los servicios básicos de salud, aun menos a la salud 
sexual y reproductivas y a métodos anticonceptivos. Además, ninguna política publica fue implementada 
para luchar contra la violencia sexual que siguen sufriendo las mujeres indígenas. 

 

Guatemala 

En Guatemala, uno de los países que tienen el porcentaje de población indígena mas  alto de 
Centroamérica, las mujeres indígenas siguen sin poder acceder a los servicios de salud, de planificación 
familiar, y de prevención y tratamiento del VIH. Podemos constatar importantes diferencias de cifras cuando 
se trata de mujeres indígenas. Por ejemplo, según las Encuestas Nacionales de Salud Materno Infantil, la 
tasa de uso de anticonceptivos ha aumentado de 23,2 por ciento en 1987 al 54,1 por ciento en 2009. Pero 
en el caso de mujeres indígenas el porcentaje es mucho menor, de 5,5 por ciento a 40,2 por ciento en el 
mismo periodo. 

 

Estos datos se asocian con la necesidad insatisfecha en materia de planificación familiar, y con 
maternidades que implican costos para su salud física, sobre todo en el área rural donde se registran altas 
tasas de fecundidad, 4,5 hijos por mujer. Muchos de estos embarazos no son deseados, ya que en 14 por 
ciento de casos las indígenas desean tener acceso a métodos anticonceptivos para limitar el número de 
embarazos, pero enfrentan diversas limitaciones. 

 

Estas cifras tienen sus raíces en la exclusión social y con los antecedentes de demanda insatisfecha de 
acceso a métodos anticonceptivos. Pero también , puede ser relacionado con el machismo, que lleva a 
muchas mujeres a esconder su voluntad de planificación para no enfrentar los celos y la violencia de su 
pareja, tanto psicológica como física. Además, en los centros de salud le siguen pidiendo una autorización 
de la pareja o de los padres en caso de menor de edad, para poder acceder a un método de planificación 
familiar. 

 

En fin, como lo plantea el Tercer Informe de Avances de los Objetivos del Milenio 2010, no existe un censo 
del personal sanitario que maneje idiomas mayas, ni mecanismos para que el personal capacitado 
permanezca cerca de su comunidad de origen y contribuya a romper las barreras idiomáticas y culturales, 
que aún limitan el derecho a la planificación familiar de las indígenas.  

 

Honduras 
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Quienes enfrentan el mayor rezago son las mujeres de pueblos indígenas tienen que enfrentar 
desigualdades en el acceso a los derechos sexuales y reproductivos en particular en el acceso a la 
planificación familiar y a los servicios de salud. Los centros de planificación familiar rurales no son 
suficientemente numerosos para ofrecer una cobertura eficiente. El costo por el acceso a la planificación 
familiar para las mujeres indígenas viviendo en el campo es entonces mas alto que para una mujer viviendo 
en una ciudad. Estas mujeres tendrán que gastar en el transporte, perder un día de espera en el centro lo 
que puede ser difícil en caso que tengan un empleo fijo o una actividad económica cualquiera. Y eso en los 
casos que las mujeres tengan acceso a la información de la existencia de este centro. 

 

Nicaragua 

El acceso de las mujeres a los derechos sexuales y reproductivos está aun lejos de ser universal e integral 
en Nicaragua. Si la cobertura en contextos urbanos es bastante buena y eficiente, las mujeres de bajos 
recursos, viviendo en zona rural, en particular, las mujeres indígenas no reciben la misma atención en 
materia de servicios de salud, planificación familiar y  prevención y tratamiento del VIH. 

 

Según un estudio de la Organización Panamericana de la Salud que se enfocó en mujeres indígenas de las 
regiones autónomas costeñas, establece los siguientes datos que ilustra bien la situación. 

 

La cobertura del parto en esa región (36%) está por debajo del promedio nacional (50%), lo que trae como 
consecuencia: la tasa de mortalidad es dos veces más elevada que el nivel nacional. La carencia en el uso 
de métodos de planificación familiar señala que sólo son usados por el 46.5 % de la población en la región 
contra el 65.50%  conseguido en el país. Las necesidades insatisfechas de planificación familiar son 28,1 % 
contra 14% del nivel nacional.  

 

Las cifras de denuncias de violencias sexuales son igualmente bajas en relación a las cifras nacionales, ya 
que estos asuntos suelen ser arreglado por la comunidad misma. 

 

Estas cifras ilustran la necesidad de implementación de políticas públicas de salud y de planificación familiar 
destinadas a contextos específicos de poblaciones indígenas, y la extensión de los servicios de salud a todo 
el territorio.  

 

Panamá 

Tal como en varios países de Centroamérica y América Latina, el acceso de las mujeres a los 
derechos sexuales y reproductivos sufre una desigualdad importante.  Las dos poblaciones que 
sufren mayores dificultades de acceso a servicios de salud son los jóvenes y las mujeres 
indígenas. Los jóvenes cuentan con escasa información sobre sus derechos y los medios 
contraceptivos que pueden usar, así como el obstáculo de tener que presentarse a los servicios 
de salud con un adulto.  

 

Las mujeres indígenas tampoco tienen acceso a centros de salud públicos, centros de 
planificación familiar, anticoncepción, y programas para prevenir y tratar el VIH. 

 

Desde 2010 y la implementación del Plan de Salud de MINSA, el Gobierno de Panamá busca 
lograr la restructuración51 de la red de provisión de servicios de salud para que sea eficiente y su 
cobertura sea más extensiva. Tradicionalmente, la provisión de servicios de salud a las 
poblaciones indígenas se hicieron con recursos humanos limitados, pocos recursos económicos, y 
acceso limitado de la población a éstos. Los servicios son provistos por el ayudante o asistente de 
salud, generalmente, originarios de la zona y quienes reciben entrenamiento para proveer 

                                                           
51  INFORME ALTERNATIVO. SITUACIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES EN PANAMÁ “Monitoreo de la 
Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer” (Cedaw) (Ley Nº4 del 22 de mayo de 1981 
de la República de Panamá). CLADEM-Panamá, Panamá, 2009, p.27. 
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servicios de promoción de la salud y prevención de enfermedades a la comunidad, por lo que no 
se prescriben medicamentos. Los casos que no pueden ser resueltos en este nivel de atención 
son referidos a otros niveles de complejidad del sistema de salud, para lo cual, las personas, han 
de desplazarse a áreas distantes de su residencia, lo que representa un costo económico y social 
importante para éstas poblaciones. 

 

6.2 Educación sexual integral y planificación familiar 

México 

En México, las y los jóvenes inician su vida sexual entre los 15 y los 19 años, en promedio. La gran mayoría 
de ellos (97%, según las cifras de la UNFPA) conoce al menos un método anticonceptivo; sin embargo, más 
de la mitad no utilizaron ninguno en su primera relación sexual. Estudios de la Secretaría de Salud muestran 
que la mayor demanda insatisfecha de métodos anticonceptivos corresponde a adolescentes de 15 a 19 
años; asimismo, se estima que 17.4% de los nacimientos totales corresponden a mujeres menores de 20 
años. 

La educación integral en sexualidad y los servicios de salud amigables para adolescentes forman parte de 
los compromisos nacionales e internacionales suscritos por México como la Declaración Ministerial 
“Prevenir con Educación”, aunque el avance es lento, de apenas 50 por ciento (cifras de Demysex). La 
evaluación más reciente señala para el caso de México que para alcanzar las metas establecidas para el 
año 2015, las secretarías de Salud y Educación  deberían tener un convenio-plan de trabajo conjunto; rendir 
cuentas sobre el seguimiento de las acciones a escala regional; destinar recursos económicos etiquetados 
para realizar acciones encaminadas al cumplimiento de la declaración ministerial, así como la capacitación 
de profesores. Demysex señala también que la SEP tendrá que realizar un plan de evaluación de los 
programas educativos de nivel básico, con la finalidad de incluir los temas de la educación integral sexual en 
una sección específica de la Evaluación Nacional de Logro Académico en Centros Escolares (Enlace). Por 
su parte, la SSA tendrá que generalizar la estrategia de servicios amigables para los jóvenes. 

 

Belice 

Dado la importante importancia de la Iglesia Católica y de las Iglesias Evangélicas que manejan alrededor 
de 60 %

52
 de las escuelas del país, la inversión del gobierno en una política de educación sexual integral se 

ha complicado bastante. Se han reportado casos de explosión de alumnas en razón de un embarazo, 
despido de profesoras por haber tenido un bebe fuera del matrimonia mientras la Iglesia Católica condeno 
firmemente el uso del condón. Los directores de las escuelas justifican la falta de implementación de la 
educación sexual por sus profesores que estarían incomodos con el tema y prefieren no abordarlo. 

 

La Belice Family Life Association (BFLA) una organización dedicada a la planeación familiar, miembra del 
IPPF encabeza unos programas de educación sexual en escuelas públicas. Voluntarios dan talleres en 
escuelas primarias, secundarias, and fuera de las escuelas con población adolecente. BFLA también ofrece 
capacitaciones para esos voluntarios así como personal de salud, profesores, educadores y personal de 
farmacia para que puedan atender las necesidades de jóvenes. 

 

Acerca de la planificación familiar, el país cuenta con una política de apoyo indirecto desde 1996
53

. Los 
centros de planificación familiar reciben el apoyo del gobierno y de varias organizaciones internacionales, y 

                                                           
52 Stakeholder Sumisión on Lesbian, Gay, Bisexual and Transgender (LGBT) Rights in 
 Belice 
 For the 17th Session of the Universal Periodic Review - October 2013 
, p4. 
53 Audrey Janet Núñez Gough 
, The Effects of Government Policies towards 
 Contraception Use in Women,  
Población y Salud en Mesoamérica 
, Revista electrónica semestral, ISSN-1659-0201 
, Volumen 5, número 2, artículo 5 
, Enero - junio, 2008 
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ellos manejan el acceso a anticonceptivos en Belice. En efecto, los anticonceptivos están accesible de 
manera gratuita en los hospitales en cualquier instrucción de servicio medico publico y   también se puede 
conseguirlos en farmacias, obviamente bajo un costo mas alto.  

 

El BFLA también ofrece servicios de diagnóstico del embarazo, anticonceptivos y programas de clínicas 
nómadas para llevar la información en lugares poco accesibles que necesitan estos servicios. 

 

 

Costa Rica 

Costa Rica tiene una muy buena cobertura en términos de anticonceptivos. En 2010, 82,2 % de las mujeres 
de 15 y 49 años usaban algún tipo de anticonceptivo : 

 35 % usaron métodos de esterilización 

 34 % de métodos « modernos » : orales, DIU, inyectables, etc..,  

 9 % los puros condones (en mayoría masculinos con solo 0.5 de uso del femenino) y  

 en fin solo 3 % eligieron métodos tradicionales. 

Sin embargo, no esta disponible la pastilla anticonceptivas de emergencia como tal. El producto dedicado 
fue remplazado por unas dosis especificas de las pastillas anticonceptivas regulares (una primera dosis lo 
antes posible, luego de la relación sexual y una segunda dosis en un plazo exacto de 12 horas luego de la 
primera dosis). 

 

En Febrero de este año, implementaron por primera vez el programa de Educación para la Afectividad y la 
Sexualidad Integral en las escuelas del país. Este programa se enfoca en temas como afectividad y vinculo, 
cultura, mitos y relaciones poder, y salud, toma de decisiones y conductas de riesgo. El plan de estudio 
presente siete ejes : relaciones interpersonales, cultura, poder y responsabilidad, placer como fuente de 
bienestar, género, identidad psicosexual, salud reproductiva y derechos humanos. 

 

En 2001, un grupo de personas presento ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos una 
denuncia contra el estado costarricense, argumentando que esta decisión de la Sala Constitucional 
constituía una injerencia en los derechos a la vida privada, a la vida familiar, al derecho de conformar una 
familia y una violación al derecho de igualdad. La comisión recomendó entonces a Costa Rica levantar la 
prohibición de la FIV pero ante el incumplimiento de esta recomendación, sometió el caso a la jurisdicción 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  

El 29 de Julio de 2012, la Corte condenó a Costa Rica bajo 3 argumentos  importantes en el tema de la 
anticoncepción de emergencia: 

 hay un derecho a procrear y un derecho a no procrear 

 interpretación del término concepción : si un ovulo fecundado no se implanta en el cuerpo de la 
mujer sus posibilidades de desarrollo son nulas, porque no recibe los nutrientes necesarios, ni esta 
en el ambiente adecuado. Concepción presupone entonces la existencia dentro del cuerpo de una 
mujer. En efecto, solo es posible establecer un embarazo una vez que feto se ha implantado en el 
útero y produce una hormona detectable únicamente en una mujer que tiene un embrión anidado. 

 Un embrión no implantado no es persona. 

 

Estas afirmaciones legitiman el uso de los métodos anticonceptivos, en especial, los hormonales de 
emergencia, como la pastilla del día después. En efecto, estos métodos no atentan contra el derecho a la 
vida, ya que no soy abortivas y solo impiden que implante el embrido y entonces que empieza un embarazo, 
además se convierte en un referente para América Latina 

 

                                                                                                                                                                                                 
, Publicado 1 de enero, 2008,  
http://ccp.ucr.ac.cr/revista/, p 3 y 8. 

http://ccp.ucr.ac.cr/revista/
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El Salvador 

Los adolescentes sufren un seria de problemas muy serios como embarazo no deseado, violencia sexual, 
enfermedades por razones de falta de conocimiento sobre salud sexual y reproductiva. 

Las adolescentes inician su primera relación sexual antes de los 16 años y conocen generalmente 
problemas como embarazo que les fuerzan a abandonar sus estudios y situación que luego se repercute en 
los ingresos de dicha familia. Además, según un estudio del Banco Mundial 41 % de los primeros 
embarazos de las mujeres de 10 a 19 años fueron consecuencias de actos de violencia y en 12 % de estos 
casos, el acto de violencia fue cometido por algún familiar. 

En casos de relaciones sexuales consentidas, existe un uso de limitado de métodos anticonceptivo por falta 
de información y de conocimiento de los medios de acceso a dichos métodos. La principal fuente de 
información de la población joven suelen ser los maestros y los padres que no tienen capacitación 
específica para poder ofrecer toda la información necesitada. 

Unas cifras del mismo estudio, son particularmente preocupantes. Así 22 % de las jóvenes de 10 a 19 años 
declaro no poder ejercer claramente su derecho a elegir su pareja, 32 % declaro no saber que existía la 
posibilidad de tener relaciones sexuales solo con su consentimiento y un tercio no conocía su derecho a 
decidir del momento donde empezaba su vida sexual. En fin, mas de la mitad no ejerce su derecho  
denunciar violencia sexual por temor a represalias. 

Estos datos son la ilustración de la necesidad de la implementación de una educación sexual en las 
escuelas del país con fines de reducir la incidencia del embarazo adolescente así como de las 
enfermedades sexualmente transmisibles. También permitirá un mejor acceso a la atención de salud y a 
defenderse en casos de violencia. 

 

Guatemala 

De acuerdo con un informe de seguimiento de los programas « Prevenir con Educación » de parte de la 
Coalición Mesoamericana para la Educación Integral en Sexualidad, Guatemala encabeza las acciones con 
un 67 por ciento de avance. Sin embargo, hay que relativizar ese porcentaje por que si efectivamente el 
proceso ministerial avanza, la educación sexual aun no llego a las aulas. Los maestros no son capacitados 
para abordar estos temas con niños y adolescentes y lo siguen abordando de forma muy superficial cuando 
lo hacen. 

Guatemala continúa teniendo una de las tasas de fecundidad más altas de la región. La tasa global 
 de fecundidad en Guatemala es en promedio de 3.6 hijos por mujer, sin embargo existen brechas 
 significativas entre mujeres urbanas y rurales, mujeres con educación superior y sin educación como 
 se evidencia a continuación, siendo dos de los grupos de mayor fertilidad el de mujeres jóvenes y de 
 mujeres adolescentes. 
 

Leyes recientes, tales como la “Ley de acceso universal a la planificación familiar” del año pasado, brinda 
nuevas esperanzas en relación con los derechos de las mujeres a la atención de la salud y a la 
autodeterminación.  Sin embargo, 3 de cada 10 mujeres guatemaltecas aun no tienen acceso a un centro de 
planificación familiar, y esos servicios son generalmente bridados por asociaciones civilices. Por ejemplo, se 
puede notar el trabajo de Planned Parenthood Federation of America, que con varios programas 
contribuyen a la reducción de la tasa de mortalidad materna, aumenta el acceso a anticonceptivos. También 
tienen un programa de clínica móvil que se desplaza a través de algunas de las zonas más pobres y más 
invadidas por pandillas de la ciudad de Guatemala proporcionando servicios de salud sexual y reproductiva, 
y una farmacia para jóvenes que brinda consejos sobre salud y anticonceptivos a los adolescentes en un 
ambiente seguro y anónimo. Además, los educadores de grupos adolescentes ofrecen educación sexual y 
anticonceptivos a sus amigos y vecinos.   

El apoyo de PPFA ha permitido a Tan Ux'il, una organización comunitaria con sede en la región norte del 
Petén, implementar un programa que brinda educación sexual y servicios sobre sexualidad a los 
adolescentes entre 12 y 19 años, un grupo que es vulnerable al embarazo no planificado. Mediante 
actividades entre iguales y funciones de teatro callejero, Tan Ux'il capacita a los adolescentes con 
conocimientos y habilidades para tomar decisiones sanas. El programa también tiene un programa de radio, 
producido y conducido por jóvenes que combinan el entretenimiento con la educación sexual para atraer a 
los oyentes jóvenes y asegurarse de que reciban información precisa.  

PPFA también apoya a la organización feminista, Tierra Viva, en su Campaña para Disminuir el Aborto 
Inseguro. Esta organización se está asociando con otras organizaciones feministas del país para construir 
una red de apoyo con el fin de reducir las muertes, discapacidades y sufrimientos que las mujeres y sus 
familias enfrentan como resultado de un aborto inseguro.  La campaña incluye talleres y charlas sobre el 
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aborto , entre ellos, relatos de vida de primera mano por mujeres , para individuos de diversas profesiones y 
ubicaciones geográficas. Mediante la concientización acerca del aborto como una cuestión apremiante de 
salud y de derechos humanos, el proyecto se dirige a los elementos políticos y legales claves, como 
abogados y jueces, en la lucha por ganar acceso a los servicios de salud reproductiva. 

 

Honduras 

Desde hace 10 años Honduras esta pasando por una controversia jurídica importante acerca de la 
Anticoncepción de Emergencia. En 2002, bajo presión de la Iglesia Católica, el Ministerio de la Salud se 
niego a hacer la promoción del Anticonceptivo de Emergencia. En Octubre de 2009, fue prohibido la 
promoción, uso, compro, venta y hasta distribución gratuita de este anticonceptivo de emergencia. En fin, el 
primero de febrero de 2012, la Corte Suprema de Justicia declaro la asequibilidad constitucional del decreto  
de penalización del uso de esta pilladora de emergencia, bajo el argumento que era considerando como un 
método abortivo y que por lo tanto violaba el articulo 126 del Código Penal que prohíbe el aborto sin 
ninguna excepción.  

 

Esta decisión no solo va en contra de los reportes científicos que definen la acción de esa pastilla como la 
posibilidad de impedir el ovulo fecundado de amararse en el útero, lo que implique el impedimento de un 
embarazo y no su interrupción, sino también viola los derechos de las mujeres hondureñas a planificar su 
maternidad, y así viola los derechos humanos de las mujeres protegidos en la Constitución y en los distintos 
tratados internacionales firmados por Honduras. 

 

Esa influencia de la iglesia católica es también uno de los mas grandes obstáculos al respeto de los 
derechos sexuales y reproductivos de los jóvenes en Honduras. En efecto, Honduras es el segundo país 
con mayor numero de embarazos adolescentes de América Latina según ONUMUJERES, uno de cada 
cuatro partos es de una menor de 19 años.  

 

Otros datos relevantes, las tasas de alumbramiento en la adolescencia son superiores a 100 por cada 1.000 
adolescentes de 15 a 19 años de edad y debemos tener en cuenta que las tasas de embarazo y de 
procreación, son mayores entre jóvenes pertenecientes a grupos indígenas y afro descendientes, que 
tienden a estar en posición desventajosa en materia socioeconómica y educacional. De acuerdo a un 
estudio de la Fiscalía de la Niñez hondureña, el 50 % de los embarazos en menores tienen su origen en 
violaciones, muchas de ellas por sus familiares. Otro aspecto que destaca el estudio es la alta mortalidad 
materna entre las adolescentes, que en el caso de Honduras tenemos una tasa de mortalidad materna de 
100 por cada 100.000 nacidos vivos. 

 

A cerca de este tema, se han dado reuniones estratégicas de organizaciones de la sociedad civil y 
ONUMUJERES con Ministros de las Secretarías donde redacto la Declaración Ministerial para la creación 
de guías sobre salud sexual y reproductiva y el compromiso que toma el Estado de Honduras al firmarla. 
Las mismas han tenido como resultado los compromisos por parte de las Secretarías en fomentar la 
impartición del contenido de las guías sobre salud sexual y reproductiva en las escuelas del país con el 
objetivo de informar a la juventud hondureña y disminuir así las alarmantes tasas de embarazo en 
adolescentes y niñas. 

 

 

 

Nicaragua 

Como consecuencia de la Declaración Ministerial « Prevenir con Educación », el  Ministerio de Educación 
hizo accesible al personal docente de la educación preescolar, primaria y secundaria, una guía de consulta 
sobre el tema de Educación Integral de la Sexualidad, que contiene diferentes capítulos que van explicando 
paso a paso cómo se estructura en forma integral el componente de la sexualidad humana.  Dicha 
declaratoria tenía como objetivo «fortalecer la respuesta favorable de autocuidado contra la epidemia del 
VIH y otras infecciones de transmisión sexual en el contexto educativo formal y no formal ».  El acceso a 
esa guía tiene además el objetivo de dar la oportunidad a los maestros de poder brindar información a sus 
alumnos/as para el pleno ejercicio de una sexualidad sana y responsable. Sin embargo, según la Coalición 
Nicaragüense por los Derechos Sexuales y Reproductivos, el esfuerzo estatal no es aun suficiente; ya que 
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aun cuando las guías son accesible a los maestros, muchos eligen no implementarla en la clase de 
educación sexual integral y prefieren abordar el tema rápido en otra clase (por ejemplo : educación cívica).  

 

El Estado se comprometió a reducir al máximo el número de escuelas que no brindaran educación sexual 
integral, ya que 50 % de los adolescentes no tienen acceso a servicios de salud sexual y reproductivas 
adecuados según la organización de planificación familiar Profamilia, lo cual se ve reflejado en cifras de la 
CEPAL, 27 % de las mujeres nicaragüense que tienen uno o varios hijos tienen entre 15 y 19 años. 

 

El acceso a los métodos de planificación familiar de las mujeres en edad reproductiva en Nicaragua es 
sumamente alto y ha crecido en los últimos años de un 50 % a casi en un 69 % según el UNFPA. Sin 
embargo, ese aumento ocurrió especialmente en contextos urbanos, para mujeres que tienen un mayor 
nivel educativo y más recursos económicos, con lo que sigue pendiente que el Estado brinde acceso a los 
servicios de planeación familiar en la zonas rurales y para las mujeres de bajos recursos económicos 
quienes siguen sin tener un acceso fiable a los anticonceptivos. 

 

Panamá 

Panamá tiene 3,2 millones de habitantes, de los cuales 1,25 millones son menores de 19 años. En 
2010, en Panamá se reportaron 609 nacimientos entre mujeres menores de 15 años. De éstas, 
522 recibieron atención institucional. Hubo 12 mil 944 nacidos vivos entre jóvenes de 15 a 19 años, 
de los cuales 11,972 recibieron atención institucional. La tasa de embarazos adolescentes es muy 
alta si se considera que es un país donde un tercio de su población cuenta con menos de 19 años. 
El embarazo es la causa principal de muerte de las mujeres entre 15 y 19 años en el mundo, ya 
que los embarazos precoces hacen que las mujeres se expongan a más riesgos y complicaciones. 

 

En teoría, los jóvenes tienen fácil acceso a por los menos seis métodos anticonceptivos en los 
centros de salud, así como a asesorías y servicios de anticoncepción después del un parto o un 
aborto ; sin embargo, el acceso, en realidad, es muy limitado por el hecho de que deben 
presentarse con sus padres, ya que de otro modo no podrán ser atendidos. Además, no gozan de 
una educación sexual integral. 

 

 Un estudio que realizó la Coalición Mesoamericana por una Educación Integral en Sexualidad, 
arrojó que Panamá no avanzó en materia de educación sexual preventiva desde que firmó la 
Declaración Ministerial « Prevenir con Educación ». Según este estudio,  la parte que le 
corresponde al Ministerio de Salud (MINSA) es dar los servicios de salud sexual y reproductiva 
integral -destinados exclusivamente a jóvenes-, este objetivo tuvo un avance del 60%; mientras 
que la parte que le tocó al Ministerio de Educación (MEDUCA), correspondiente a la 
« actualización de los contenidos y mecanismos didácticos del currículo básico para incluir 
criterios de la educación integral en sexualidad », tiene 0% de ejecución. 

 

6.3 Mortalidad Materna y casos de VIH SIDA 

México 

Desde hace 5 años, la tasa de mortalidad materna ha sido más o menos consistente en México. Fue de 
57,2 en 2009, de 62,2 en 2010 de 51,5 en 2011 de 50,7 en 2012, ésta, ilustra las desigualdades de acceso 
de las mujeres mexicanas a servicios de protección de salud materna y obstétrica. 

 

En relación al VIH/SIDA, en 2011, 180 000 personas fueron diagnosticadas con el VIH de las cuales 30 000 
eran mujeres.  Las mujeres suelen enfrentar más riesgos que los hombres, ya que muchas no tienen o ven 
negada por su pareja la posibilidad de acceso a la protección sexual, además de ser consistentemente 
violentadas sexualmente por éstas. Aunque las mujeres no padezcan la enfermedad la cultura machista que 
prevalece las lleva a ser ellas las que deben asumir los cuidados de las personas que viven con VIH/SIDA a 
nivel familiar y comunitario.  
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Por otra parte, las mujeres que viven con VIH/SIDA generalmente se enfrentan a situaciones diferenciadas 
de estigma y discriminación. A pesar de estas graves consecuencias, las mujeres se encuentran totalmente 
ausentes de las políticas públicas dirigidas a la atención y prevención del VIH/SIDA y el número de mujeres 
que viven con VIH/SIDA va en aumento año tras año (SIPAM). La epidemia del VIH/SIDA en México es 
visibilizada por la Secretaría de Salud como predominantemente “homo-bisexual” y considerada como una 
“epidemia concentrada” en grupos que mantienen prácticas de riesgo: hombres que tienen sexo con 
hombres, trabajadores/as sexuales y usuarios de drogas inyectables (CENSIDA) y convirtiéndose así en 
sujetos de las políticas públicas de salud para las personas infectada por VIH, relegando e invisibilizando la 
problemática entre la población femenina. 

 

De parte del Estado, la atención al VIH/SIDA es uno de los 8 Objetivos de Desarrollo del Milenio que 
contempla la meta de “Haber detenido hacia el 2015 y comenzado a contrarrestar la propagación del 
VIH/SIDA”.  Por ello, existe una política de acceso universal y gratuito a los tratamientos básicos para las 
personas que viven con VIH/SIDA y campañas para la eliminación de la discriminación a las personas que 
viven con VIH-SIDA. Así como acciones de manejo y control eficaz para reducir la transmisión del SIDA 
originada por vía sanguínea. 

 

Belice 

El porcentaje de personas infectada por el VIH alcanza los 4 
54

% de la población en Belice. En teoría existe 
un programa nacional de lucha contra el VIH de la Secretaria de Salud apoyado por e IPPF y otras agencias 
de desarrollo como ONUSIDA o el PNUD que proporciona su propio programa de apoyo a la población 
joven (15 – 24 años) afectada por el VIH, ofreciendo antiretrovirales gratuitos. Sin embargo, la falta de 
armonización de estas políticas hacia los parientes infectados por el VIH, implica una gran desigualdad en el 
acceso a un tratamiento. 

 

La otra dificultades que tiene que enfrentar esta población es la discriminación que permite  la ley en el país. 
La transmisión del VIH esta criminalizada, así como las relaciones sexuales entre personas del mismo sexo. 
La migración de personas con VIH esta restringida y no cuenta con una ley que protege a esta población, ni 
con programas públicos de lucha contra las discriminaciones aunque existan varios programas manejados 
por ONG o organizaciones internacionales y agencias de desarrollo.
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Desde 2006, la mortalidad materna en Belice aunque siga con cifras muy altos, conoce una cierta bajada. 
Así, si en 2006 el la tasa era de 85.3 para 100.000 mujeres (6 defunciones), bajo a 42.5 para 100.000 
mujeres en 2008 y volvió a subir  a 53.9 para 100.000 mujeres en 2009. Las razones de muerte materna 
siguen siendo razones obstétricas así como eclampsia o hemorragia postparto. 

En Febrero de 2012, el gobierno de Belice se unió a la Iniciativa Salud Mesoamérica 2015 con un proyecto 
que tiene como objetivo reducir la mortalidad materna e infantil entre los mas pobres del país. El programa 
buscara beneficiar a mas de 30.000 mujeres, jóvenes y niños. Sin embargo, los resultados no son 
disponibles aún. 

 

Costa Rica 

De 2005 a 2010, subió las cifras de paciente infectado por VIH atendidos por los servicios de salud de 2000 
a 3,663. La cobertura, sin embargo, no llega a la mitad del números de personas infectadas según 
ONUSIDA (8,800 en 2011). Otro problema es que las personas buscan ayuda cuando el VIH ya esta en un 
estado avanzado aunque la prueba de VIH sea gratuita y confidencial. 

 

Unas de las razones explicando estas reacciones podría ser los altos niveles de estigma y discriminación 
hacías las personas con VIH, discriminación provocada por falta de conocimiento del virus y de las formas 
de transmisión. Según ONUSIDA, la discriminación contra las personas con VIH es un de los mayores 
obstáculos para detener y revertir la epidemia. Así incrementa el temor a averiguar su estado serológico y 
así como pedir la información  necesaria para reducir el riesgo de transmisión. 
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En cuanto a La tasa de mortalidad materna
56

 (por cada 10,000 nacidos vivos) fue de 2.54 casos en el 2010, 
cayendo por segundo año consecutivo. A lo largo de la década, el indicador mostró una tendencia 
decreciente si bien el ritmo de descenso se vio constantemente afectado por un patrón de sube y baja, 
habiendo alcanzado el mínimo en el 2007, el nivel alcanzado en el 2010 fue el segundo menor del periodo 
2000-2010 

 

 Estas conclusiones, sin embargo, deben analizarse con cautela. Las tasas de mortalidad materna 
presentan patrones de comportamiento altamente irregulares con cambios fuertemente significativos entre 
un año y otro. La mortalidad materna en Costa Rica no identifica una sola causa que recurrentemente 
ocasione los altos y bajos en la tasa.  

 

Dentro de la gama de posibles explicaciones a la inestabilidad de la tasa se suele encontrar que parece 
existir una alta variabilidad en la calidad de los servicios que reciben las mujeres embarazadas. Alrededor 
del 45% de los fallecimientos se atribuyen a deficiencias en la atención médica tales como diagnósticos 
errados, demoras en la atención y problemas con el equipo apropiado, entre otros.  

 
 
La UNFPA para América Latina y el Caribe señala que de todas las nuevas infecciones con el VIH, la mitad 
ocurre entre los jóvenes — 6.000 por día — y las mujeres jóvenes están afectadas 
desproporcionadamente.  Entre las personas de menos de 24 años que viven con el VIH/SIDA, dos terceras 
partes son mujeres jóvenes.
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El Salvador 

La Organización Panamericana de la Salud señala que la proporción de mortalidad materna en El Salvador, 
presentó poca variación entre los años 2007 y 2010, con 53,5 y 55,8 defunciones maternas por 100.000 
nacidos vivos, respectivamente; 61% correspondió a defunciones maternas por causas directas (hemorragia 
posparto, enfermedad hipertensiva del embarazo y sepsis) y 24% ocurrió en adolescentes. En 2010, 94% 
de las embarazadas recibió al menos un control prenatal durante su embarazo y 78% tuvo cuatro controles; 
la atención hospitalaria del parto en el mismo año ascendió a 90% y solo 59% recibió control posnatal; del 
total de partos, 25% finalizó en cesárea y 7,7% de los embarazos terminó en aborto.
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En función de lo anterior el Ministerio de Salud, que recientemente ha aprobado la Política Nacional de 
Salud Sexual y Reproductiva, manifiesta haber cumplido el “Objetivo del Milenio número 5 referido a mejorar 
la salud materna y bajar la mortalidad de las madres, como uno de los logros más grandes”, en El Salvador 
“de cerca de 100 mil inscripciones prenatales al año, 33.2% son de mujeres adolescentes. En la actualidad, 
el 31.4% de los partos corresponde a mujeres de entre 15 y 19 años. Mientras que la tasa de fecundidad 
adolescente en El Salvador es de 104 nacimientos por cada 1.000 mujeres de 15 a 19 años, cifra que es 
considerablemente más alta que el promedio regional de 80 por cada 1.000 para América Latina y El 
Caribe”.
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Muchos de los embarazos de niñas y adolescentes son naturalizados y tratados con total normalidad por 
diferentes instancias institucionales. Este es el panorama de un país donde los embarazos adolescentes se 
incrementan cada día y donde las autoridades cierran los ojos ante la violación de derechos humanos de las 
mujeres que estos embarazos forzados – en muchos casos - implican. 

Según la Ley especial, integral para una vida libre de violencia para las mujeres vigente desde enero 2012, 
todo embarazo en una menor de 15 años debe considerarse una violación, no obstante, estas niñas 
salvadoreñas que ahora cargan con la maternidad forzada no fueron tratadas como víctimas de violación, ni 
tuvieron la opción de poder continuar o no con el embarazo que se les impuso, debido a la legislación penal 
que desde 1998 eliminó la figura de aborto no punible. 
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Una de las consecuencias más dramáticas en la aplicación de la legislación que penaliza de forma absoluta 
el aborto es la criminalización de las mujeres, que acuden a hospitales públicos con complicaciones 
obstétricas, en muchos casos en estado inconsciente producto de fuertes hemorragias, y que son acusadas 
y procesadas en las mismas salas de emergencia hospitalaria, y trasladadas directamente del hospital a la 
cárcel.  

Se trata, en la mayoría de casos, de mujeres jóvenes, que viven en situación de pobreza, por lo cual han 
tenido un acceso muy limitado a la educación, que padecen complicaciones en el embarazo, con partos 
precipitados o abortos espontáneos, ocurridos en viviendas precarias y sin asistencia médica, que llegan 
desangrándose a hospitales públicos buscando atención sanitaria de emergencia. Son ellas, las que, con un 
prejuicio instigado por años desde la Fiscalía General de la República, son tratadas como asesinas, sin 
ningún beneficio de duda porque no se les reconoce la presunción de inocencia, y sin comprender qué les 
ha ocurrido exactamente, se ven sometidas a rápidos procesos judiciales, en los que muchas veces ni 
siquiera conocen al defensor público que se les ha asignado, son llevadas a audiencias de sentencia, donde 
se les condena por homicidio agravado, hasta a 30 y 40 años de cárcel.  

Las cifras en materia de contagio de VIH/SIDA entre la población salvadoreña tampoco son alentadoras. Un 
estudio reciente de FUNDASIDA detalla que la cifra de casos por transmisión de VIH/SIDA en El Salvador 
sigue al alza. Durante 2012 se han registrado un total de 17,645 casos de transmisión detectados en 
hombres y 10,597 casos en mujeres.
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Guatemala 

Un monitoreo elaborado por el OSAR reveló que en el 2011 se conocieron 390 casos, mientras que en el 
2012 fueron 460, lo que significa que en números absolutos ha aumentado.  Es probablemente 
consecuencia de la falta de acceso de las mujeres a servicios de salud reproductiva y obstétricos confiables, 
de proximidad. Parece que las únicas zonas correctamente cubiertas, son las zonas urbanas  

  
 

Un total de 26,113 mujeres guatemaltecas mayores de 15 años viven con VIH, según estimaciones de 2011 
de UNAID. La infección por VIH en mujeres se ha triplicado en 22 años, y la relación de masculinidad, 
 que antes de 1996 era de entre 5 y 7 hombres por cada mujer, ahora es de dos hombres por 
 cada mujer, según el Informe de situación sobre VIH y violencia basada en género: una 
 aproximación desde las determinantes sociales . 
 

Según el mismo informe, el 96,65% de las mujeres con VIH no recibieron educación o no 
 completaron su educación secundaria, lo que evidencia el impacto de las condicionantes 
 sociales sobre la epidemia. 
 
El gobierno Guatemala asumió en la Declaración Política sobre VIH de 2011 eliminar la transmisión 
 materno – infantil de VIH, un compromiso adquirido a nivel mundial pero en 2011, tan sólo el 21,65% de las 
mujeres con VIH embarazadas recibió tratamiento antirretroviral para reducir el riesgo de transmisión del 
VIH. Las estimaciones indican que 1.672 embarazadas viven con VIH en el país, lo que implica que tan sólo 
362 mujeres habrían tenido acceso al tratamiento. En Guatemala entre el 4 y el 5% de los casos de  
transmisión de VIH se producen de madre a hijo. 

 

Honduras 

Honduras cuenta con 33,000 personas con VIH, dentro de ellos, 10 000 son mujeres (ONUSIDA, cifras de 
2011). 

 Existe una política nacional de lucha contra el VIH implementado por el estado de Honduras. La 
secretaria de salud cuenta con 37 Centros de Atención Integral enfocándose en las personas viviendo con 
el VIH, sin embargo estos establecimientos médicos tienen vínculos limitados con los otros establecimientos 
de las red de salud, lo que impide una política coordinada de lucha contra el virus y el acceso de las 
personas infectadas a unos servicios públicos accesibles y adecuados. Además, los servicios de prevención 
del VIH no están sistematizados en toda la red de salud del país. 

El Instituto Hondureño de Seguridad Social presta servicio de promoción y prevención únicamente a sus 
afiliados y cuenta con sus propios dos CAI para atender personas infectadas, pero excluye las personas que 
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no cuentan con seguro medico así que las personas alejadas de estos dos Centros ubicados en 
Tegucigalpa y San Pedro Sula.  

Los de mas acceso a un tratamiento vendría de organizaciones de las sociedad civil, o gobiernos locales, 
pero estas acciones no tienen una cobertura geográfica equitativa y no tienen coordinación entre ellos. 

 Según un estudio presentado por la fundación Llaves, El Centro de Derechos de Mujeres, la 
Comunidad Internacional de Mujeres con VIH: ICW Capitulo Honduras, La red de Mujeres Hondureñas 
Positivas y El Colectivo Rosa, en Honduras 70 % de mas mujeres con VIH no reciben tratamiento adecuado. 
Aun mas grave, 63 % de las mujeres entrevistadas en el estudio no se le ha proporcionado información 
sobre métodos anticonceptivos diferentes al condón, y 35 % no sabían que se podía transmitir el virus al 
bebe y que existía métodos para evitarlo. En fin, se reporto casos de presión para controlar la reproducción 
de las mujeres con VIH a través de la esterilización, en Honduras se reportaron 6 casos de este hecho en la 
población entrevistada. 

 

Nicaragua 

Según las cifras recientes del Ministerio de la Salud (MINSA), la tasa de mortalidad materna bajó de manera 
muy importante entre 2005 y 2012. Así, la tasa paso de 86.47 por cada 100 mil nacidos vivos a 63.2 en 
2011 y a 50.6 en 2012. Estas cifras pueden ser explicadas por un desarrollo del control prenatal en el país, 
que permite una mejor detección y control de los factores de riesgo durante el embarazo. En efecto, si en 
2005, sólo el 34,7 % de los embarazos eran captados por el sistema de salud pública para atención prenatal 
en 2011 aumentó a 54 % y en 2012 al 55.8 %. 

 
 

En 2011, Nicaragua tenía 7600 personas infectadas por el VIH, la mayoría (5200) eran mujeres. A través de 
las demandas ciudadanas ante el grave problema de salud pública, las organizaciones de la sociedad civil 
ahora reconocen el esfuerzo estatal en un incremento de los fondos destinados hacia la prevención del 
Virus, así como la integración de la temática del VIH/Sida en el programa de educación sexual integral hacia 
los jóvenes. Sin embargo, las mujeres con VIH siguen siendo víctimas de discriminaciones importantes : se 
les niega el derecho a ser atendidas durante el embarazo, y suelen enfrentar obligación de prueba de VIH 
para solicitar un empleo. 

 

Panamá 

La cifras de mortalidad materna aumentaron de manera significativa entre 2008 y 2010, pasó  
de71 muertes por 100.000 nacidos vivos a 92 por 100.000 nacidos vivos. 

 

En esta situación influye la desigual atención profesional calificada que se da durante el parto 
entre el área rural, rural indígena y urbana. Al mismo tiempo son agravantes de esta problemática 
la pobreza, la desnutrición, el desigual acceso a la educación, la dispersión poblacional y, por 
extensión, la falta de seguridad alimentaria, las condiciones deficientes asociadas a la salud 
ambiental y la calidad de la vivienda, entre otros determinantes, concentrados, además, 
inequitativamente entre los segmentos poblacionales con mayor exclusión de la sociedad 
panameña. Panamá, por tanto, presenta importantes dificultades para el logro de este objetivo, 
que forma parte de los Objetivos del Milenio. 

En 2011, contabilizaron 18,000 personas con VIH en Panamá de las cuales 4,400 son mujeres, lo 
que representa cerca de un cuarto de las personas con VIH. Las mujeres con VIH tienen que 
enfrentar varias dificultades y estigmatizaciones: por ejemplo, una mujer VIH positiva es juzgada 
más duramente que un hombre. Las mujeres con VIH tienen además que enfrentar altos niveles 
de violencia y discriminación por parte de sus familias, sus comunidades y las instituciones 
prestadoras de servicios. 

Los aspectos sociales y económicos como la educación y el nivel de ingresos también se han 
identificado como factores estructurales que provocan violencia y discriminación hacia las mujeres 
VIH positivas. Para muchas de estas mujeres, encontrar un empleo que les genere los ingresos 
suficientes para mantener a su familia puede ser una tarea casi imposible, lo que impide que 
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muchas mujeres con VIH se independicen en caso de tener, por ejemplo, una pareja violenta, lo 
cual limita sus posibilidades de romper el ciclo de la violencia 

 

6.4 Interrupción voluntaria del embarazo 

 

México 

En México, el Código Penal penaliza el aborto y lo tipifica como delito en sus artículos 329 a 334. Los únicos 
casos en que está permitido es en caso de violación o de peligro por la vida de la mujer. Sin embargo, la 
situación en las entidades federativas es un poco más compleja. Acerca de la violación como razón para 
autorizar un aborto, en 10 estados se establece que es autorizable el aborto durante el primer semestre del 
embarazo, mientras que en el resto de las entidades no se establecen plazos. La causal de peligro de 
muerte sólo existe en 25 entidades, por la malformaciones del producto en 14; por graves daños a la salud 
de la mujer en 13; por inseminación forzada en 11; por causas económicas (después de tener tres hijos) en 
una (Yucatán) y por voluntad de la mujer en las primeras doce semanas sólo en una entidad, el Distrito 
Federal, donde se despenalizó en abril de 2007. Hasta el 31 de diciembre, en esta última entidad se 
registraron 92,363 abortos, de los cuales 73,2% de quienes lo solicitaron eran del Distrito, 23,5% vinieron 
desde el Estado de México y 3.3% de los otros estados o de fuera del país. 

El aborto en caso de violación tiene que ser pedido por las mujeres mismas al Ministerio Público o en 
algunas entidades a un juez de control. Tienen que presentar la denuncia de violación, y presentar pruebas 
del embarazo, así como elementos que  comprueben que el embarazo es producto de una violación. Las 
cifras de denuncia de dicho delito siguen siendo muy bajas por lo que no tiene acceso al aborto; además de 
que aun cuando se lleve a cabo la denuncia, las autoridades competentes suelen negarlo. En este sentido, 
la asociación civil GIRE señala que menos de 40 ILE’s fueron autorizados por violación en toda la Republica 
(de cuales 33 fueron autorizadas en el Estado de México) desde 2007. 

 

Sobre el tema GIRE llevó a cabo una encuesta que señala que fue contestada por 22 entidades federales, a 
través de las cuales se registran 171 consignaciones por delito de aborto, esta cifra cae a 127 cuando se 
trata de sentencias, lo que implica que varias fueron abandonadas o siguen en proceso. Las mujeres que 
levantan dichas denuncias, de acuerdo con la encuesta son mujeres que tienen muy pocos recursos 
económicos, éstas fueron llevadas a cabo ante el Ministerio Publico por parte del personal hospitalario 
(enfermera, médico, trabajaras sociales, etc.), que las ha presionado para hacer confesiones a los médicos 
y a la policía, a veces como condición para poder recibir algún tratamiento médico, generalmente son 
maltratadas física y verbalmente por el personal de salud y de las procuradurías con lo que son doblemente 
revictimizadas. 

 

Las denuncias por parte del personal médico son resultados de una paradoja en la ley mexicana. En efecto, 
en materia de secreto profesional, la Ley General de Salud debe salvaguardar la información que le fue 
confiada de acuerdo con la Norma Oficial Mexicana NOM-168-SSAI-1198, la cual establece el manejo 
discreto del expediente clínico y confidencial con la información contenida, la cual sólo puede ser dada a 
conocer mediante orden judicial o administrativa. Además, el personal médico en varias entidades 
federativas pueden ser penalizados con prisión y suspensión del ejercicio de su profesión si participa o 
facilita un aborto, por otro lado, en el Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de 
Servicios de Atención El Grupo de Información en Reproducción Elegida A.C.(GIRE), una de las 
asociaciones más importantes en México, defensora de derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, 
en su informe Omisión e indiferencia
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 publicado en el primer semestre de 2013, señala que hubo un 

aumento del 163.8% en el número de mujeres denunciadas por haber abortado. Siendo las más pobres, las 
menos educadas e indígenas las que tienen nueve veces más probabilidades de realizarse un aborto en 
condiciones inseguras.  

  

En dicho informe igualmente se señala que el aborto se ha convertido en la tercera causa de muerte en el 
país en los años recientes. Tan sólo en 2010 provocó 11 por ciento de las muertes maternas en México. En 
éste se advierte que aun cuando el aborto es legal en el país, no existe un acceso efectivo de las mujeres a 
los métodos de anticoncepción cuando el embarazo es producto de una violación, a pesar de que existe la 
obligación de las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud de ofrecerlos en un plazo no mayor a 
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120 horas, después de ocurrida la violación sexual. Tampoco las procuradurías están dando autorizaciones 
para un aborto por violación.  

Médica, se establece la obligación para el personal médico de notificar al Ministerio Publico casos que 
involucren lesiones y otros signos que presumiblemente se encuentren vinculados con la comisión de un 
delito. 

 

En función del anterior contexto es que en 2009, Hilda Bellanira López Cruz, de 18 años, fue acusada por el 
delito de aborto luego de acudir al Hospital Público de Tamuin, del estado de San Luis Potosí por dolores en 
el abdomen y una fuerte hemorragia.  Fue denunciada por una trabajadora social del Hospital y durante las 
siete horas que permaneció allí, Hilda fue custodiada por la policía. Luego, fue llevada a la cárcel preventiva 
y  allí permaneció una noche. Quedó liberada al día siguiente por falta de pruebas.  Sin embargo, la 
investigación siguió abierta sin que ella lo supiera. Tres años después, un juez dictó una orden de 
aprehensión en su contra, siendo detenida nuevamente por la policía y fue llevada al centro penitenciario 
estatal. La familia de Hilda pagó una fianza para obtener su libertad provisional. A partir de esa fecha, cada 
día 30 del mes tiene que presentarse a firmar el libro de control de procesados en Ciudad Valles. El pasado 
5 de abril de 2013, se le sentenció a un año de prisión pese a que quedó evidenciado que no existen 
pruebas que demuestren su responsabilidad. El 23 de agosto pasado el presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia,  revoco la sentencia de un año de prisión a Hilda Bellanira López Cruz por el delito de aborto, y 
dictó sentencia absolutoria toda vez que no existen pruebas en su contra que demuestren su 
responsabilidad en los hechos. 

 

A partir de 2008, el país ha enfrentado una oleada de reformas en las que las constituciones locales de 16 
federativas decidieron proteger la vida desde la concepción como reacciones ante la despenalización del 
ILE llevada a cabo en DF para evitar que sucediera lo mismo en sus entidades. Aun cuando estas reformas 
no anulan las causas legales del aborto, si han generado un clima de persecución y criminalización de las 
mujeres incluso en casos de aborto espontaneo. 

 

Belice 

El aborto está permitido por razones socio-económicas, cuando el feto tiene anomalías o hay riesgo para la 
vida o salud de la madre. Sin embargo, el Código Penal de Belice, del 18 de diciembre de 1980, sanciona el 
delito de aborto con prisión de catorce años tanto para la mujer como para quien lo práctica.  

 

Costa Rica 

En cuanto a los derechos sexuales y reproductivos de la mujer el aborto es ilegal en Costa Rica. Solamente 
está permitido en ciertas situaciones claramente definidas (especificadas en el Artículo 121 del Código 
Penal), y es tratado en los Artículos 118 al 122 del Código Penal, estipulando penas que van de 60 días a 3 
años de prisión. Las causas por las que se permite el aborto es con el fin de salvar la vida de la mujer o de 
preservar su salud y no se permite en los casos de violación o incesto, daño del feto, razones económicas o 
sociales ni solicitud especial.
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El informa sombra de la CEDAW
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 sobre derechos sexuales y reproductivos de 2011 señala que en Costa 
Rica las mujeres y niñas no tienen acceso adecuado a los servicios de aborto legales, a pesar de que desde 
1971, según el artículo 121 del Código Penal, el aborto no es punible en casos de riesgo para la vida o la 
salud de la mujer. Si bien en estas circunstancias el aborto es legal, Costa Rica no cuenta con un protocolo 
o con una “guía de atención” que indique a los médicos cuándo y cómo deben realizar este servicio de salud 
esencial, ni establece un procedimiento administrativo o judicial por medio del cual las mujeres puedan 
reclamar su derecho a este servicio. Sin un mecanismo formal para instruir a los prestadores de salud 
acerca de cuándo pueden realizar abortos, los médicos optan por no hacerlo aunque la salud de la mujer o 
la niña corra grave peligro; pues ocurre con frecuencia que los prestadores de salud no comprenden el 
alcance del artículo 121. 
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El articulo 121 del Código Penal de Costal Rica permite el aborto cuando se encuentra en riesgo la salud o 
la vida de la mujer. A pesar de esto, el acceso de las mujeres a este servicio es muy limitado, tanto porque 
ellas no tienen la información como por la oposición del personal de salud a realizarlo por sus valores 
morales. 

 

 En los artículos 118 a 120 se mencionan las penas en que incurrirán quienes cometan o participen en un 
aborto. Las penas aplicadas son con prisión de 3 a 10 años, si obrare sin consentimiento de la mujer o si 
ésta fuere menor de 15 años, con prisión de 1 a 3 años, si obrare con consentimiento de la mujer, con 
prisión de 1 a 3 años, la mujer que consintiere o causare su propio aborto y de 3 meses hasta 2 años de 
prisión si es por causal de « deshonora ». 

 

El artículo 93 establece que es posible acceder a "Perdón Judicial "y extinción de la pena en los casos 
donde el aborto haya sido causado por la mujer en el caso de una violación, o quien lo haya provocado para 
salvar el honor de una ascendiente o descendiente por consanguinidad o hermana. Este perdón lo podrá 
otorgar el juez, luego de un informe emitido por el Instituto de Criminología.  

 
A pesar de que todas las otras razones para inducir un aborto están penalizadas, datos de la Asociación 
Demográfica Costarricense estiman que en Costa Rica  ocurren unos   27 000 abortos inducidos por año, 
con una tasa de aborto de 22,3 por cada mil mujeres entre los 15 y 49 años, una razón de 38 abortos por 
cada cien nacidos vivos. Un caso recién y muy emblemático de esta restricción del derecho es el de Aurora, 
quien fue apoyada por la Colectiva por el Derecho a Decidir.  

 

A esa mujer de 32 años, le diagnosticaron una malformación fetal que hacia imposible la supervivencia del 
feto fuera del útero. Decidió luego de esta noticia, interrumpir su embarazo y quiso pasar por el camino legal, 
así que pidió permiso a las autoridades del hospital de tener un aborto  terapéutico que nunca autorizaron 
aunque las posibilidades de vida extra-útero del feto eran nulos y los prejuicios para la madre muchos. Tuvo 
que acudir a la Sala Constitucional de su país que resolvió el caso en Febrero, dos meses después de que 
ella vio morir a su hijo recién nacido, según los pronósticos de los médicos. 

 

Es un caso emblemático de la dificultad para las mujeres de Costa Rica de tener acceso al aborto 
terapéutico inscrito en la ley, hasta hoy en día, el gobierno se niega a reformarla el marco normativo. 

  

 

El Salvador 

En El Salvador existe una prohibición general del aborto, hasta en los casos de aborto terapéutico y por 
violación o incesto. Los artículos 133 a 137 sancionan distintos grados del delito de aborto con sanciones de 
dos a diez año para las mujeres quienes abortaran, de 6 a 10 para la ayuda de parte de personal medico, y 
dos a cinco años para los que apoyan o facilitan el aborto. 

En El Salvador abortar es un delito que puede llevar a las mujeres a cumplir sentencias de hasta 40 años de 
cárcel, bajo la acusación de homicidio agravado. El impacto de las leyes salvadoreñas en la vida de las 
mujeres ha llevado a más de 130 a la cárcel por haber abortado, aun si el aborto fue espontáneo o por 
problemas obstétricos; la cifra, sin embargo, podría ser mucho mayor, pues en muchos casos, una vez que 
se detiene a las mujeres, el proceso judicial cambia el delito de aborto, penalizado con ocho años de cárcel, 
por el de homicidio agravado, que se castiga hasta con 40 años. El Salvador, uno de los cinco países de 
Latinoamérica que establecen la proscripción absoluta.  

Sin embargo, ocurrió un paso muy importante en la búsqueda de una reforma del dicho código penal 
salvadoreño por el caso dicho de « Beatriz ». 

Beatriz, mujer salvadoreña de 22 años y ya madre de un hijo, sufre varias enfermedades graves, como 
lupus y problemas renales. Tuvo un embarazo anencefálico no viable que entrañaba una grave amenaza 
para su vida y su salud. Los médicos afirmaron que Beatriz podía morir si continuaba con el embarazo pero 
no la trataron por miedo a ser enjuiciados en aplicación de la prohibición total del aborto vigente en el país. 
Tras 14 semanas de lucha, se le permitieron finalmente una cesárea que permitió salvar su vida y evitar 
unas serias complicaciones de salud. El caso también permitió hacer cambiar la opinión publica en cuanto a 
la prohibición total del aborto en el país. Claro todo lo anterior gracias a la presión internacional realizada al 
gobierno y por recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
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Guatemala 

Los artículos 133 a 140 del código penal de Guatemala penalizan la interrupción voluntaria del embarazo 
expiación del caso de grave peligro para la vida de la madre constatada por al menos dos médicos y de 
violación comprobada. 

Los anticoncepciones de emergencia también son únicamente disponible en caso de violación. 

Hay que mencionar que los abortos no-seguros son la cuarta razón de mortalidad materna en Guatemala. 

 

Honduras 

Los artículos 144 a 146 del código Penal de Honduras prohíbe el aborto sin excepción ninguna, y sanciona 
a las mujeres así como al personal médico que le podría atender. 

 

Nicaragua 

Los artículos 162 a 165 del Código Penal de Nicaragua penalizan el aborto sin excepción ninguna. En 2006, 
en plena campaña política, las iglesias y los grupos  pro vida presionaron a los diputados hasta que 
finalmente decidieron reformar el Código Penal y penalizar el aborto terapéutico que estuvo permitido por 
más de 100 años. 

 

El argumento fue que algunas mujeres se valían de ese derecho para practicarse un aborto que no era 
terapéutico, lo que la mayoría de las organizaciones de mujeres rechazaron aduciendo que  el aborto 
terapéutico es un derecho cuando la vida de las mujeres está en riesgo de muerte.  Además, una mujer o 
una niña que queda embarazada como consecuencia de haber sido violada se ve obligada ahora a llevar el 
embarazo a término a pesar del trauma mental y psíquico o de los riesgos para su salud que esto puede 
suponerle, ya que de no hacerlo se arriesga a ser procesada penalmente. 

Esta reforma pone en grave peligro la vida de las mujeres y niñas embarazadas en Nicaragua que se ven 
privadas de cierto tratamiento médico como por ejemplo, una mujer nicaragüense con cáncer, a quien le 
niegan el tratamiento adecuado porque podría dañar la salud del feto pero también se le niega el acceso a 
un aborto terapéutico. Según las estimaciones del Grupo Estratégico por la Despenalización del Aborto 
Terapéutico, entre 12 y 15 mujeres pierden la vida en el país cada año debido a la negativa de los médicos 
de permitirles un tratamiento para interrumpir el embarazo. 

 

Panamá 

El aborto en Panamá es ilegal salvo en caso de amenaza a la vida o la salud de la mujer o si 
el embarazo es resultado de una violación. En caso de violación, el aborto tiene que practicarse 
por personal especializado, entre los 2 primeros meses de embarazo en un centro de salud del 
estado. En caso de que este se solicite por grave peligro de muerte de la madre, se hace ante una 
comisión multidisciplinaria designada por el ministerio de salud la cual determina las causas 
graves de salud y autoriza el aborto El médico que se designe según la nueva legislación tiene 
derecho de alegar objeción de conciencia por razones morales, religiosas o de cualquier índole, 
para no practicar el aborto.  

 

La pena para una mujer que se practica un aborto ilegal es de uno a tres años de prisión. La pena 
para un médico u otra personas que realiza el procedimiento con el consentimiento de la mujer es 
de tres a seis años. Si el procedimiento se realiza sin el consentimiento de la mujer, la pena es de 
cinco a diez años. 

 

Panamá mantiene dentro de su nueva Regulación Penal, la figura del Aborto Provocado dentro de 
los delitos contra la vida humana, en la sección 3 artículo 139 del código penal y en ésta sostiene 
que, "la mujer que cause su aborto o consienta que alguien se lo practique, será sancionada con 
prisión de 1 a 3 años ". En este articulado se sanciona a la mujer por la denominación de auto 
aborto, y si ésta consiente que otro se lo practique, también se sanciona al ejecutor. El artículo 
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141 señala" Quien provoque el aborto de una mujer sin su consentimiento o contra su voluntad, 
será sancionado con prisión de 4 a 8 años. Este tipo se llama aborto no consentido, y sólo se 
responsabiliza por el hecho, a la persona que realiza el aborto, y este tiene agravantes que son de 
5 a 10 años de prisión si muere la mujer. 
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